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PROYECTO DE LEY NMERO 141 DE 2007 SENADO
por medio de la cual se aprueba la “Convención Internacional contra 
el Dopaje en el Deporte”, aprobada por la Conferencia General de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia 

y la Cultura, Unesco, en París, el 19 de octubre de 2005.
El Congreso de la República

Visto el texto de la “Convención Internacional contra el Dopaje en 
el Deporte”, aprobada por la Conferencia General de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, 
Unesco, en París, el 19 de octubre de 2005.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del ins-
trumento internacional mencionado).

CONVENCION INTERNACIONAL CONTRA EL DOPAJE 
EN EL DEPORTE

La Conferencia General de la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en adelante denomina-
da “la Unesco”, en su 33 reunión, celebrada en París, del 3 al 21 de 
octubre de 2005,

Considerando que el objetivo de la Unesco es contribuir a la paz 
y a la seguridad a través de la promoción de la colaboración entre las 
naciones mediante la educación, la ciencia y la cultura, 

 a los instrumentos internacionales existentes rela-
cionados con los derechos humanos, 

Teniendo en cuenta la Resolución 58/5 aprobada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el día 3 de noviembre de 2003, re-
ferente al deporte como medio para promover la educación, la salud, 
el desarrollo y la paz, en particular el párrafo 7°,

Consciente de que el deporte ha de desempeñar un papel importan-
te en la protección de la salud, en la educación moral, cultural y física 
y en el fomento del entendimiento internacional y la paz,

Observando la necesidad de alentar y coordinar la cooperación in-
ternacional con miras a la eliminación del dopaje en el deporte, 

Preocupada por la utilización de sustancias dopantes en las activi-
dades deportivas y por las consiguientes consecuencias para la salud 
de los deportistas, el principio del juego limpio (fair play), la elimina-
ción de fraudes y el futuro del deporte,

Teniendo presente que el dopaje es una amenaza para los principios 
éticos y los valores educativos consagrados en la Carta Internacional de 
la Educación Física y el Deporte aprobada por la Unesco y en la Carta 
Olímpica,

Recordando que el Convenio contra el Dopaje y su Protocolo adi-
cional aprobados en el marco del Consejo de Europa son los instru-
mentos de derecho público internacional que han sido la fuente de 
las políticas nacionales de lucha contra el dopaje y de la cooperación 
intergubernamental, 

Recordando las recomendaciones sobre el dopaje formuladas por 
la Conferencia Internacional de Ministros y Altos Funcionarios En-
cargados de la Educación Física y el Deporte, en su segunda, tercera 
y cuarta reuniones organizadas por la Unesco en Moscú (1988), Punta 
del Este (1999) y Atenas (2004), respectivamente, así como la Reso-
lución 32 C/9 aprobada por la Conferencia General de la Unesco en 
su 32 reunión (2003), 

Teniendo presentes el Código Mundial Antidopaje adoptado por 
la Agencia Mundial Antidopaje en la Conferencia Mundial sobre el 
Dopaje en el Deporte en Copenhague, el 5 de marzo de 2003, y la 
Declaración de Copenhague contra el dopaje en el deporte, 

Teniendo presente asimismo el prestigio entre los jóvenes de los 
deportistas de alto nivel, 

Consciente de la permanente necesidad de realizar y promover 
investigaciones con miras a mejorar la detección del dopaje y com-
prender mejor los factores que determinan la utilización de sustancias 

 de la importancia de la educación permanente 
de los deportistas, del personal de apoyo a los deportistas y de la so-
ciedad en general en la prevención del dopaje, 

Teniendo presente la necesidad de crear capacidades en los Estados 
Parte para poner en práctica programas de lucha contra el dopaje, 

 de que incumben a las autoridades públicas y 
a las organizaciones encargadas de las actividades deportivas obliga-
ciones complementarias en la lucha contra el dopaje en el deporte, y 
en particular la de velar por una conducta adecuada en los aconteci-
mientos deportivos, sobre la base del principio del juego limpio (fair 
play), y por la protección de la salud de los que participan en ellos, 
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Reconociendo que dichas autoridades y organizaciones han de 
obrar conjuntamente por la realización de esos objetivos, en todos los 
niveles apropiados, con la mayor independencia y transparencia, 

Decidida a seguir cooperando para tomar medidas nuevas y aún 
más enérgicas con miras a la eliminación del dopaje en el deporte, 

Reconociendo que la eliminación del dopaje en el deporte depende 
en parte de la progresiva armonización de normas y prácticas antidopa-
je en el deporte y de la cooperación en el plano nacional y mundial, 

Aprueba en este día diecinueve de octubre de 2005 la presente 
Convención.

I. Alcance 
Artículo 1°

Finalidad de la Convención

y el programa de actividades de la Unesco en el ámbito de la educa-
ción física y el deporte, es promover la prevención del dopaje en el 
deporte y la lucha contra este, con miras a su eliminación. 

Artículo 2°

-
-

nes, la de la Convención prevalecerá.
A los efectos de la presente Convención:
1. Los “laboratorios acreditados encargados del control del dopaje” 

son los laboratorios acreditados por la Agencia Mundial Antidopaje.
2. Una “organización antidopaje” es una entidad encargada de la 

adopción de normas para iniciar, poner en práctica o hacer cumplir 
cualquier parte del proceso de control antidopaje. Esto incluye, por 
ejemplo, al Comité Olímpico Internacional, al Comité Paralímpico 
Internacional, a otras organizaciones encargadas de grandes aconteci-
mientos deportivos que realizan controles en eventos de los que son 
responsables, a la Agencia Mundial Antidopaje, a las federaciones in-
ternacionales y a las organizaciones nacionales antidopaje.

3. La expresión “infracción de las normas antidopaje” en el deporte 

a) la presencia de una sustancia prohibida o de sus metabolitos o 
marcadores en las muestras físicas de un deportista;

b) el uso o tentativa de uso de una sustancia prohibida o de un mé-
todo prohibido;

aplicables, o evitar de cualquier otra forma la recogida de muestras;
d) la vulneración de los requisitos en lo que respecta a la disponi-

bilidad del deportista para la realización de controles fuera de la com-
petición, incluido el no proporcionar información sobre su paradero, 
así como no presentarse para someterse a controles que se consideren 
regidos por normas razonables;

del proceso de control antidopaje;
f) la posesión de sustancias o métodos prohibidos;

h) la administración o tentativa de administración de una sustancia 
prohibida o método prohibido a algún deportista, o la asistencia, inci-
tación, contribución, instigación, encubrimiento o cualquier otro tipo 
de complicidad en relación con una infracción de la norma antidopaje 
o cualquier otra tentativa de infracción.

4. Un “deportista” es, a efectos de control antidopaje, cualquier 
persona que participe en un deporte a nivel internacional o nacional, 
en el sentido determinado por una organización nacional antidopaje, 
y cualquier otra persona que participe en un deporte o encuentro de-
portivo a un nivel inferior aceptado por los Estados Parte. A efectos de 
los programas de enseñanza y formación, un “deportista” es cualquier 

persona que participe en un deporte bajo la autoridad de una organi-
zación deportiva.

5. El “personal de apoyo a los deportistas” es cualquier entrenador, 
instructor, director deportivo, agente, personal del equipo, funciona-
rio, personal médico o paramédico que trabaje con deportistas o trate 
a deportistas que participen en competiciones deportivas o se prepa-
ren para ellas.

la Agencia Mundial Antidopaje el 5 de marzo de 2003 en Copenhague 

7. Una “competición” es una prueba única, un partido, una partida 
o un certamen deportivo concreto. 

de controles, la recogida y manipulación de muestras, los análisis de 
laboratorio, la gestión de los resultados, las vistas y las apelaciones.

-
mas antidopaje.

10. Los “equipos de control antidopaje debidamente autorizados” 
son los equipos de control antidopaje que trabajan bajo la autoridad de 
organizaciones antidopaje internacionales o nacionales.

11. Con objeto de diferenciar los controles efectuados durante la 
competición de los realizados fuera de la competición, y a menos que 
exista una disposición en contrario a tal efecto en las normas de la fe-
deración internacional o de otra organización antidopaje competente, 
un control “durante la competición” es un control al que se somete a 
un determinado deportista en el marco de una competición.

12. Las “normas internacionales para los laboratorios” son aque-

13. Las “normas internacionales para los controles” son aquellas 

14. Un “control por sorpresa” es un control antidopaje que se pro-
duce sin previo aviso al deportista y en el que el deportista es conti-

facilita la muestra.
15. El “movimiento olímpico” es el que reúne a todos los que acep-

tan regirse por la Carta Olímpica y que reconocen la autoridad del Co-
mité Olímpico Internacional, a saber: las federaciones internacionales 
deportivas sobre el programa de los Juegos Olímpicos; los Comités 
Olímpicos Nacionales, los Comités Organizadores de los Juegos 
Olímpicos, los deportistas, jueces y árbitros, las asociaciones y los 
clubes, así como todas las organizaciones y organismos reconocidos 
por el Comité Olímpico Internacional.

16. Un control del dopaje “fuera de la competición” es todo control 
antidopaje que no se realice durante una competición.

de la presente Convención y en la que se enumeran las sustancias y 
métodos prohibidos.

presente Convención.

presente Convención.
20. Una “organización deportiva” es una organización que funcio-

na como organismo rector de un acontecimiento para uno o varios 
deportes.

21. Las “normas para la concesión de autorizaciones para uso con 
-

sente Convención.
22. El “control” es la parte del proceso de control del dopaje que 

muestras, la manutención de muestras y su transporte al laboratorio.
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con arreglo a las normas para la concesión de autorizacionnes para 

o consumo por cualquier medio de una sustancia prohibida o de un 
método prohibido.

25. La “Agencia Mundial Antidopaje” (AMA) es la fundación de de-
recho suizo que lleva ese nombre creada el 10 de noviembre de 1999.

Artículo 3°
Medidas encaminadas a la realización de los objetivos 

de la presente Convención
-

dos Parte deberán:
a) adoptar medidas apropiadas, en el plano nacional e internacio-

nal, acordes con los principios del Código;
b) fomentar todas las formas de cooperación internacional enca-

minadas a la protección de los deportistas, la ética en el deporte y la 
difusión de los resultados de la investigación;

c) promover la cooperación internacional entre los Estados Parte y 
las principales organizaciones encargadas de la lucha contra el dopaje 
en el deporte, en particular la Agencia Mundial Antidopaje.

Artículo 4°
Relaciones de la Convención con el Código

1. Con miras a coordinar, en el plano nacional e internacional, las 
actividades de lucha contra el dopaje en el deporte, los Estados Parte 
se comprometen a respetar los principios del Código como base de las 
medidas previstas en el artículo 5° de la presente Convención. Nada 
en la presente Convención es óbice para que los Estados Parte adop-
ten otras medidas que puedan complementar las del Código.

2. El Código y la versión más actualizada de los Apéndices 2 y 3 se 
reproducen a título informativo y no forman parte integrante de la pre-
sente Convención. Los apéndices como tales no crean ninguna obliga-
ción vinculante en derecho internacional para los Estados Parte.

3. Los anexos forman parte integrante de la presente Convención.
Artículo 5°

Medidas encaminadas a alcanzar los objetivos de la Convención
Todo Estado Parte adoptará las medidas apropiadas para cumplir 

con las obligaciones que dimanan de los artículos de la presente Con-
vención. Dichas medidas podrán comprender medidas legislativas, 
reglamentos, políticas o disposiciones administrativas.

Artículo 6°
Relaciones con otros instrumentos internacionales

-
ciones de los Estados Parte que dimanen de otros acuerdos concerta-
dos previamente y sean compatibles con el objeto y propósito de esta 
Convención. Esto no compromete el goce por otros Estados Parte de 
los derechos que esta Convención les concede, ni el cumplimiento de 
las obligaciones que esta les impone.

II. Actividades contra el dopaje en el plano nacional
Artículo 7°

Coordinación en el plano nacional
Los Estados Parte deberán velar por la aplicación de la presente 

Convención, en particular mediante la coordinación en el plano na-
cional. Los Estados Parte podrán, al cumplir con sus obligaciones con 
arreglo a la presente Convención, actuar por conducto de organizacio-
nes antidopaje, así como de autoridades u organizaciones deportivas.

Artículo 8°
Restringir la disponibilidad y la utilización en el deporte 

todos prohibidos
1. Los Estados Parte deberán adoptar, cuando proceda, medidas 

encaminadas a restringir la disponibilidad de sustancias y métodos 

-
tistas, a menos que su utilización se base en una exención para uso 

controlar la producción, el transporte, la importación, la distribución 
y la venta.

2. Los Estados Parte deberán adoptar, o instar a adoptar, si procede, 
a las entidades  competentes de su jurisdicción, medidas encaminadas 
a impedir o limitar el uso y posesión por los deportistas de sustancias 
y métodos prohibidos, a menos que su utilización se base en una exen-

3. Ninguna medida adoptada en cumplimiento de la presente Con-
vención impedirá que se disponga, para usos legítimos, de sustancias 
y métodos que de otra forma están prohibidos o sometidos a control 
en el deporte.

Artículo 9°
Medidas contra el personal de apoyo a los deportistas

Los Estados Parte adoptarán medidas ellos mismos o instarán 
a las organizaciones deportivas y las organizaciones antidopaje a 
que adopten medidas, comprendidas sanciones o multas, dirigidas 
al personal de apoyo a los deportistas que cometa una infracción de 
las normas antidopaje u otra infracción relacionada con el dopaje en 
el deporte.

Artículo 10
Suplementos nutricionales

Los Estados Parte instarán, cuando proceda, a los productores y 
distribuidores de suplementos nutricionales a que establezcan prácti-
cas ejemplares en la comercialización y distribución de dichos suple-
mentos, incluida la información relativa a su composición analítica y 
la garantía de calidad.

Artículo 11

Los Estados Parte deberán, cuando proceda
-

puestos para apoyar un programa nacional de pruebas clínicas en to-
dos los deportes, o ayudar a sus organizaciones deportivas y organi-

subvenciones o ayudas directas, o bien teniendo en cuenta los costos 
de dichos controles al establecer los subsidios o ayudas globales que 
se concedan a dichas organizaciones;

relacionado con el deporte a los deportistas o a su personal de apoyo 
que hayan sido suspendidos por haber cometido una infracción de las 
normas antidopaje, y ello durante el periodo de suspensión de dicho 
deportista o dicho personal;

-
nado con actividades deportivas a toda organización deportiva u orga-
nización antidopaje que no aplique el Código o las correspondientes 
normas antidopaje adoptadas de conformidad con el Código.

Artículo 12
Medidas para facilitar las actividades de control del dopaje

Los Estados Parte deberán, cuando proceda:
a) alentar y facilitar la realización de los controles del dopaje, de 

forma compatible con el Código, por parte de las organizaciones de-
portivas y las organizaciones antidopaje de su jurisdicción, en parti-
cular los controles por sorpresa, fuera de las competiciones y durante 
ellas;

b) alentar y facilitar la negociación por las organizaciones depor-
tivas y las organizaciones antidopaje de acuerdos que permitan a sus 
miembros ser sometidos a pruebas clínicas por equipos de control del 
dopaje debidamente autorizados de otros países;
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c) ayudar a las organizaciones deportivas y las organizaciones 
antidopaje de su jurisdicción a tener acceso a un laboratorio de con-

dopaje.
III. Cooperación internacional

Artículo 13
Cooperación entre organizaciones antidopaje 

y organizaciones deportivas
Los Estados Parte alentarán la cooperación entre las organizacio-

nes antidopaje, las autoridades públicas y las organizaciones deporti-
vas de su jurisdicción, y las de la jurisdicción de otros Estados Parte, 

Convención.
Artículo 14

Apoyo al cometido de la Agencia Mundial Antidopaje
Los Estados Parte se comprometen a prestar apoyo al importante 

cometido de la Agencia Mundial Antidopaje en la lucha internacional 
contra el dopaje.

Artículo 15
Financiación de la Agencia Mundial Antidopaje 

por partes iguales
-

supuesto anual básico aprobado de la Agencia Mundial Antidopaje 
por las autoridades públicas y el Movimiento Olímpico, por partes 
iguales.

Artículo 16
Cooperación internacional en la lucha contra el dopaje

Reconociendo que la lucha contra el dopaje en el deporte sólo pue-

sin previo aviso y las muestras se pueden transportar a los laboratorios 
a tiempo para ser analizadas, los Estados Parte deberán, cuando pro-
ceda y de conformidad con la legislación y los procedimientos nacio-
nales:

a) facilitar la tarea de la Agencia Mundial Antidopaje y otras or-
ganizaciones antidopaje que actúan de conformidad con el Código, a 

ejecución de los controles a sus deportistas, durante las competiciones 
o fuera de ellas, ya sea en su territorio o en otros lugares;

b) facilitar el traslado a otros países en el momento oportuno de los 
equipos debidamente autorizados encargados del control del dopaje 
cuando realizan tareas en ese ámbito;

c) cooperar para agilizar el envío a tiempo o el transporte trans-
fronterizo de muestras, de tal modo que pueda garantizarse su seguri-
dad e integridad;

d) prestar asistencia en la coordinación internacional de controles 
del dopaje realizados por las distintas organizaciones antidopaje y co-
operar a estos efectos con la Agencia Mundial Antidopaje;

e) promover la cooperación entre laboratorios encargados del con-
trol del dopaje de su jurisdicción y los de la jurisdicción de otros Es-
tados Parte. En particular, los Estados Parte que dispongan de labora-
torios acreditados de ese tipo deberán alentar a los laboratorios de su 
jurisdicción a ayudar a otros Estados Parte a adquirir la experiencia, 
las competencias y las técnicas necesarias para establecer sus propios 
laboratorios, si lo desean;

f) alentar y apoyar los acuerdos de controles recíprocos entre 
las organizaciones antidopaje designadas, de conformidad con el 
Código;

g) reconocer mutuamente los procedimientos de control del dopaje 
de toda organización antidopaje y la gestión de los resultados de las 
pruebas clínicas, incluidas las sanciones deportivas correspondientes, 
que sean conformes con el Código.

Artículo 17
Fondo de contribuciones voluntarias

1. Queda establecido un Fondo para la Eliminación del Dopaje en el 
Deporte, en adelante denominado “el Fondo de contribuciones volun-

con el Reglamento Financiero de la Unesco. Todas las contribuciones 
de los Estados Parte y otros donantes serán de carácter voluntario.

2. Los recursos del Fondo de contribuciones voluntarias estarán 
constituidos por:

a) las contribuciones de los Estados Parte;
b) las aportaciones, donaciones o legados que puedan hacer:
i) otros Estados;
ii) organismos y programas del sistema de las Naciones Unidas,

en especial el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, u 
otras organizaciones internacionales;

iii) organismos públicos o privados, o personas físicas;
c) todo interés devengado por los recursos del Fondo de contribu-

ciones voluntarias;
d) el producto de las colectas y la recaudación procedente de las 

actividades organizadas en provecho del Fondo de contribuciones vo-
luntarias;

e) todos los demás recursos autorizados por el Reglamento del 
Fondo de contribuciones voluntarias, que elaborará la Conferencia de 
las Partes.

3. Las contribuciones de los Estados Parte al Fondo de contribu-
ciones voluntarias no los eximirán de su compromiso de abonar la 
parte que les corresponde al presupuesto anual de la Agencia Mundial 
Antidopaje.

Artículo 18
Uso y gestión del Fondo de contribuciones voluntarias

Los recursos del Fondo de contribuciones voluntarias serán asigna-
-

badas por esta, en particular para ayudar los Estados Parte a elaborar 
y ejecutar programas antidopaje, de conformidad con las disposicio-
nes de la presente Convención y teniendo en cuenta los objetivos de 
la Agencia Mundial Antidopaje. Dichos recursos podrán servir para 
cubrir los gastos de funcionamiento de la presente Convención. Las 
contribuciones al Fondo de contribuciones voluntarias no podrán es-
tar supeditadas a condiciones políticas, económicas ni de otro tipo.

IV. Educación y formación
Artículo 19

Principios generales de educación y formación
1. Los Estados Parte se comprometerán, en función de sus recur-

sos, a apoyar, diseñar o aplicar programas de educación y formación 
sobre la lucha contra el dopaje. Para la comunidad deportiva en gene-

precisa y actualizada sobre las siguientes cuestiones:

deporte;
b) las consecuencias del dopaje para la salud.
2. Para los deportistas y su personal de apoyo, en particular durante 

su formación inicial, los programas de educación y formación debe-

precisa y actualizada sobre las siguientes cuestiones:
a) los procedimientos de control del dopaje;
b) los derechos y responsabilidades de los deportistas en materia de 

lucha contra el dopaje, en particular la información sobre el Código 
y las políticas de lucha contra el dopaje de las organizaciones depor-
tivas y organizaciones antidopaje pertinentes. Tal información com-
prenderá las consecuencias de cometer una infracción de las normas 
contra el dopaje;
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c) la lista de las sustancias y métodos prohibidos y de las autoriza-

d) los suplementos nutricionales.
Artículo 20

Códigos de conducta profesional
Los Estados Parte alentarán a los organismos y asociaciones pro-

fesionales pertinentes competentes a elaborar y aplicar códigos apro-
piados de conducta, de prácticas ejemplares y de ética en relación 
con la lucha contra el dopaje en el deporte que sean conformes con el 
Código.

Artículo 21
Participación de los deportistas y del personal de apoyo 

a los deportistas
Los Estados Parte promoverán y, en la medida de sus recursos, 

apoyarán la participación activa de los deportistas y su personal de 
apoyo en todos los aspectos de la lucha contra el dopaje emprendida 
por las organizaciones deportivas y otras organizaciones competen-
tes, y alentarán a las organizaciones deportivas de su jurisdicción a 
hacer otro tanto.

Artículo 22
Las organizaciones deportivas y la educación y formación 

permanentes en materia de lucha contra el dopaje
Los Estados Parte alentarán a las organizaciones deportivas y las 

organizaciones antidopaje a aplicar programas de educación y forma-
ción permanentes para todos los deportistas y su personal de apoyo 
sobre los temas indicados en el artículo 19.

Artículo 23
Cooperación en educación y formación

Los Estados Parte cooperarán entre sí y con las organizaciones 
competentes para intercambiar, cuando proceda, información, compe-

el dopaje.
V. Investigación

Artículo 24
Fomento de la investigación en materia de lucha contra el dopaje

Los Estados Parte alentarán y fomentarán, con arreglo a sus recur-
sos, la investigación en materia de lucha contra el dopaje en coopera-
ción con organizaciones deportivas y otras organizaciones competen-
tes, sobre:

a) prevención y métodos de detección del dopaje, así como as-
pectos de conducta y sociales del dopaje y consecuencias para la 
salud;

-

persona;
c) la utilización de todos los métodos y sustancias recientes esta-

Artículo 25
Índole de la investigación relacionada con la lucha

contra el dopaje
Al promover la investigación relacionada con la lucha contra el 

que dicha investigación:
a) se atenga a las prácticas éticas reconocidas en el plano interna-

cional;
b) evite la administración de sustancias y métodos prohibidos a los 

deportistas;
c) se lleve a cabo tomando las precauciones adecuadas para im-

dopaje.

Artículo 26
Difusión de los resultados de la investigación relacionada 

con la lucha contra el dopaje
A reserva del cumplimiento de las disposiciones del derecho na-

cional e internacional aplicables, los Estados Parte deberán, cuando 
proceda, comunicar a otros Estados Parte y a la Agencia Mundial An-
tidopaje los resultados de la investigación relacionada con la lucha 
contra el dopaje.

Artículo 27
Investigaciones en ciencia del deporte

Los Estados Parte alentarán:

cabo investigaciones en ciencia del deporte, de conformidad con los 
principios del Código;

b) a las organizaciones deportivas y al personal de apoyo a los de-
portistas de su jurisdicción a aplicar las investigaciones en ciencia del 
deporte que sean conformes con los principios del Código.

VI. Seguimiento de la aplicación de la Convención
Artículo 28

Conferencia de las Partes
1. Queda establecida una Conferencia de las Partes, que será el 

órgano soberano de la presente Convención.
2. La Conferencia de las Partes celebrará una reunión ordinaria en 

principio cada dos años. Podrá celebrar reuniones extraordinarias si 
así lo decide o a solicitud de por lo menos un tercio de los Estados 
Parte.

3. Cada Estado Parte dispondrá de un voto en las votaciones de la 
Conferencia de las Partes.

4. La Conferencia de las Partes aprobará su propio reglamento.
Artículo 29

Organización de carácter consultivo y observadores 
ante la Conferencia de las Partes

Se invitará a la Agencia Mundial Antidopaje en calidad de orga-
nización de carácter consultivo ante la Conferencia de las Partes. Se 
invitará en calidad de observadores al Comité Olímpico Internacio-
nal, el Comité Internacional Paralímpico, el Consejo de Europa y el 
Comité Intergubernamental para la Educación Física y el Deporte 
(CIGEPS). La Conferencia de las Partes podrá decidir invitar a otras 
organizaciones competentes en calidad de observadores.

Artículo 30
Funciones de la Conferencia de las Partes

1. Fuera de las establecidas en otras disposiciones de esta Conven-
ción, las funciones de la Conferencia de las Partes serán las siguientes:

a) fomentar el logro del objetivo de esta Convención;
b) debatir las relaciones con la Agencia Mundial Antidopaje y es-

de dicha Agencia, pudiéndose invitar al debate a Estados que no son 
Parte en la Convención;

c) aprobar, de conformidad con el artículo 18, un plan para la utili-
zación de los recursos del Fondo de contribuciones voluntarias;

d) examinar, de conformidad con el artículo 31, los informes pre-
sentados por los Estados Parte;

e) examinar de manera permanente la comprobación del cumpli-
miento de esta Convención, en respuesta al establecimiento de sis-
temas de lucha contra el dopaje, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 31. Todo mecanismo o medida de comprobación o control 

de contribuciones voluntarias establecido en el artículo 17;
f) examinar para su aprobación las enmiendas a esta Convención;
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g) examinar para su aprobación, de conformidad con las disposi-
-

das en la lista de prohibiciones y las normas para la concesión de au-

Mundial Antidopaje;

y la Agencia, en el marco de esta Convención;
i) pedir a la Agencia que someta a su examen, en cada una de sus 

reuniones, un informe sobre la aplicación del Código.
2. La Conferencia de las Partes podrá cumplir sus funciones en 

cooperación con otros organismos intergubernamentales.
Artículo 31

Informes nacionales a la Conferencia de las Partes
Los Estados Parte proporcionarán cada dos años a la Conferencia 

de las Partes, por conducto de la Secretaría, en una de las lenguas 

las medidas que hayan adoptado para dar cumplimiento a las disposi-
ciones de la presente Convención.

Artículo 32
Secretaría de la Conferencia de las Partes

1. El Director General de la Unesco facilitará la secretaría de la 
Conferencia de las Partes.

2. A petición de la Conferencia de las Partes, el Director General de 
la Unesco recurrirá en la mayor medida posible a los servicios de la 
Agencia Mundial Antidopaje, en condiciones convenidas por la Con-
ferencia de las Partes.

3. Los gastos de funcionamiento derivados de la aplicación de la 

Unesco en la cuantía apropiada, dentro de los límites de los recur-
sos existentes, al Fondo de contribuciones voluntarias establecido en 
el Artículo 17, o a una combinación de ambos recursos determinada 

-
to Ordinario se reducirá al mínimo indispensable, en el entendimiento 

cargo del Fondo de contribuciones voluntarias.
4. La secretaría establecerá la documentación de la Conferencia de 

las Partes, así como el proyecto de orden del día de sus reuniones, y 
velará por el cumplimiento de sus decisiones.

Artículo 33
Enmiendas

1. Cada Estado Parte podrá proponer enmiendas a la presente 
Convención mediante notificación dirigida por escrito al Director 
General de la Unesco. El Director General transmitirá esta notifi-
cación a todos los Estados Parte. Si en los seis meses siguientes a 
la fecha de envío de la notificación la mitad por lo menos de los 
Estados Parte da su consentimiento, el Director General someterá 
dicha propuesta a la Conferencia de las Partes en su siguiente re-
unión.

2. Las enmiendas serán aprobadas en la Conferencia de las Partes 
por una mayoría de dos tercios de los Estados Parte presentes y vo-
tantes.

3. Una vez aprobadas las enmiendas a esta Convención deberán 

Estados Parte.
-

bado o se hayan adherido a ellas, las enmiendas a la presente Conven-
ción entrarán en vigor tres meses después de que dos tercios de dichos 
Estados Parte hayan depositado los instrumentos mencionados en el 
párrafo 3 del presente Artículo. A partir de ese momento la correspon-

-
que, acepte, apruebe o se adhiera a ella tres meses después de la fecha 

e
aceptación, aprobación o adhesión.

5. Un Estado que pase a ser Parte en esta Convención después 
de la entrada en vigor de enmiendas con arreglo al párrafo 4 del 

considerará:
a) parte en la presente Convención así enmendada;
b) parte en la presente Convención no enmendada con respecto 

a todo Estado Parte que no esté obligado por las enmiendas en 
cuestión.

Artículo 34

de la Convención
-

biciones o las normas para la concesión de autorizaciones para uso 

al Director General de la Unesco. El Director General comunicará 
rápidamente a todos los Estados Parte estos cambios como propuestas 
de enmiendas a los anexos pertinentes de la presente Convención. Las 
enmiendas de los anexos deberán ser aprobadas por la Conferencia 
General de las Partes en una de sus reuniones o mediante una consulta 
escrita.

escrita del Director General para comunicar su oposición a la enmien-
da propuesta, sea por escrito en caso de consulta escrita, sea en una 
reunión de la Conferencia de las Partes. A menos que dos tercios de 
los Estados Parte se opongan a ella, la enmienda propuesta se consi-
derará aprobada por la Conferencia de las Partes.

-
das aprobadas por la Conferencia de las Partes. Estas entrarán en 

las acepta.

no acepta una enmienda aprobada según lo dispuesto en los párrafos 
anteriores permanecerá vinculado por los anexos en su forma no en-
mendada.

VII.
Artículo 35

Regímenes constitucionales federales o no unitarios
A los Estados Parte que tengan un régimen constitucional federal o 

no unitario les serán aplicables las siguientes disposiciones:
a) por lo que respecta a las disposiciones de la presente Conven-

ción cuya aplicación competa al poder legislativo federal o central, las 
obligaciones del gobierno federal o central serán idénticas a las de los 
Estados Parte que no constituyan Estados federales;

b) por lo que respecta a las disposiciones de la presente Con-
vención cuya aplicación competa a cada uno de los Estados, con-
dados, provincias o cantones constituyentes, que en virtud del régi-
men constitucional de la federación no estén facultados para tomar 
medidas legislativas, el gobierno federal comunicará esas disposi-
ciones, con su dictamen favorable, a las autoridades competentes 
de los Estados, condados, provincias o cantones, para que estas las 
aprueben.

Artículo 36

aprobación o adhesión de los Estados Miembros de la Unesco de con-
formidad con sus respectivos procedimientos constitucionales. Los 

depositarán ante el Director General de la Unesco.
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Artículo 37
Entrada en vigor

1. La Convención entrará en vigor el primer día del mes siguiente 
a la expiración de un plazo de un mes después de la fecha en la cual se 

aprobación o adhesión.
2. Para los Estados que ulteriormente manifiesten su consen-

timiento en obligarse por la presente Convención, esta entrará en 
vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un plazo 
de un mes después de la fecha en que hayan depositado sus res-
pectivos instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión.

Artículo 38

1. Todos los Estados podrán, en el momento de depositar su instru-

el o los territorios de cuyas relaciones internacionales se encargan, 
donde se aplicará esta Convención.

2. Todos los Estados podrán, en cualquier momento ulterior y me-
diante una declaración dirigida a la Unesco, extender la aplicación 

su declaración. La Convención entrará en vigor con respecto a ese 
territorio el primer día del mes siguiente a la expiración de un plazo 
de un mes después de la fecha en que el depositario haya recibido la 
declaración.

3. Toda declaración formulada en virtud de los dos párrafos ante-
-

efecto el primer día del mes siguiente a la expiración de un plazo 
de un mes después de la fecha en que el depositario haya recibido la 

Artículo 39
Denuncia

Todos los Estados Parte tendrán la facultad de denunciar la presen-

escrito que obrará en poder del Director General de la Unesco. La 
denuncia surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración 
de un plazo de seis meses después de la recepción del instrumento de 

haya de asumir el Estado Parte denunciante hasta la fecha en que la 
retirada sea efectiva.

Artículo 40
Depositario

El Director General de la Unesco será el depositario de la presente 
Convención y de las enmiendas de la misma. En su calidad de deposi-
tario, el Director General de la Unesco informará a los Estados Parte 
en la presente Convención, así como a los demás Estados Miembros 
de la Unesco, de:

-
bación o adhesión;

b) la fecha de entrada en vigor de la presente Convención confor-
me a lo dispuesto en el artículo 37;

c) todos los informes preparados conforme a lo dispuesto en el 
artículo 31;

d) toda enmienda a la Convención o a los anexos aprobada con-
forme a lo dispuesto en los artículos 33 y 34 y la fecha en que dicha 
enmienda surta efecto;

-
puesto en el artículo 38;

tículo 39 y la fecha en que la denuncia surta efecto;

con la presente Convención.
Artículo 41

Registro
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 102 de la Carta de 

las Naciones Unidas, la presente Convención se registrará en la Se-
cretaría de las Naciones Unidas a petición del Director General de la 
Unesco.

Artículo 42

1. La presente Convención y sus anexos se redactaron en árabe, 
chino, español, francés, inglés y ruso, siendo los seis textos igualmen-
te auténticos.

2. Los apéndices de la presente Convención se reproducen en ára-
be, chino, español, francés, inglés y ruso.

Artículo 43
Reservas

No se admitirá ninguna reserva incompatible con el objeto y la 

Anexo I
Lista de sustancias y métodos prohibidos-Normas internacionales

Anexo II
Normas para la concesión de autorizaciones 

Apéndice 1
Código Mundial Antidopaje

Apéndice 2
Normas internacionales para los laboratorios

Apéndice 3
Norma internacional para los controles

ANEXO I
Agencia Mundial Antidopaje
Código Mundial Antidopaje
Lista 2005 de sustancias y métodos prohibidos
Normas Internacionales

 será 
objeto de actualización por parte de la Agencia Mundial Antidopaje 
(AMA) y se publicará en inglés y en francés. De haber discrepancia 
entre las versiones de ambos idiomas, prevalecerá la redactada en in-
glés.

Esta lista entró en vigor el 1° de enero de 2005
LISTA 2005 DE SUSTANCIAS Y METODOS PROHIBIDOS

Código Mundial Antidopaje
Válido a partir del 1° de enero de 2005
El uso de cualquier medicamento deberá limitarse a aquellas indi-

SUSTANCIAS Y METODOS PROHIBIDOS EN TODO MOMENTO
(EN COMPETICION Y FUERA DE COMPETICION)

Sustancias Prohibidas
S1. Anabolizantes

 Las sustancias anabolizantes quedan prohibidas.
1. Esteroides andrógenos anabolizantes (EAA)
a) EAA exógenos*, entre los que se incluyen:

-
-

-
-
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-

-

trenbolona y otras sustancias con estructura química o efectos bioló-
gicos similares.

b) EAA endógenos**:

-
y los siguientes metabolitos e isó-

meros:

-

Cuando el cuerpo sea capaz de producir de forma natural una sus-
tancia prohibida (de las arriba indicadas), se considerará que una 
muestra contiene dicha sustancia prohibida cuando la concentración 
de esta, de sus metabolitos o de sus marcadores y/o las relaciones 
correspondientes en la muestra del deportista se desvíen de los va-
lores normales en el ser humano y que probablemente no se corres-
pondan con una producción endógena normal. No se considerará que 
una muestra contiene una sustancia prohibida en aquellos casos en 
que el deportista proporcione una prueba de que la concentración de 
la sustancia prohibida, de sus metabolitos o marcadores y/o las rela-
ciones correspondientes en la muestra del deportista sean atribuibles 

-
quier concentración, el laboratorio informará de un resultado analí-
tico anormal
demostrar que la sustancia prohibida es de origen exógeno.

 Si el resultado del laboratorio no es concluyente y no se han medido 
concentraciones como las mencionadas en el párrafo anterior, la co-
rrespondiente organización antidopaje realizará una investigación más 
intensa si hay indicios evidentes, como por ejemplo, una comparación 

uso de una sustancia prohibida.
 Si el laboratorio ha informado de la presencia de una relación T/E 

(testosterona/epitestosterona) superior a cuatro (de 4 a 1) en la orina, 
será obligatorio realizar una investigación para determinar si dicha 

-
boratorio emite un informe de resultado analítico anormal, basado 

sustancia
prohibida es de origen exógeno.

 En caso de investigación, se incluirá una revisión de cualquier 
control anterior y/o posterior. Si no se dispone de controles anteriores, 
el deportista será sometido a controles sin aviso previo al menos en 
tres ocasiones durante un periodo de tres meses.

 En el supuesto de que el deportista se niegue a colaborar en los 
exámenes complementarios, se considerará que la muestra del depor-
tista contiene una sustancia prohibida.

2.

A efectos de esta sección:

capaz de producir de forma natural.

capaz de producir de forma natural.

S2. Hormonas y otras sustancias similares
 Quedan prohibidas las sustancias siguientes, incluidas otras cuya 

estructura química o cuyos efectos biológicos sean similares, así como 
sus factores liberadores:

1. Eritropoyetina (EPO).
-

4. Insulina.

 A menos que el deportista pueda demostrar que la concentración 

muestra contiene una sustancia prohibida (según lo detallado ante-
riormente) cuando la concentración de la sustancia prohibida o de sus 
metabolitos o de sus marcadores y/o las relaciones correspondientes 
en la muestra del deportista exceda el margen de valores que nor-
malmente se encuentran en el cuerpo humano, de modo que sea poco 
probable que se deba a una producción endógena normal.

 La presencia de otras sustancias con una estructura química o 
efectos biológicos similares, marcador/es de diagnóstico o factores 
liberadores de una de las hormonas antes mencionadas o de cualquier 
otro resultado que indique que la sustancia detectada es de origen exó-
geno, será comunicada como resultado analítico anormal.

D- y L-. Para poder utilizarlos es necesario disponer de una autoriza-
ción para uso terapéutico.

 Se exceptúan el formoterol, el salbutamol, el salmeterol y la terbu-
talina administrados por vía inhalatoria para prevenir o tratar el asma 
y el asma o el broncoespasmo inducidos por el esfuerzo, que requie-
ren una Autorización para Uso Terapéutico abreviada.

 Sin embargo, se considerará resultado analítico positivo a pesar 
de la concesión de una Autorización para Uso Terapéutico cuando el 
laboratorio haya informado de una concentración total de salbutamol 
(libre más glucurónido) superior a los 1.000 ng/ml, a menos que el 
deportista demuestre que el resultado anormal ha sido consecuencia 
del uso terapéutico de salbutamol inhalado.

S4. ANTAGONISTAS ESTROGENICOS
 Quedan prohibidas las clases siguientes de antagonistas estrogé-

nicos:
-

c2. Moduladores selectivos de los receptores estrogénicos 
-

S5. DIURETICOS Y OTRAS SUSTANCIAS ENMASCARANTES
 Quedan prohibidos los diuréticos y otras sustancias enmascarantes.
 Entre otras sustancias enmascarantes se encuentran las siguientes 

(lista no exhaustiva):

 Entre los diuréticos se encuentran:
-

 y otras sustancias de estructura 
química o efectos biológicos similares.
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* La Autorización para Uso Terapéutico no será válida si la orina 
del deportista contiene un diurético cuando la concentración de la 
sustancia objeto de la autorización es igual o inferior al límite de po-
sitividad.

METODOS PROHIBIDOS
M1. INCREMENTO DE LA TRANSFERENCIA DE OXIGENO
 Queda prohibido lo siguiente:
a) El dopaje sanguíneo, incluido los productos sanguíneos autólo-

gos, homólogos o heterólogos, o de hematíes de cualquier proceden-

b) El uso de productos que incrementan la captación, el transporte 

-
encapsuladas).

M2. MANIPULACION QUIMICA Y FISICA
 Queda prohibido lo siguiente:
 La manipulación -

muestras recogidas en los con-
troles de dopaje.

 Entre estos métodos prohibidos se incluyen las perfusiones intra-
venosas*, la cateterización y la sustitución de la orina.

* Las perfusiones intravenosas quedan prohibidas, excepto en caso 
acreditado de tratamiento médico urgente.

 Quedan prohibidos el uso no terapéutico de células, genes, ele-
mentos genéticos o la modulación de la expresión génica que tengan 
la capacidad de incrementar el rendimiento deportivo.

SUSTANCIAS Y METODOS PROHIBIDOS EN COMPETICION

SUSTANCIAS PROHIBIDAS
S6. ESTIMULANTES
 Quedan prohibidos los estimulantes siguientes, así como sus isó-

meros ópticos (D- y L-), si procede:

-
-

y otras sus-
tancias de estructura química o efectos biológicos similares***.

* La catina está prohibida cuando su concentración en orina sea 
superior a 5 microgramos por mililitro.

** Tanto la efedrina como la metilefedrina están prohibidas 
cuando su concentración en orina sea superior a 10 microgramos por 
mililitro.

*** Las sustancias incluidas en el Programa de seguimiento para 
2005 (bupropión, cafeína, fenilefrina, fenilpropanolamina, pipradrol, 
pseudoefedrina y sinefrina) no se consideran sustancias prohibidas.

NOTA: Se permite el uso de adrenalina asociada a anestésicos lo-
cales o en preparados de uso local (p. ej., por vía nasal u oftálmica).

S7. ANALGESICOS NARCOTICOS
Quedan prohibidos los analgésicos narcóticos siguientes:

S8. CANNABIS Y SUS DERIVADOS
Quedan prohibidos el cannabis y sus derivados (p. ej., hachís o 

marihuana).

Queda prohibido el uso de cualquier glucocorticosteroide por vías 
oral, rectal, intravenosa o intramuscular. Su uso requiere una conce-
sión para Autorización para Uso Terapéutico.

Todas las demás vías de administración requieren una Autoriza-
ción para Uso Terapéutico abreviada.

No están prohibidos los preparados dermatológicos.
SUSTANCIAS PROHIBIDAS EN DETERMINADOS DEPORTES
P1. ALCOHOL
 El alcohol (etanol) está prohibido en competición en los deportes 

que se indican, en análisis realizados en aire espirado y/o sangre y 
a partir de las concentraciones que se establecen para cada uno. Se 
señala entre paréntesis el nivel a partir del cual cada Federación con-
sidera que hay infracción.

– Aeronáutica (FAI) (0,20 g/l)
– Automovilismo (FIA) (0,10 g/l)
– Billar (WCBS) (0,20 g/l)
– Esquí (FIS) (0,10 g/l)
– Kárate (WKF) (0,10 g/l)
– Motociclismo (FIM) (0,00 g/l)
– Petanca (CMSB) (0,10 g/l)
– Pentatlón moderno (UIPM) (0,10 g/l), en las disciplinas de tiro
– Tiro con arco (FITA) (0,10 g/l)
P2. BETABLOQUEANTES

quedan prohibidos los betabloqueantes en competición:
– Aeronáutica (FAI)
– Ajedrez (FIDE)
– Automovilismo (FIA)
– Billar (WCBS)
– Bobsleigh (FIBT)
– Bolos de nueve (FIQ)
– Bridge (FMB)
– Curling (WCF)
– Esquí (FIS), en salto y snowboard de estilo libre
– Gimnasia (FIG)
– Lucha libre (FILA)
– Motociclismo (FIM)
– Natación (FINA), en salto y natación sincronizada
– Pentatlón moderno (UIPM), en las disciplinas de tiro
– Petanca (CMSB)
– Tiro (ISSF) (también prohibido fuera de competición)
– Tiro con arco (FITA) (también prohibidos fuera de la competición)
– Vela (ISAF) (únicamente para los patrones de la especialidad de 

Match Race)
 Entre los betabloqueantes se encuentran, entre otros:

-

SUSTANCIAS ESPECIFICAS*
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Alcohol.
* “La Lista de sustancias y métodos prohibidos puede incluir 

sustancias concretas que sean susceptibles de infracciones involun-
tarias de las normas antidopaje debido a su frecuente aparición en 

-
je es menor”. Las infracciones de las normas antidopaje que guarden 
relación con estas sustancias pueden dar lugar a una sanción reduci-
da, siempre y cuando el “...deportista pueda demostrar que el uso de 

deportivo...”.
ANEXO II

Normas para la concesión de autorizaciones 

-
nes para el Uso Terapéutico” de la Agencia Mundial Antidopaje 

4.0 Criterios para la concesión de Autorizaciones para Uso Tera-

Se puede conceder una Autorización para Uso Terapéutico (AUT)
a un deportista, permitiéndose así que use una sustancia prohibida
o un  contenido en la 
prohibidos. Las solicitudes de AUT serán revisadas por un Comité 
sobre Autorizaciones para Uso Terapéutico (CAUT). El CAUT será 
nombrado por una organización antidopaje. Sólo se concederán auto-
rizaciones de conformidad estricta con los siguientes criterios:

[Comentario: estas normas son de aplicación a todos los depor-

Estas normas se aplicarán en función de las circunstancias de cada 

deportistas].
4.1 El deportista deberá presentar una solicitud de AUT al menos 

21 días antes de participar en un evento.
4.2 El deportista

salud si la sustancia prohibida o el prohibido no se adminis-
traran durante el tratamiento de una enfermedad grave o crónica.

4.3 El uso terapéutico de la sustancia prohibida o del -
hibido no produciría una mejora adicional del rendimiento, salvo la 
que pudiera preverse del retorno a un estado normal de salud tras el 
tratamiento de una enfermedad comprobada. El uso de una sustancia
prohibida o de un  para aumentar niveles “por de-
bajo de los normales” de una hormona endógena no se considera una 
intervención terapéutica aceptable.

4.4 No existe alternativa terapéutica razonable al uso de la sustan-
cia prohibida o .

4.5 La necesidad del uso de la sustancia prohibida o -
bido no puede ser una consecuencia, ni en su totalidad ni en parte, de 
un uso previo no terapéutico de una sustancia de la lista de sustancias 

4.6 La AUT será cancelada por el organismo concedente si
a) El deportista no cumple inmediatamente los requisitos o condi-

ciones impuestos por la organización antidopaje que conceda la au-
torización.

b) Ha vencido el plazo para el que se concedió la AUT.
c) Se comunica al deportista que la AUT ha sido retirada por la 

organización antidopaje.

[Comentario: cada AUT
lo decidido por el CAUT AUT
haya vencido o haya sido retirada y la sustancia prohibida objeto de 
la AUT siga presente en el organismo del deportista. En tales casos, 

hallazgo adverso considerará si el hallazgo es conforme al venci-
miento o retirada de la AUT.]

4.7 No se tendrán en cuenta las solicitudes de AUT de aprobación 
retroactiva, salvo en los casos en que:

a) Fuera necesario un tratamiento de emergencia o un tratamiento 
de una enfermedad grave, o

b) Debido a circunstancias excepcionales, no hubo tiempo ni opor-
CAUT

estudiara, una solicitud antes de un control antidopaje.
-

solicitud de AUT. Del mismo modo, son infrecuentes las circunstan-

solicitud de AUT debido a una competición inminente. Las organiza-
AUT deberán tener procedimientos 

5.1 El solicitante debe facilitar un consentimiento por escrito para 
la transmisión de toda la información relativa a la solicitud a los 
miembros del CAUT y, según proceda, a otros expertos médicos o 

en la gestión, revisión o apelación de las AUT.
 En caso de que se necesite la ayuda de expertos externos e inde-

pendientes, todos los detalles de la solicitud se comunicarán sin iden-
deportista. El soli-

citante debe proporcionar también su consentimiento por escrito para 
que las decisiones del CAUT sean distribuidas a otras organizaciones 
antidopaje pertinentes conforme a lo dispuesto en el código.

5.2 Los miembros de los CAUT y la administración de la organiza-
ción antidopaje involucrada llevarán a cabo todas sus actividades con 

CAUT y todo el 

a) Toda la información médica y los datos proporcionados por el 
deportista y los médicos que participen en la asistencia médica del 
deportista.

b) Todos los detalles de la solicitud, incluido el nombre de los doc-
tores que participen en el proceso.

En caso de que el deportista desee revocar el derecho del CAUT o 
del CAUT de la AMA a obtener cualquier información de salud en su 
nombre, el deportista -
co. Como consecuencia de dicha decisión, el deportista no recibirá la 
aprobación de una AUT ni la renovación de una AUT existente.

CAUT)
Los CAUT se constituirán y actuarán de conformidad con las di-

rectrices siguientes:
6.1 Los CAUT incluirán al menos a tres médicos con experiencia 

en la asistencia médica y el tratamiento de deportistas y con buenos 
conocimientos de medicina clínica, deportiva y en ejercicio. Para ga-
rantizar el nivel de independencia de las decisiones, la mayoría de 
los miembros del CAUT no deberán tener ninguna responsabilidad 

organización antidopaje. Todos los miembros del CAUT
-

lativas a deportistas con discapacidades, al menos un miembro del 
CAUT
a deportistas con discapacidades.
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6.2 Los CAUT podrán solicitar la ayuda de aquellos expertos mé-
-

cunstancias de una solicitud de AUT.
6.3 El CAUT de la AMA se compondrá siguiendo los criterios 

indicados en el artículo 6.1. El CAUT de la AMA se establece para 
analizar, bajo su propia iniciativa, las decisiones de AUT concedi-
das por las organizaciones antidopaje
en el artículo 4.4 del código, el CAUT de la AMA, a solicitud de los 
deportistas a los que una organización antidopaje haya denegado 
una AUT, volverá a examinar tales decisiones con la capacidad de 
revocarlas.

7.0 Procedimiento de solicitud de una Autorización para Uso 

7.1 La concesión de una AUT sólo se estudiará tras la recepción 
de un impreso de solicitud cumplimentado que debe incluir todos los 
documentos pertinentes (véase el Apéndice 1 — impreso de AUT).
El procedimiento de solicitud debe realizarse de conformidad con los 

7.2 El impreso de solicitud de AUT, tal y como se indica en el 
organizaciones antidopaje

para incluir solicitudes de información adicionales, pero no se podrán 
eliminar secciones ni punto alguno.

7.3 El impreso de solicitud de AUT podrá ser traducido a otros 
idiomas por las organizaciones antidopaje, pero el inglés o el francés 
deben permanecer en los impresos de solicitud.

7.4 Un deportista no podrá dirigirse a más de una organización an-
tidopaje para solicitar una AUT. La solicitud debe indicar el deporte 
del deportista y, cuando corresponda, la disciplina y el puesto o papel 

7.5 La solicitud debe indicar las solicitudes previas y/o actuales 
de permiso para uso de una sustancia prohibida o un -
hibido, el organismo al que se hizo la solicitud, y la decisión de ese 
organismo.

7.6 La solicitud debe incluir un historial médico completo y los 
resultados de todos los exámenes, investigaciones de laboratorio y 

7.7 Cualquier investigación, examen o estudio gráfico adicional 
pertinente que solicite el CAUT de una organización antidopaje
se realizará a costa del solicitante o de su organismo deportivo 
nacional.

7.8 La solicitud debe incluir una declaración de un médico con-
sustancia

prohibida o del  en el tratamiento del deportista y 
que describa por qué no puede o no debe usarse una medicación per-
mitida en el tratamiento de la enfermedad.

7.9 La dosis, frecuencia, vía y duración de la administración de la 
sustancia prohibida o -
carse.

7.10 Las decisiones del CAUT habrán de completarse dentro de un 
plazo de treinta días tras la recepción de toda la documentación per-
tinente, y serán transmitidas por escrito al deportista por la organiza-
ción antidopaje pertinente. Cuando se haya concedido una AUT a un 
deportista del grupo seleccionado de deportistas sometidos a contro-
les de la organización antidopaje, el deportista y la AMA obtendrán 
inmediatamente una aprobación que incluya información correspon-
diente a la duración de la autorización y a las condiciones asociadas 
con la AUT.

7.11 a) Cuando reciba una solicitud de un deportista para su revi-
CAUT 

de la AMA,
podrá revocar una decisión sobre una AUT otorgada por una organi-
zación antidopaje. El deportista proporcionará a la CAUT de la AMA
toda la información correspondiente a una AUT que se haya entrega-

do inicialmente a la organización antidopaje, y pagará además una 

decisión original permanece vigente. El proceso no debería llevar más 
de 30 días tras la recepción de la información por la AMA.

b) La AMA puede realizar una revisión en cualquier momento. El 
CAUT de la AMA completará sus revisiones dentro de un plazo de 30 
días.

7.12 Si la decisión relativa a la concesión de una AUT es revocada 
tras la revisión, la revocación no se aplicará retroactivamente y no 

deportista durante el periodo en que 
la AUT haya sido concedida, y tendrá vigencia 14 días, a más tardar, 

deportista.
8.0 Procedimiento abreviado de solicitud de una Autorización para 

8.1 Se reconoce que algunas sustancias incluidas en la lista de sus-
 se usan para el tratamiento de enferme-

dades con las que frecuentemente han de enfrentarse los deportistas.
En tales casos, no es necesaria una solicitud completa como la deta-
llada en la sección 4 y en la sección 7. Por lo tanto se establece un 
procedimiento abreviado para las AUT.

 8.2 Las sustancias prohibidas o los  que pue-
den autorizarse mediante este procedimiento abreviado se limitan es-
trictamente a las siguientes: agonistas Beta-2 (formoterol, salbutamol, 
salmeterol y terbutalina) por inhalación, y glucocorticosteroides por 
vías no sistémicas.

8.3 Para usar alguna de las sustancias antedichas, el deportista de-
berá proporcionar a la organización antidopaje -

que se contiene en el Apéndice 2, describirá el diagnóstico, el nombre 
del medicamento, la dosis, la vía de administración, y la duración del 
tratamiento.

Habrán de incluirse, cuando sea aplicable, cualesquiera pruebas 
realizadas para establecer ese diagnóstico (sin incluir los resultados 
reales o detalles).

8.4 El procedimiento abreviado incluye:
a) La aprobación de la sustancia prohibida objeto del procedi-

miento abreviado es efectiva desde la recepción por parte de la orga-
nización antidopaje
incompletas deben devolverse al solicitante;

organización an-
tidopaje informará sin demora al deportista. Se informará también a 
la FI, FN y ONA del deportista (según corresponda). La organización 
antidopaje informará a la AMA -
cación para un deportista de nivel internacional;

AUTA no serán tenidas en cuenta 
para aprobaciones retroactivas, salvo:

– en el tratamiento de emergencia o el tratamiento de una enferme-
dad grave, o

-
ciente u oportunidad para que el solicitante presentara, o para que un 
CAUT recibiera, una solicitud antes de un control antidopaje.

8.5 a) La revisión por parte del CAUT o del CAUT de la AMA pue-
de iniciarse en cualquier momento durante la vigencia de la AUTA.

b) Si un deportista solicita una revisión de una denegación sub-
siguiente de una AUTA, el CAUT de la AMA tendrá capacidad para 
solicitar al deportista la información médica adicional que estime ne-
cesaria, corriendo los gastos por cuenta del deportista.

8.6 Una AUTA podrá ser cancelada por el CAUT o el CAUT de la 
AMA en cualquier momento. Se comunicará inmediatamente la infor-
mación al deportista, a su FI y a todas las organizaciones antidopaje
pertinentes.
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la decisión al deportista. El deportista podrá no obstante solicitar una 
AUT conforme a lo dispuesto en la sección 7.

9.0 Centro de información
9.1 Las organizaciones antidopaje deben proporcionar a la AMA

todas las AUT, y toda la documentación de apoyo emitida conforme a 
lo dispuesto en la sección 7.

9.2 Con respecto a la AUTA, las organizaciones antidopaje debe-
rán proporcionar a la AMA las solicitudes médicas presentadas por los 
deportistas de nivel internacional y emitidas conforme a lo dispuesto 
en la sección 8.4.

-
dad de toda la información médica.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 31 de agosto de 2006
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

de la República para los efectos constitucionales
(Fdo.)

ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
La Ministra de Relaciones Exteriores (Fdo.),

María Consuelo Araújo Castro.
DECRETA:

Apruébase la “Convención Internacional contra el 
Dopaje en el Deporte”, aprobada por la Conferencia General de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura, Unesco, en París, el 19 de octubre de 2005.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 
la Ley 7ª de 1944, la “Convención Internacional contra el Dopaje en 
el Deporte”, aprobada por la Conferencia General de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, 
Unesco, en París, el 19 de octubre de 2005, que por el artículo 1° de 
esta Ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se per-
feccione el vínculo internacional respecto de la misma.

La presente ley rige a partir de la fecha de su publi-
cación.

Dada en Bogotá, D. C., a los…
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

de Relaciones Exteriores y la Ministra de Cultura.
Fernando Araújo Perdomo Paula Marcela Moreno

Ministro de Relaciones Exteriores Ministra de Cultura
EXPOSICION DE MOTIVOS

En nombre del Gobierno Nacional, de conformidad con los artícu-
los 150 numeral 16, 189 numeral 2, y 224 de la Constitución Política, 
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República 
el proyecto de ley por medio de la cual se aprueba la “Convención 
Internacional contra el Dopaje en el Deporte”, aprobada por la Con-
ferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura, Unesco, en París, el 19 de octubre 
de 2005.

I. CONSIDERACIONES GENERALES
El fenómeno del dopaje es tan antiguo como el deporte, pero el in-

cremento de las competiciones, las exigencias de nuevos registros, los 
intereses comerciales, las grandes cantidades de dinero y de recono-
cimiento social que proporcionan los resultados, sitúan al deportista 
ante grandes presiones incrementando la posibilidad de optar por la 
vía del “dopaje” para aumentar su rendimiento.

“El dopaje es una práctica antideportiva y por tanto también es una 
práctica antisocial. Es incompatible con el juego limpio, es potencial-

mente peligrosa para la salud del deportista, contraria al principio de 
igualdad de oportunidades e indirectamente perjudicial para el depor-
tista honesto. No resulta extraño que por consiguiente sea una práctica 
prohibida en el deporte, y que la lucha contra su aplicación, desarrollo 
y extensión haya sido un objetivo que en estos últimos y más recien-
tes años se ha reforzado por parte de los organismos responsables de 
velar por un deporte limpio y sano”1.

Considerando el alto índice en la utilización de sustancias y méto-
dos prohibidos en el deporte, los países empiezan a interesarse en la 
lucha contra el dopaje con fundamento en dos razones primordiales: 
la protección de la salud de los deportistas y la ética deportiva. “Hasta 
1960, la utilización de drogas para mejorar el rendimiento fue solo 
preocupación del ámbito deportivo. La muerte de un ciclista en los 
Juegos Olímpicos de Roma en 1960 marca un quiebre, y el proble-
ma del doping comienza a preocupar a toda la sociedad. Este hecho 
lleva a inaugurar los primeros controles en las olimpiadas de México 
1968”2.

Posteriormente en 1999 en la Conferencia Mundial sobre el Do-
paje en el Deporte, se resaltó la necesidad del trabajo mutuo entre 
los poderes públicos y los organismos deportivos para dar un nuevo 
redireccionamiento a las acciones para enfrentar la problemática del 
dopaje en el deporte, haciendo hincapié en la creación de un orga-
nismo internacional independiente que estableciera normas comunes 
para combatir el dopaje y armonizara los esfuerzos de lo público y lo 
privado.

Es así como nace la Agencia Mundial Antidopaje, como un orga-
nismo independiente que promueve y coordina la lucha contra el do-
paje en el mundo. “Esta estructura inusual es un reconocimiento a la 
necesidad de que los gobiernos y las organizaciones, que conforman 
el sistema deportivo internacional, actúen de consuno en la lucha con-

en este desempeño sin la estrecha colaboración y cooperación del 
otro”3.

Para llevar adelante esta lucha se han planteado las siguientes es-
trategias:

– Construcción de una política internacional de lucha contra el do-
paje afín con las políticas nacionales, donde concurran organismos 
públicos y privados. 

– Programas de prevención y sensibilización que constituyan los 
ejes primordiales de la lucha contra el dopaje. Esta sensibilización 
debe comprender campañas de educación y de salud para subrayar 
los peligros del dopaje y los perjuicios que causa a la ética deportiva, 
para favorecer una utilización correcta de los medicamentos y para 
proteger la salud de los deportistas, en especial de los jóvenes.

– Adopción de un conjunto de reglas jurídicas que establezcan 
principios concretos que deban seguir las organizaciones responsa-
bles de adoptar, aplicar y hacer cumplir las normas antidopaje en sus 
respectivas jurisdicciones, y que determine un cuerpo de infracciones 
y de sanciones frente a estas prácticas. 

-
cados. 

De esta manera, en el año 2003, la Agencia Mundial Antidopaje, 
elaboró el Código Mundial Antidopaje y los estándares internaciona-
les de procedimientos, consolidando de esta manera un cuerpo norma-
tivo internacional que establece los aspectos claves para luchar contra 
el dopaje, el régimen de exenciones para el uso de determinadas sus-

controles, la elaboración de una lista de sustancias y métodos prohibi-
dos en el deporte y la homologación de laboratorios. 
1 BLANCO Perea Rafael. LA LUCHA ANTIDOPAJE COMO RESPONSABILIDAD DE LOS 

GOBIERNOS.  España. 
2 SEDRONAR,  D’ ANGELO Carlos. DOPING Y DEPORTE. Argentina.  
3 PROYECTO DE LEY DE PROTECCION DE LA SALUD Y LUCHA CONTRA 

EL DOPAJE. Consejo Iberoamericano del Deporte. 



GACETA DEL CONGRESO  469 Lunes 24 de septiembre de 2007 Página 13

-
mentación en sus legislaciones internas el texto del Código Mundial 
Antidopaje, con el ánimo de otorgarle una mayor fuerza vinculan-
te y lograr la armonización internacional antes enunciada, surge la 
Convención Internacional contra el Dopaje en el Deporte aprobada en 
la 33ª Conferencia General de la Organización de Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura – UNESCO- en octubre 
de 2005. Dicha Convención se encuentra actualmente en proceso de 

Colombia.
II. ESTRUCTURA Y OBJETIVO DE LA CONVENCION

La Convención consta de un preámbulo y 43 artículos contenidos 
en siete (VII) Capítulos, y comprende además, dos Anexos: “Lista 
2005 de Sustancias y Métodos Prohibidos – Normas Internaciona-
les (Anexo 1)”, y Normas para la Concesión de Autorizaciones para 
Uso con Fines Terapéuticos – Extracto de las ‘Normas Internacionales 
para las Autorizaciones para el Uso Terapéutico’ de la Agencia Inter-
nacional Antidopaje Anexo II).

CAPITULO I
Alcance

-

entre la Convención y el Código Mundial Antidopaje, contiene igual-
mente las medidas encaminadas a la realización de los objetivos de 
esta Convención, una de ellas sin ser de menor importancia es fomen-
tar la cooperación internacional para la protección de los deportistas 
generando ética deportiva y divulgando todos aquellos resultados que 
se deriven de cualquier investigación. Es así, como los Estados Par-
te juegan un papel de vital importancia para el control del doping, 
adoptando las medidas necesarias para alcanzar los objetivos de esta 
Convención sin desconocer otros Instrumentos Internacionales que 
tengan relación con esta materia.

CAPITULO II
Actividades contra el dopaje en el Plano Nacional

Este capítulo contiene los pasos necesarios que los Estados Par-
te deben utilizar para restringir, limitar y controlar la utilización de 
sustancias y métodos ilegales en toda competición deportiva, así mis-
mo, implementar medidas sancionatorias contra el personal de apoyo 
de los deportistas, que induzca o fomente la utilización de sustancias 
prohibidas o cometa infracción a las normas antidopaje.

-
ras para apoyar el programa nacional de pruebas clínicas, programa 

forma se ayudará a organizaciones deportivas y antidopaje. 
Los Estados Parte también facilitarán la realización de activida-

des de control antidopaje en su jurisdicción y en particular realizando 
controles sorpresa en sus deportistas a manos organizaciones antido-
paje acreditadas, fuera de las competiciones o durante las mismas.

CAPITULO III
Cooperación internacional

Capítulo de suma importancia que recoge las siguientes premisas: 
Cooperación entre las organizaciones antidopaje y organizaciones de-
portivas; apoyo al cometido de la Agencia Mundial Antidopaje en su 

-
cia Mundial Antidopaje; cooperación internacional de todos los Es-
tados parte en la lucha contra el dopaje, facilitando los acuerdos de 
controles recíprocos y procedimientos de las organización antidopaje 
acreditadas.

-
ciario, creado para la eliminación del dopaje en el deporte, de acuerdo 

su totalidad de aportes realizados por los Estados Parte o por cual-
quiera que tenga interés en contribuir con la lucha contra el dopaje. 

ejecutar programas de control antidopaje de conformidad con esta 
Convención.

CAPITULO IV
Educación y Formación

Este capítulo contiene las directrices que deben seguir los Estados 
parte para fomentar e incentivar programas de educación y formación 
de controles antidopaje, aportando información de las consecuencias 
físicas y sicológicas de la utilización de estas sustancias; de los pro-
cedimientos para su control; de las sanciones deportivas en las cuales 
incurrirían los deportistas de encontrarse en su organismo sustancias 
prohibidas.

Se implementarán los códigos de ética deportiva y se fomentarán 
los programas de capacitación para los deportistas y su personal de 
apoyo en la capacitación en programas de control antidoping.

CAPITULO V
Investigación

Aprovechando recursos propios, los Estados parte realizarán in-
vestigaciones en llave con organizaciones deportivas y antidopaje en-
caminadas a la lucha contra el dopaje utilizando los últimos adelantos 

-
vando la ética en las practicas de control internacional y difundiendo 
los resultados que se presenten en desarrollo de estas investigacio-
nes.

CAPITULO VI
Seguimiento de la aplicación de la Convención

Se instituye una Conferencia de las Partes como órgano soberano 
de la Convención, la cual, cada dos años celebrará una reunión ordi-
naria, y podrá con aprobación y a solicitud de por lo menos un tercio 
de los Estados Parte, celebrar reuniones extraordinarias. La Agencia 
Mundial Antidopaje será un órgano de carácter consultivo ante la 
Conferencia, serán observadores simplemente, el Comité Olímpico 
Internacional, el Comité Internacional Paralímpico, el Consejo de Eu-
ropa y el Comité Intergubernamental para la Educación Física y el 
Deporte.

De las funciones más importantes de la Conferencia, se destaca la 
de examinar de manera permanente el cumplimiento de la Convención 
fomentando la cooperación de todos los Estados Parte entre sí y con 
otros organismos internacionales dedicados al control antidopaje.

Cada Estado Parte podrá proponer enmiendas a la Convención me-

es el facilitador de la Secretaría de la Conferencia de las Partes, quien 
las someterá a los demás Estados Parte y estarán sujetas a su aproba-
ción, aceptación o adhesión de estos.

CAPITULO VII
Disposiciones Finales

constitucionales federales o no unitarios, a quienes impone las mismas 
obligaciones de los gobiernos que no constituyen Estados federales, 

adhesión por parte de los Estados miembros de la UNESCO.
Menciona la manera en que entrará en vigor, su extensión a otros 

territorios, la forma en que cualquiera de los Estados Parte puede 
denunciarla y de su depositario que será el Director General de la 
UNESCO junto con sus enmiendas. 

III. ANEXOS
ANEXO I

Normas Internacionales
Es un listado establecido por la Agencia Mundial Antidopaje que 

incluye grupos de sustancias y métodos de utilización prohibida en el 
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deporte. Constituye el principal estándar internacional y es de obliga-
torio cumplimiento, y se revisa cada año.

Allí toda la comunidad deportiva y la comunidad en general pue-
den consultar cuáles son las sustancias y métodos prohibidos en el 
deporte. Se puede acceder a ella vía Internet en la página de Coldepor-
tes (www.coldeportes.gov.co) o en la página de la Agencia Mundial 
Antidopaje (www.wada-ama.org).

los nombres de dichas sustancias y métodos prohibidos.
La Lista consta de cuatro partes: 
1. Sustancias y Métodos Prohibidos en todo momento (en compe-

tición y fuera de competición).
2. Sustancias y Métodos Prohibidos en competición.
3. Sustancias prohibidas en determinados deportes. 

ANEXO II
Normas para la concesión de Autorizaciones 

Los atletas pueden en algún momento tener una enfermedad o 
condición médica que exija el uso de medicamentos particulares. Las 
sustancias para tratar dicha afección pueden encontrarse en la Lis-
ta prohibida. Quienes requieren del uso de una sustancia prohibida 
para su tratamiento, pueden solicitar la autorización para utilizarla 
mediante los procedimientos consignados en el estándar internacional 
para Exenciones de Uso Terapéutico. Esta solicitud es examinada por 

criterios establecidos.
Finalmente, a manera ilustrativa hacemos referencia al Código

-
ratorios y a la norma Internacional para los Controles. Y decimos 
que a manera ilustrativa por cuanto constituyen los Apéndices de la 
Convención, los cuales, de conformidad con el numeral 2 de su artí-
culo 4 no forman parte de la Convención, y por tanto no se someten 
a aprobación.

Podría asegurarse que el Código es el documento fundamental uni-
versal en el que se basa el Programa Mundial Antidopaje en los de-
portes.

Los propósitos del Código son básicamente dos:
a) Proteger el derecho fundamental de los deportistas a participar 

en actividades deportivas libres de dopaje, fomentar la salud y garan-
tizar de esta forma la equidad y la igualdad en el deporte para todos 
los deportistas del mundo;

-
gramas contra el dopaje a nivel internacional y nacional con respecto 
a la detección, disuasión y prevención del dopaje.

Las Federaciones Deportivas Internacionales, los Comités Olím-
picos de los países y los Gobiernos han acogido el Código Mundial 
Antidopaje como la carta fundamental en la lucha mundial frente a 
este fenómeno.

El Código, presenta la siguiente estructura: 
1. Principios. 

3. Sistema de Infracciones de las normas antidopaje.
4. La carga probatoria.
5. Lista de prohibiciones.
– Publicación de la lista.
– Sustancias y métodos prohibidos.
– Criterios para la inclusión de sustancias y métodos en la lista.

– Programas de Control.

6. Controles.
7. Análisis de la muestras.
8. Gestión de resultados.
9. Derecho a juicio justo) (debido proceso).
10. Anulación Automática de resultados.
11. Sistema de Sanciones.
12. Apelaciones.

14. Responsabilidades de Control Antidopaje.
15. Controles en animales.
16. Educación e investigación. 
17. Responsabilidades de los Signatarios.
18. Participación de los Gobiernos.
Normas internacionales para los laboratorios. Los estándares 

-
dial Antidopaje y el Comité Olímpico Internacional tienen como ob-
jetivo asegurar que la producción de resultados de los laboratorios sea 

WADA para su acreditación, estándares de operatividad y descripción 
de los procesos de acreditación.

Normas internacionales para los controles. Los estándares para 
desarrollar pruebas de control dopaje son procedimientos que asegu-
ran armonización en la toma de muestras y garantizan la seguridad, 
identidad e integridad de las muestras. Son extracciones de la norma 
ISO para control de doping que se está desarrollando. El mayor pro-
pósito de los estándares para controles es planear efectivos controles 

hasta la llegada al laboratorio.
IV. CONSIDERACIONES FINALES

por los siguientes motivos:
• Tenemos un Programa de Prevención y Control del Dopaje con 

10 años de antigüedad que se encuentra actualmente en una fase de 
ampliación, fortalecimiento y armonización con los estándares inter-
nacionales.

• Como parte integral del programa, contamos con un Laboratorio 
acreditado por el Comité Olímpico Internacional y la Agencia Mun-
dial Antidopaje, uno de los 32 acreditados en el mundo y de los dos 
en Suramérica. 

• Colombia tiene en uno de sus representantes la Dirección de 
la sede regional de la Agencia Mundial Antidopaje-WADA para las 
Américas localizada en Montevideo. 

• Nuestro país fue nombrado como cabeza de la Organización Re-
gional Antidopaje para Colombia y Centro América en Guatemala en 
Septiembre del 2005. Organismo creado para el fortalecimiento de 
los programas nacionales antidopaje y la cooperación conjunta de sus 
países miembros en la lucha antidopaje. 

-
tades en la aplicación del régimen de infracciones y sanciones que 
establece actualmente la Ley 845 de 2003, teniendo en cuenta que 
riñe con las disposiciones del Código Mundial Antidopaje, las cuales 
ya viene siendo incorporadas en los reglamentos disciplinarios de las 
Federaciones Deportivas Internacionales. 

• De igual manera, Colombia compartirá con otros países que for-

-
tigativos en cooperación con organizaciones deportivas para ir de la 
mano con ellas en la prevención, detección y control del dopaje.

• Para Colombia es muy importante pertenecer a un grupo selecto 
de países que tengan como primer recurso humano el deporte, pero 
el deporte sano y libre de sustancias prohibidas, que su utilización 



GACETA DEL CONGRESO  469 Lunes 24 de septiembre de 2007 Página 15

no permitiría desde ningún punto de vista una conducta adecuada por 
parte de nuestros deportistas, quienes se desempeñan en el ámbito 
nacional y muchas veces en el internacional, representando a nuestro 
país en el exterior. 

con el proyecto de posicionar a Colombia como lugar de referencia 
y vanguardia en la lucha contra el dopaje para toda la región latinoa-
mericana.

Por las anteriores consideraciones el Gobierno Nacional, a través del 
Ministro de Relaciones Exteriores y la Ministra de Cultura, solicita al 
honorable Congreso de la República, aprobar la “Convención Interna-
cional contra el Dopaje en el Deporte”, aprobada por la Conferencia 
General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura, Unesco, en París, el 19 de octubre de 2005.

De los honorables Senadores y Representantes,
Fernando Araújo Perdomo Paula Marcela Moreno

Ministro de Relaciones Exteriores Ministra de Cultura
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales 

suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-

tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los convenios internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de 
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la 
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
Señora Presidenta:

141 de 2007 Senado, por medio de la cual se aprueba la “Conven-

ción Internacional contra el Dopaje en el Deporte”, aprobada por 
la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura, Unesco, en París, el 19 de 
octubre de 2005, me permito pasar a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secre-
taría General. La materia de que trata el mencionado proyecto de ley 
es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, 
de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 

repartido el proyecto de ley  de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

El Subsecretario General del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 142 DE 2007 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo para el desarrollo in-
tegral y asistencia básica de las poblaciones indígenas Wayuu de la 
República de Colombia y de la República de Venezuela”,
Caracas a los tres (3) días del mes de mayo de mil novecientos noventa 

(1990).
El Congreso de la República

Visto el texto del Acuerdo para el desarrollo integral y asistencia 
básica de las poblaciones indígenas Wayuu de la República de Co-
lombia y de la República de Venezuela,
(3) días del mes de mayo de mil novecientos noventa (1990), que a la 
letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del ins-
trumento internacional mencionado).
ACUERDO PARA EL DESARROLLO INTEGRAL Y ASISTEN-
CIA BASICA DE LAS POBLACIONES INDIGENAS WAYUU 
DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y DE LA REPUBLICA 

DE VENEZUELA
El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la Re-

-
da por los Presidentes de ambos Estados, el día 28 de marzo de 1989
en el Puente Internacional General Francisco de Paula Santander;

Considerando, las conclusiones de la reunión de la Comisión Bi-
nacional de Integración Fronteriza Colombo-Venezolana; celebrada 

reunión celebrada en Cúcuta los días 29 y 30 de septiembre de 1989;
-

lombia Virgilio Barco y de Venezuela Carlos Andrés Pérez, en el 
Puente Internacional General Francisco de Paula Santander el 5 de 
octubre de 1989.

Han convenido en lo siguiente:
Artículo 1°

Las Partes se comprometen a colaborar en el desarrollo conjunto 
de planes, programas y proyectos tendientes a mejorar las condiciones 
de vida de sus respectivas poblaciones indígenas Wayúu ubicadas en 
las zonas adyacentes a las fronteras de la República de Venezuela y 
de la República de Colombia en atención a las necesidades de dichas 
poblaciones.
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Artículo 2°
Serán órganos de ejecución del presente Acuerdo, por parte de 

la República de Venezuela, la Corporación de Desarrollo de la 
Región Zuliana, Corpozulia, y por parte de la República de Co-
lombia la Corporación Autónoma Regional de La Guajira, Cor-
poguajira.

Artículo 3°
Las partes coordinarán las obras y acciones necesarias entre las 

entidades competentes de cada una de ellas a fin de hacer posible 
la elaboración y ejecución de proyectos binacionales para el de-
sarrollo de las comunidades indígenas Wayúu de cada una de las 
Partes.

Artículo 4°
Para el logro de los objetivos generales del Acuerdo, las Partes 

desarrollarán las acciones siguientes:
1. Realizar un censo simultáneo de sus respectivos nacionales in-

dígenas Wayúu, domiciliados en las zonas adyacentes a las fronteras 
de cada país.

2. Elaborar un estudio para determinar el establecimiento de un 

cada Parte Contratante el libre tránsito a través de las fronteras de 
ambos Estados.

3. Elaborar un estudio que conduzca al fortalecimiento de la educa-
ción intercultural bilingüe. Este estudio contemplará, principalmente, 
aspectos como la capacitación de docentes, la investigación etnocul-
tural, la provisión de becas para estudios de educación técnica y su-
perior, de nivelación para su ingreso a la universidad y dotación de 
escuelas a estudiantes indígenas Wayúu de ambas Partes.

4. Elaborar conjuntamente un plan para el aprovechamiento de 

al problema de suministro de agua a la población indígena Wayúu 
de ambas Partes contemplando diferente s alternativas tales como 

-
zos anillados, etc.

5. Estudiar la posibilidad de establecer una estación binacional 
para investigación y aprovechamiento de las zonas áridas y semiári-

-
mas pueden aportar al desarrollo de las comunidades rurales ubicadas 
en ellos, y para práctica de algunas actividades como la capricultura, 
cunicultura, agricultura, apicultura, piscicultura y pesca.

6. Encomendar a Corpozulia y a Corpoguajira la elaboración, en 
coordinación y con la asesoría de las entidades del ramo en cada Par-
te, de un estudio para establecer el uso común de los servicios hospi-
talarios y de centros y puestos de salud, en la zona fronteriza habitada 
por la población indígena Wayúu de cada Parte-Contratante, realizar 
conjuntamente campañas sanitarias y de control epidemiológico en 
dicha zona, así como propiciar que los estudiantes del último año de 
medicina de ambos países, realicen su internado y año rural en la zona 
común de la frontera Colombo-Venezolana.

7. Promover la investigación sobre la problemática de la población 
indígena Wayúu de ambas Partes, en los Centros superiores de educa-
ción, que permita a los estudiantes aplicarlos en proyectos concretos 
que mejoren el nivel de vida de los habitantes de esa zona adyacente 
a las fronteras de ambos Estados.

8. Estudiar conjuntamente la posibilidad de establecer un régimen 
especial para que los productos que conforman la alimentación básica 
del grupo familiar queden liberados de gravámenes y formalidades 
arancelarias.

Artículo 5°
Las Partes podrán convenir la inclusión de cualquier otra actividad 

que consideren necesaria para el logro de los objetivos del presente 
Acuerdo.

Artículo 6°
-

miento para cubrir los gastos de ejecución de este Acuerdo, a través 
de Corpozulia y Corpoguajira.

Artículo 7°
Corpozulia y Corpoguajira elaborarán un Plan Anual de Operacio-

nes que concretice el presente Acuerdo.
El Plan Anual de Operaciones incluirá los términos de referencia 

de las acciones previstas en este Acuerdo o de las que se incluyan 
-

cando fecha de iniciación y terminación, cantidad y características de 
los recursos programados y la contribución de las Partes.

Artículo 8°
Los representantes de Corpozulia y Corpoguajira se reunirán regu-

larmente, por lo menos dos veces al año, para elaborar el Plan Anual 
de Operaciones, evaluar las actividades realizadas y hacer los ajustes 
que consideren necesarios al Plan de Operaciones y proponer si fuere 

Artículo 9°
Corpozulia y Corpoguajira contarán con el apoyo técnico de las en-

tidades competentes en cada país, para estructurar, ejecutar y evaluar 
las actividades que se estipulen en los planes, programas y proyectos 
a desarrollar.

Artículo 10
El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha en que las Partes 

por sus respectivas legislaciones internas para su aprobación. Tendrá 
una duración de cuatro (4) años, prorrogables por períodos iguales y 
podrá ser denunciado en cualquier momento, por cualquiera de las 

días de anticipación.
Firmado en Caracas a los tres (3) días del mes de mayo de mil 

novecientos noventa, en dos (2) ejemplares en español, igualmente 
auténticos.

Por la República de Colombia, Por la República de Venezuela,
Francisco Javier Daza Tovar,

Presidente Junta Directiva Corporación 
Autónoma Regional de La Guajira.

Ezio Rinaldi,
Presidente Corporación de 

Desarrollo de la Región Zuliana.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 20 de junio de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

Nacional para los efectos constitucionales
(Fdo.)

ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
La Ministra de Relaciones Exteriores (fdo.),

Carolina Barco Isakson
DECRETA:

Apruébase el Acuerdo para el desarrollo integral y 
asistencia básica de las poblaciones indígenas Wayuu de la Repú-
blica de Colombia y de la República de Venezuela, -
cas a los tres (3) días del mes de mayo de mil novecientos noventa 
(1990).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 
la Ley 7ª de 1944, el Acuerdo para el desarrollo integral y asisten-
cia básica de las poblaciones indígenas Wayuu de la República de 
Colombia y de la República de Venezuela,
tres (3) días del mes de mayo de mil novecientos noventa (1990), 
que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir 
de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto 
del mismo.
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La presente ley rige a partir de la fecha de su publi-
cación.

Dada en Bogotá, D. C., a los….
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

del Interior y de Justicia y el Ministro de Relaciones Exteriores.
Carlos Holguín Sardi

Ministro del Interior y de Justicia
Fernando Araújo Perdomo

Ministro de Relaciones Exteriores
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artí-

culos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de 
Colombia, presentamos a consideración del honorable Congreso de la 
República el proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el Acuer-
do para el desarrollo integral y asistencia básica de las poblaciones 
indígenas Wayuu de la República de Colombia y de la República de 
Venezuela
mil novecientos noventa (1990).

Consideraciones previas
Las poblaciones indígenas Wayuu, que han ocupado ancestralmen-

te la Península de la Guajira, tiene como referente histórico el hecho 
de haber sido reconocidas por los españoles como “Guajiros” o “pas-
tores del desierto”. Los Wayuu habitan una zona que no fue sujeta al 
dominio de la corona y que hoy en día, de acuerdo a la división políti-
ca y administrativa de los territorios de la República de Colombia y de 
la República de Venezuela, abarca la totalidad de la Península de La 
Guajira, incluyendo las zonas aledañas de la Sierra Nevada de Santa 
Marta y la Serranía de Perijá en Colombia y la parte del territorio 
venezolano que corresponden al Estado Zulia desde el lago de Mara-

a la formación de los dos Estados.
Los wayuu, aun con sus relaciones interculturales, como grupo ét-

nico conserva sus particularidades y costumbres que milenariamente 
lo han caracterizado en sus actividades políticas, sociales, económicas 
y culturales. No obstante, sus condiciones de vida se encuentran en 
condiciones tales que requieren de la acción real y conjunta de los 
Gobiernos de Colombia y Venezuela a propósito de buscar solución 
sus necesidades básicas y mejorar la calidad de vida. 

Análisis e importancia del acuerdo
El acuerdo que en esta oportunidad se presenta a consideración del 

honorable Congreso de la República es el resultado de los compro-
misos adquiridos por las Partes en las Reuniones de la Comisión Bi-
nacional de Integración Fronteriza Colombo-Venezolana, celebradas 
en Maracaibo y Cúcuta en agosto y septiembre de 1989, respectiva-
mente, donde se determinó la necesidad de establecer mecanismos de 
integración para los dos países.

Dentro de tales mecanismos, el 3 de mayo de 1992, se suscribió en 
Caracas, el Acuerdo para el Desarrollo Integral y Asistencia Básica 
de las Poblaciones Indígenas Wayuu en el que los dos gobiernos se 
comprometen a colaborar en el desarrollo conjunto de acciones, pla-
nes, programas y proyectos tendientes a mejorar las condiciones de 
vida de sus respectivas poblaciones asentadas en la zona fronteriza 
colombo-venezolana que comprende, el departamento de La Guajira 
en territorio Colombiano y el Estado del Zulia en el Venezolano.

Para el logro de los objetivos del Acuerdo, Venezuela designó como 
órgano de ejecución del Acuerdo, a la Corporación de Desarrollo de la 
Región Zuliana (Corpozulia), y Colombia, a la Corporación Autóno-
ma Regional de La Guajira (Corpoguajira), entidades que coordinarán 
las obras y acciones necesarias para hacer posible la elaboración y 
ejecución de proyectos binacionales encaminados a propender por el 
desarrollo y las mejores condiciones de vida de las poblaciones indí-
genas Wayuu.

Dentro de los planes, programas y proyectos señalados en el artícu-
lo 4° del acuerdo, se señalan, entre otras, las siguientes:

• La realización de un estudio que permita el establecimiento de 
un medio o mecanismo para facilitar el libre tránsito a través de las 
fronteras de ambos Estados a sus nacionales indígenas. 

•  La elaboración de estudios que conduzcan al fortalecimiento de 
la educación intercultural bilingüe; el cual contemplará aspectos re-
lativos a la capacitación de docentes, la investigación etnocultural, la 
provisión de becas para el acceso a la educación técnica y superior, de 
nivelación para el ingreso a la universidad, y la dotación de escuelas 
para los estudiantes indígenas Wayuu de las dos Partes.

• La elaboración conjunta de un plan para el aprovechamiento de 

al problema del suministro de agua potable a la población indígena 
Wayuu, contemplando diferentes alternativas tales como jagüeyes, 

-
dos, entre otras soluciones.

• La posibilidad de establecer una estación binacional para la in-
vestigación y aprovechamiento de las zonas áridas y semiáridas con el 

aportar al desarrollo de las comunidades rurales ubicadas en los mis-
mos, y para la práctica de actividades como la capricultura, la cunicul-
tura, la agricultura, la apicultura, la piscicultura y pesca, entre otras.

• Adelantar, por intermedio de los órganos de ejecución, un estudio 
que permita establecer el uso común de los servicios hospitalarios y 
de centros y puestos de salud ubicados en el territorio de cada una de 
las Partes contratantes, así como la realización conjunta de campañas 
sanitarias y de control epidemiológico en la zona, y propiciar que los 
estudiantes del último año de medicina de ambos países, realicen su 
internado y año rural en la zona común de la frontera colombo-vene-
zolana.

• Promover, en los centros superiores de educación, la investiga-
ción de la problemática de la población Wayuu, que permita a sus 
estudiantes aplicar métodos para su solución y mejoramiento del nivel 
de vida.

•  El estudio conjunto sobre la posibilidad de establecer un régimen 
especial para que los productos que conforman la alimentación básica 
del grupo familiar queden liberados de gravámenes y formalidades 
arancelarias.

La ejecución o realización de las acciones planteadas permitirán 
brindar soluciones a las necesidades básicas de las comunidades indí-
genas fronterizas de las poblaciones Wayuu que presentan una difícil 
situación social y económica debido en parte a sus condiciones de 
ocupación territorial y fragilidad de su entorno por las características 

salud, educación y medio ambiente, y disminuye las posibilidades de 
trabajo e ingreso de acuerdo con sus patrones culturales.

Para Colombia, las acciones contempladas en el presente instru-
mento internacional apuntan a dar cumplimiento a lo dispuesto en el 
artículo 7° de la Constitución Política el cual señala que “el Estado 

-
lombiana”, en armonía con los desarrollos legales como son la Ley 
191 de 1995, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre zonas 
de fronteras, y la Ley 21 de 1991 aprobatoria del Convenio 169 sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, de la Organi-
zación Internacional del Trabajo, OIT, en especial, a lo dispuesto en su 
artículo 7° que señala: “El mejoramiento de las condiciones de vida y 
de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, 
con su participación y cooperación, deberán ser prioritarios en los 
planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. 
Los proyectos especiales de desarrollo para estas regiones deberán 

.
De otra parte, puede decirse que el logro de los objetivos del acuer-

do guarda armonía con la normativa que para los sectores de la salud, 
educación, medio ambiente, infraestructura, demografía, y alimenta-
ción, requieren la concertación con las comunidades indígenas y sus 
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organizaciones, en busca del mejoramiento de su calidad de vida, el 
mantenimiento de su cultura y fortalecimiento interno, fundamentado 
en sus relaciones familiares y de parentesco. 

Finalmente, anotamos que mediante sentencia C-649/06 del 9 de 
agosto de 2006 la Corte Constitucional declaró , por vi-
cios en su formación, la Ley 992 del 2 de noviembre de 2005, aproba-
toria del citado acuerdo.

Por las razones expuestas, el Gobierno Nacional, a través del Mi-
nistro del Interior y de Justicia y el Ministro de Relaciones Exteriores, 
nuevamente, somete y solicita al Honorable Congreso de la República 
aprobar el Acuerdo para el desarrollo integral y asistencia básica de 
las poblaciones indígenas Wayuu de la República de Colombia y de 
la República de Venezuela
mes de mayo de mil novecientos noventa (1990).

De los honorables Congresistas,
Carlos Holguín Sardi

Ministro del Interior y de Justicia
Fernando Araújo Perdomo

Ministro de Relaciones Exteriores
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales 

suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-

tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los convenios internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de 
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la 
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
Señora Presidenta:

142 de 2007 Senado,  por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo 

para el desarrollo integral y asistencia básica de las poblaciones indí-
genas Wayuu de la República de Colombia y de la República de Vene-

novecientos noventa (1990), me permito pasar a su despacho el expedien-
te de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante 
Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto de 
ley es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, 
de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Subsecretario General,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 

repartido el proyecto de ley  de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

El Subsecretario General del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla

* * *

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo de Enmienda 

El Congreso de la República
Visto el texto del Protocolo de Enmienda al Acuerdo Latinoameri-

14 de julio de 2006, que a la letra dice:
(Para ser transcrito: se  adjunta fotocopia del texto íntegro de los 

instrumentos internacionales mencionados).
PROTOCOLO DE ENMIENDA AL ACUERDO LATINO-

AMERICANO  DE COPRODUCCION CINEMATOGRAFICA
Los Estados Parte del Acuerdo Latinoamericano de Coproducción 

CONSCIENTES de la necesidad de fortalecer y ampliar el desa-

TENIENDO en cuenta que la Conferencia de Autoridades Cine-

en la ciudad de Madrid, Reino de España, los días 19 y 20 de junio de 
2000,  aprobó la introducción de ciertas enmiendas al Acuerdo Lati-

de Caracas, el 11 de  noviembre de 1989;
TENIENDO en cuenta asimismo, que la coproducción de material 

-
camente  a países de la América Latina, sino que se extiende igualmen-
te a los Estados  ibéricos que sean, o se hagan partes contratante del 
Acuerdo; 

Han acordado efectuar ciertas enmiendas en el Acuerdo Latinoame-

“el Acuerdo”), y para estos efectos han resuelto concertar el siguiente  
Protocolo de Enmienda al mencionado Instrumento Internacional: 

Artículo I
El título del Acuerdo queda enmendado en los términos siguientes: 

Artículo II
El artículo 3° del Acuerdo queda enmendado en los términos si-

guientes:
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-
formidad con lo previsto en este Acuerdo, serán consideradas como 
nacionales por las autoridades competentes de cada país coproductor, 

vigor o pudieran ser promulgadas en cada país. Estas ventajas e in-

las conceda. 
Sin perjuicio de lo anterior, el presente Acuerdo no afectará a nin-

los  convenios para evitar la doble imposición suscritos entre Estados 
signatarios”.

Artículo III
El artículo 5° del Acuerdo queda enmendado en los términos si-

guientes:

de los respectivos aportes de cada uno de los coproductores podrá va-
riar desde el  veinte (20) al ochenta por ciento (80%) por película. 

-
drán tener una participación mayor al treinta por ciento (30%) de paí-
ses no  miembros y necesariamente el coproductor mayoritario deberá 
ser de uno de  los países miembros. 

De contar con un coproductor de país no miembro del Acuerdo, 
la participación de los países miembros no podrá ser inferior al diez 
por ciento  (10%), y la mayor no podrá exceder del setenta por ciento 
(70%) del coste total de la producción. 

-
cas caso  por caso. 

3. En el caso de coproducciones multilaterales en que uno o unos 
coproductores cooperen artística y técnicamente mientras otro u otros 

o estos últimos no podrá ser inferior al diez por ciento (10%), ni supe-
rior al  veinticinco por ciento (25%) del coste total de la producción. 

4. Las aportaciones de los coproductores minoritarios miembros 
deben incluir en forma obligatoria una participación técnica y artística 
efectiva. La  aportación de cada país coproductor en personal creador, 
en técnicos y en actores, debe ser proporcional a su inversión. Excep-
cionalmente podrán admitirse erogaciones acordadas por las autorida-
des competentes de cada país miembro. 

5. La aportación de cada país incluirá por lo menos, un elemento 
considerado como creativo, un actor o actriz en papel principal, un 

o actriz en papel  principal podrá ser sustituido por dos técnicos cua-

Se entiende por personal creativo a las personas que tengan la cua-
lidad de autor (autores, guionistas o adaptadores, directores, composi-
tores) así como  el montador jefe, el director de fotografía, el director 
artístico y el jefe de sonido. La aportación de cada uno de estos ele-
mentos creativos será considerada individualmente”. 

Artículo IV
Se agrega un artículo a continuación del artículo XIV con la redac-

ción siguiente: 
“Por excepción a las disposiciones precedentes del presente Acuer-

do, pueden ser admitidas coproducciones bipartitas de películas reali-
zadas, que reúnan las condiciones siguientes: 

1. Tener una calidad técnica y un valor artístico reconocidos; 
estas características deberán ser constatadas por las autoridades 
competentes. 

2. Ser de un coste igual al monto determinado por las autoridades 

3. Admitir una participación minoritaria que podrá ser limitada al 

inferior al  diez por ciento (10%), ni superior al veinticinco por ciento 
(25%).  Excepcionalmente las autoridades competentes podrán apro-

por la legislación vigente del país mayoritario. 
5. Incluir en el contrato de coproducción disposiciones relativas al 

reparto de los ingresos. 

una de estas obras después de autorización, dada caso por caso, por 
las autoridades competentes. 

en el país del cual es originario el coproductor minoritario, cuando 
una nueva  película, de participación mayoritaria de ese país haya sido 

-
ción en los términos del presente Acuerdo. 

-
rán estar, en el conjunto de esas películas, globalmente equilibradas 
en un plazo de cuatro (4) años”. 

Artículo V
El artículo XX del Acuerdo queda enmendado en los términos si-

guientes:
“Artículo XXI

A voluntad de uno o varios de los Estados Miembros, podrán pro-

-
cas de  Iberoamérica (CACI) y aprobadas por la vía diplomática”. 

Artículo VI
Los artículos XV, XVI, XVII, XVIII, XIX y XX del Acuerdo de-

berán leerse como XVI, XVII, XVIII, XIX, XX y XXI, respectiva-
mente.

Artículo VII
El Anexo A del Acuerdo queda enmendado en los términos si-

guientes:
“Normas de procedimientos de ejecución

Para la aplicación del Acuerdo Iberoamericano de Coproducción 

bajo este Acuerdo, así como el contrato de coproducción correspon-
diente, se  depositarán simultáneamente ante las autoridades compe-
tentes de los  países coproductores por lo menos cuarenta (40) días 
antes del inicio del rodaje. 

Una Copia de dichos documentos será depositada ante la SECI. 
2. Dichas solicitudes deberán ser acompañadas de la siguiente do-

cumentación en el idioma del país correspondiente: 

de autor de la obra a realizar. 
2.2. Guión y sinopsis. 
2.3. Contrato de coproducción indicando: 
a) Título de la coproducción; 

-
do la obra de otra fuente literaria; 

-
tida una cláusula de sustitución para prevenir su reemplazo si fuere 
necesario;

e) Presupuesto por rubros en la moneda que determinen los  copro-
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que de -
nicos y artísticos; 

las aportaciones de cada coproductor; 
g) Distribución de las recaudaciones y reparto de los  mercados, 

medios, o una combinación de estos; 
h) Fecha para el inicio del rodaje y su terminación; 
i) Cláusula que detalle las participaciones respectivas de los copro-

ductores en gastos excesivos y menores, las que en  principio serán 
proporcionales a sus respectivas contribuciones; 

j) Cláusula que señale las medidas a tomar si una de las partes 
incumple sus compromisos, o si las autoridades  competentes de cual-

-
dos;

k) Cláusula que prevea el reparto de la propiedad de los derechos 
de autor, sobre una base proporcional a las  respectivas contribuciones 
de los coproductores; 

l) Lista del personal creativo y técnico indicando nacionalidad y 
categoría de su trabajo, y en el caso de los  artistas, nacionalidad, pa-
peles a interpretar, categoría y duración de los mismos; 

m) Programación de la producción, indicando locaciones y plan de 
trabajo;

3. La sustitución de un coproductor solo se permitirá en casos  ex-

países coproductores y a la SECI. 

país coproductor y a la SECI. 
5. Una vez terminada la coproducción, las autoridades guberna-

-

Acuerdo, de las  reglamentaciones correspondientes y del contrato 

Nacionalidad”.
Artículo VIII

El presente Protocolo de Enmienda podrá ser suscrito por aquellos 
países miembros del Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Ci-

Artículo IX
El original del presente Protocolo, cuyos textos en castellano y 

portugués son igualmente auténticos, será depositado en la sede de 

Artículo X

el país sede de la SECI, que comunicará a los países miembros cada 
depósito y la fecha del mismo. 

Artículo XI
El presente Protocolo entrará en vigor cuando ocho (8) de los paí-

-
cación en los  términos del Artículo anterior. Para los demás Estados 
el presente Protocolo entrará en vigor a partir de la fecha del depósito 

El presente Protocolo, al entrar en vigor, se considerará como parte 
integrante del Acuerdo. 

EN FE DE LO CUAL, los infrascritos Plenipotenciarios, debi-

nombre de sus  respectivos Gobiernos, en la ciudad de Bogotá, Co-
lombia, el día 14 de julio de 2006.

QUIEN SUSCRIBE, Luis Enrique Girón Brito, Secretario Ejecu-

-
cutiva de la Cinematografía Iberoamericana y compuesto de seis (6) 
folios, contiene el Protocolo de Enmienda al Acuerdo Latinoamerica-

mes de julio de dos mil seis, en la ciudad de Bogota, República de 
Colombia.

En Caracas, a los veinte días del mes  de julio de dos mil seis.

(SECI).
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 30 de julio de 2007
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

de la República para los efectos constitucionales.
(Fdo.),

ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
El Ministro de Relaciones Exteriores (fdo.),

Fernando Araújo Perdomo
DECRETA:

Apruébase el Protocolo de Enmienda al Acuerdo La-
-

tá, el 14 de julio de 2006.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 

la Ley 7ª de 1944, el Protocolo de Enmienda al Acuerdo Latinoameri-

julio de 2006, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al 
país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo.

La presente ley rige a partir de la fecha de su publi-
cación.

Dada en Bogotá, D.C., a los…
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

de Relaciones Exteriores y la Ministra de Cultura.
Fernando Araújo Perdomo

Ministro de Relaciones Exteriores
Paula Marcela Moreno

Ministra de Cultura
EXPOSICION DE MOTIVOS

En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dis-
puesto en los artículos 150 numeral 16, 189 numeral 2 y 224 de la 
Constitución Política de la República de Colombia, tengo el honor de 
someter a su consideración el Proyecto de Ley, por medio de la cual 
se aprueba el “Protocolo de Enmienda al Acuerdo Latinoamericano 

de 2006. 
El acuerdo original fue suscrito en Caracas, Venezuela, el 11 de no-

viembre de 1989, aprobado por el Congreso de la República mediante 

instrumento internacional actualmente vigente para nuestro país.
El artículo 70 de la Constitución Política de 1991 establece la 

cultura en sus distintas manifestaciones como un fundamento de la 
nacionalidad, estableciendo como obligación del Estado promover 
el desarrollo y la difusión de los valores culturales; mientras que el 
artículo 71 determina que el Estado incentivará las personas e institu-
ciones que fomenten las manifestaciones culturales. 

Asimismo, entre los objetivos principales de la política exterior co-
lombiana se encuentra fortalecer los lazos que nos unen con otros Es-
tados, en particular con aquellos con los cuales, por razones históricas 
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esto promover en los diversos campos un desarrollo armónico, de tal 
manera que esas acciones conjuntas resulten en hechos mutuamente 
provechosos para todas las Partes.

Así, los Gobiernos de los países iberoamericanos, conscientes de 
la importancia de promover y fomentar el progreso en el campo cul-

el desarrollo de ese proceso a través del Acuerdo Latinoamericano 

que han adherido catorce países. Se celebró con el convencimiento 
de la importancia que reviste establecer mecanismos de integración 
y cooperación que contribuyan al crecimiento de las respectivas in-

miembros.
Consideraron también, que es necesario adelantar acciones con-

cretas que tengan efectiva incidencia en el avance de la producción 

-
-

ciales para desarrollar labores de colaboración y complementariedad 
de acuerdo con la realidad nacional de cada uno de nuestros países, y 
el entorno internacional.

Este Protocolo permite la formación de un marco institucional que 
-

co entre Colombia y los países Parte en el Convenio, y también con-
tribuye a fortalecer la solidaridad y el intercambio cultural Iberoame-
ricano.

Es de destacar que un porcentaje de la producción de cine colom-
biano de la última década ha sido realizado gracias al Fondo Ibero-
americano de Ayuda Ibermedia, programa este que se origina en una 
decisión de la Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Go-
bierno celebrada en el año de 1997 en Margarita, Venezuela, y cuya 

de Jefes de Estado y de Gobierno celebrada en Lima, Perú, en 2001.
Este Fondo opera dentro del marco jurídico del Acuerdo Latinoame-

-
américa (CACI), entidad que agrupa a los organismos rectores de la 
cinematografía en los países de la región, creada por disposición del 

-
bia en estas entidades, de las cuales hace parte desde el inicio de las 
mismas, ha sido de permanente liderazgo y defensa de las mismas, 

En últimas, el objetivo central de este acuerdo es permitir a los 
productores de cine colombianos compartir con sus colegas del área 

-
lículas y obras televisivas que tengan la condición de producto nacio-
nal en cada uno de los países coproductores. Todas las obras que se 
realicen acogiéndose a este Acuerdo estarán sujetas a aprobación por 
parte de las autoridades competentes de cada país. 

-
bios con respecto al acuerdo original: cambia el título del Acuerdo 

-
ca, enmienda los artículos III, V y XX del mismo, e introduce un nue-
vo artículo, el XV, con el consecuente cambio de numeración poste-
rior. Asimismo, consigna el cambio de la sigla CACI (Conferencia de 

el Anexo A del Convenio original.
De manera más detallada, el nuevo artículo III prevé que las obras 

nacionales por las autoridades competentes de cada país coproductor 

otorgadas solamente al productor del país que las conceda; esto sin 
perjuicio de los convenios para evitar la doble imposición suscritos 
entre los Estados Parte en el Acuerdo de Coproducción Cinemato-

demás Partes en el Acuerdo. 
Por su parte el artículo V establece que, en la coproducción, los res-

pectivos aportes de cada uno de los coproductores podrá variar desde 
el veinte (20) al ochenta por ciento (80%) por película, limita a 30% 
la participación de países no miembros, obliga a que el coproductor 

de otros países y establece un reglamento para las condiciones de ad-

El nuevo artículo, el XV, abre el camino para que se realicen las 
llamadas “coproducciones bipartitas” y señala las condiciones para su 
realización, las cuales, en resumen son: Tener una calidad técnica y un 
valor artístico reconocidos; ser de un coste igual al monto determina-

admitir una participación minoritaria que podrá ser limitada al ámbito 

al diez por ciento (10%), ni superior al veinticinco por ciento (25%); 

la legislación vigente del país mayoritario; e incluir en el contrato de 
coproducción disposiciones relativas al reparto de los ingresos. 

-
cultad de los Estados Miembros de proponer enmiendas al Acuerdo, 

aprueba.

sobre “Normas de Procedimiento para la Ejecución del Acuerdo”. Ta-

informaciones adicionales que las deben acompañar; prevé los casos 

-
namentales competentes acerca del cumplimiento de las condiciones 
del Acuerdo. 

Finalmente anotamos que el instrumento internacional que en esta 
oportunidad se somete a consideración del Congreso de la República 
fue suscrito, en nombre del Gobierno Nacional, por el señor David 
Melo Torres, Director de Cinematografía del Ministerio de Cultura. En 
consecuencia, para perfeccionar el vínculo internacional que ligue a 
Colombia respecto del mismo, previo el trámite constitucional, se pro-

Secretaría Ejecutiva de la Cinematografía Iberoamericana, SECI.
Considerando la importancia de la coproducción con los países, 

-

Protocolo de En-
mienda al Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográ-

Fernando Araújo Perdomo
Ministro de Relaciones Exteriores

Paula Marcela Moreno
Ministra de Cultura

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacio-
nales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-
tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
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de Senado y Cámara y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los convenios internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada 
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y reque-
rir la reciprocidad en los mismos, trasladará la información perti-
nente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones 
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA 

GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
Señora Presidenta:

143 de 2007 Senado,  por medio de la cual se aprueba el “Protocolo 
de Enmienda al Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinema-

pasar a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue 
presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley es competencia de la Comisión 
Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con las disposi-
ciones reglamentarias y de ley.

El subsecretario General,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 

repartido el proyecto de ley  de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

El Subsecretario General del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla.

PROYECTO DE LEY NUMERO 144 DE 2007 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Instrumento de Enmienda a la 
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo”, adopta-
do en la Octogésima Quinta (85) Reunión de la Conferencia General 
de la Organización Internacional del Trabajo, en Ginebra, el diecinue-

ve (19) de junio de mil novecientos noventa y siete (1997).
El Congreso de la República

Visto el texto del Instrumento de Enmienda a la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo, adoptado en la Octogésima 
Quinta (85) Reunión de la Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo, en Ginebra, el diecinueve (19) de junio de 
mil novecientos noventa y siete (1997).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Ins-
trumento Internacional mencionado).

 CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO
INSTRUMENTO DE ENMIENDA A LA CONSTITUCION DE LA 

ORGANIZACION INTERNACIONAL DEL TRABAJO
La Conferencia General de la Organización Internacional del Tra-

bajo,
Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la 

junio de 1997 en su octogésima quinta reunión;
Después de haber decidido adoptar una enmienda a la Constitución

de la Organización Internacional del Trabajo, cuestión comprendida 
en el séptimo punto del orden del día de esta reunión, 

Adopta, con fecha diecinueve de junio de mil novecientos noventa 
y siete, el siguiente instrumento de enmienda a la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo, que será denominado Instru-
mento de Enmienda a la Constitución de la Organización Internacio-
nal del Trabajo, 1997:

Artículo 1°
A partir de la fecha en que entre en vigor el presente Instrumento 

de Enmienda, el artículo 19 de la Constitución de la Organización 
Internacional del Trabajo será enmendado mediante la adición de un 
nuevo párrafo, después del párrafo 8°, con el siguiente tenor:

“9. Por iniciativa del Consejo de Administración, la Conferencia 
podrá derogar, por mayoría de dos tercios de los votos emitidos por 
los delegados presentes, todo convenio adoptado con arreglo a las 
disposiciones del presente artículo si se considera que ha perdido su 
objeto o que ya no representa una contribución útil a la consecución 
de los objetivos de la Organización”.

Artículo 2°
El Presidente de la Conferencia y el Director General de la 

Oficina Internacional del Trabajo autenticarán, con su firma, dos 
ejemplares de este Instrumento de Enmienda. Uno de ellos se de-
positará en los archivos de la Oficina Internacional del Trabajo y 
el otro se remitirá al Secretario General de las Naciones Unidas, 
para ser registrado de acuerdo con el artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas. El Director General remitirá una copia certifica-
da de este Instrumento a todos los Miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo.

Artículo 3°
-
-

nal del Trabajo, quien informará al respecto a los Miembros de la 
Organización.

2. Este Instrumento de Enmienda entrará en vigor de conformidad 
con las disposiciones del artículo 36 de la Constitución de la Organi-
zación Internacional del Trabajo.

3. Al entrar en vigor este Instrumento, el Director General de la 
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de la Organización Internacional del Trabajo y al Secretario General 
de las Naciones Unidas.

Dominick Devlin

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 14 de marzo de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.)

ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
La Ministra de Relaciones Exteriores (fdo.),

Carolina Barco Isakson
DECRETA:

Apruébase el Instrumento de Enmienda a la Consti-
tución de la Organización Internacional del Trabajo, adoptado en la 
Octogésima Quinta (85) Reunión de la Conferencia General de la Or-
ganización Internacional del Trabajo, en Ginebra, el diecinueve (19)
de junio de mil novecientos noventa y siete (1997).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1°
de la Ley 7ª de 1944, el Instrumento de Enmienda a la Constitu-
ción de la Organización Internacional del Trabajo adoptado en la 
Octogésima Quinta (85) Reunión de la Conferencia General de la 
Organización Internacional del Trabajo, en Ginebra, el diecinueve 
(19) de junio de mil novecientos noventa y siete (1997), que por 
el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la 
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del 
mismo.

La presente Ley rige a partir de la fecha de su publi-
cación.

Dada en Bogotá, D.C., a los…
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

de Relaciones Exteriores y el Ministro de la Protección Social.
Fernando Araújo Perdomo

Ministro de Relaciones Exteriores
Diego Palacio Betancourt

Ministro de la Protección Social

EXPOSICION DE MOTIVOS

En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los ar-
tículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política 
de Colombia, presentamos a consideración del Honorable Congreso 
de la República el Proyecto de Ley, por medio de la cual se aprueba 
el “Instrumento de Enmienda a la Constitución de la Organización 
Internacional del Trabajo”, adoptado en la Octogésima Quinta (85) 
Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional 
del Trabajo, en Ginebra, el diecinueve (19) de junio de mil novecien-
tos noventa y siete (1997).

La Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, 
aprobada en 1919, ha sido modificada por la enmienda de 1922, 
que entró en vigor el 4 de junio de 1934; por el Instrumento de en-
mienda de 1945, que entró en vigor el 26 de septiembre de 1946; 
por el Instrumento de enmienda de 1946, que entró en vigor el 20 
de abril de 1948; por el Instrumento de enmienda de 1953, que 
entró en vigor el 20 de mayo de 1954, por el Instrumento de en-
mienda de 1962, que entró en vigor el 22 de mayo de 1963, y por 
el Instrumento de enmienda de 1972, que entró en vigor el 1° de 
noviembre de 1974.

El artículo 36 de la Constitución de la OIT, señala que: 
-

cia por mayoría de dos tercios de los votos emitidos por los delegados 

tercios de los Miembros de la Organización, incluidos cinco de los 
diez Miembros representados en el Consejo de Administración como 
Miembros de mayor importancia industrial, de conformidad con las 

A raíz de las detenidas discusiones celebradas en sus 265 y 267 re-
uniones (marzo y noviembre de 1996), el Consejo de Administración 
decidió inscribir en el orden del día de la 85ª Reunión (1997) de la 
Conferencia Internacional del Trabajo la cuestión relativa a la pre-
sentación de una enmienda a la Constitución de la OIT por la que se 
facultaría a la Conferencia para derogar los Convenios obsoletos así 
como para la presentación de las correspondientes enmiendas al regla-
mento de la Conferencia. Después de haber sido examinado y aproba-
do por la Comisión del Reglamento, el Instrumento de Enmienda fue 

1997, tras lo cual quedó aprobado por mayoría de 381 a favor. Hubo 
tres votos en contra y cinco abstenciones. La enmienda fue tema de 

fases obtuvo un apoyo tripartito prácticamente unánime. 
II. ALCANCE DE LA ENMIENDA

En este sentido, el artículo 1 del Instrumento de Enmienda adi-
ciona un párrafo al artículo 19 de la Constitución de la Organización 
Internacional del Trabajo, el cual señala que:

“Por iniciativa del Consejo de Administración, la Conferencia po-
drá derogar por mayoría de dos tercios de los votos emitidos por los 
delegados presentes, todo convenio adoptado con arreglo a las dis-

de los objetivos de la Organización”. 
Con la Enmienda, la decisión de derogar un convenio queda su-

garantizar que ningún convenio sea derogado si no es con un apoyo 
tripartito muy amplio. Las principales condiciones de procedimiento 
son las siguientes:

• Al Consejo de Administración le incumbe la iniciativa de propo-
ner que se derogue un convenio determinado. En virtud del artículo 
22 bis del Reglamento del Consejo de Administración, la decisión 
de inscribir en el orden del día de la Conferencia un punto relativo a 
la derogación de un convenio deberá ser, en la medida de lo posible, 
objeto de un consenso o, en su defecto, obtener la mayoría de cuatro 
quintos de los miembros del Consejo de Administración. No se exige 
esta última condición en el caso del procedimiento de adopción de un 
convenio.

• Por lo menos 18 meses antes de la reunión de la Conferencia, la 
-

rio para que indiquen su opinión sobre la derogación prevista, previa 
consulta con las organizaciones más representativas de los empleado-

las respuestas recibidas (artículo 45 bis del Reglamento de la Confe-
rencia).

• Después de haber examinado la propuesta de derogación, la con-
ferencia decide por consenso o, en su defecto, mediante una votación 
preliminar con mayoría de dos tercios de los votos si ha de someterse 
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de la adopción de un convenio no se requiere en esta etapa una mayo-

• Al igual que para la adopción de un convenio, la adopción de una 
propuesta de derogación requiere una mayoría de dos tercios de los 
votos emitidos por los delegados presentes.

De lo anterior se desprende que el procedimiento de derogación de 
un convenio es similar al procedimiento de su adopción. Pero en el 
caso de la derogación, ciertas condiciones exigidas son más estrictas, 
lo cual depara mayor protección al consenso tripartito. 

Así, la enmienda constituye un hito en la historia de la Constitu-
ción de la Organización Internacional del Trabajo, OIT, pues dotará 
por primera vez a la Conferencia de un mecanismo apropiado, con 
todas las garantías necesarias, para actualizar el conjunto de normas 
internacionales del trabajo y asegurar su coherencia.

De otra parte, los artículos 2° y 3° del Instrumento de Enmien-
da contienen disposiciones relativas a la autenticación del texto, a su 
registro ante la Organización de las Naciones Unidas, ONU, y a la 

-
nes o aceptaciones a dicha enmienda; también señala que entrará en 
vigor en la forma indicada en el artículo 36 de la Constitución de la 
Organización, y que la entrada en vigor será comunicada a todos los 
miembros de la Organización Internacional del Trabajo y al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas.

De acuerdo con el artículo 36 de la Constitución de la OIT, la En-
mienda constitucional de 1997 entrará en vigor cuando haya sido rati-

es decir, por 120 Estados de un total de 179, incluidos cinco de los 
diez miembros representados en el Consejo de Administración como 
miembros de mayor importancia industrial.

Esta última condición ya se encuentra cumplida, puesto que el Ins-

no sumaba, a 7 de noviembre de 2006, más que 90. Para que la en-
mienda constitucional pueda entrar en vigor, se requieren hoy 30 rati-

Por lo expuesto, el Gobierno Nacional, a través del Ministro de 
Relaciones Exteriores y el Ministro de la Protección Social, solicita al 
honorable Congreso de la República, aprobar el Instrumento de En-
mienda a la Constitución de la Organización Internacional del Traba-
jo, adoptado en la Octogésima Quinta (85) Reunión de la Conferencia 
General de la Organización Internacional del Trabajo, en Ginebra, el 
diecinueve (19) de junio de mil novecientos noventa y siete (1997).

De los honorables Congresistas,
Fernando Araújo Perdomo

Ministro de Relaciones Exteriores
Diego Palacio Betancourt

Ministro de la Protección Social

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios 
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará 
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de Sena-
do y Cámara y dentro de los primeros treinta días calendario posteriores al 
período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un informe pormenori-
zado acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando los convenios 
internacionales vigentes suscritos por Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de 
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la re-
ciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al Minis-
terio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
Señora Presidenta:

144 de 2007 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Instrumen-
to de Enmienda a la Constitución de la Organización Internacional 
del Trabajo”, adoptado en la Octogésima Quinta (85) Reunión de la 
Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, 
en Ginebra, el diecinueve (19) de junio de mil novecientos noventa y 
siete (1997), me permito pasar a su despacho el expediente de la men-
cionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General. La materia de que trata el mencionado proyecto de ley es 
competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de 
conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Subsecretario General,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 

repartido el proyecto de ley  de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República.

El Subsecretario General del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla.

***
PROYECTO DE LEY NUMERO 145 DE 2007 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de 
la República de Colombia y el Gobierno de la República del Perú 

de julio de 1911”
(22) días del mes de octubre de dos mil cuatro (2004).

El Congreso de la República
Visto el texto del “Acuerdo entre el Gobierno de la República de 
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,

de octubre de dos mil cuatro (2004), que a la letra dice:
(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del ins-

trumento internacional mencionado).
ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 

DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL 
PERU MODIFICATORIO DEL CONVENIO BOLIVARIANO 

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la Re-
pública del Perú,

Conscientes de la necesidad de emprender la más amplia coope-
ración para la extradición de personas que estén siendo procesadas o 
hayan sido condenadas en un proceso penal;

Observando los principios del respeto de la soberanía y de la no- 
injerencia en los asuntos internos de cada Estado, así como las normas 
y principios del derecho internacional; y

Deseando hacer más efectivos los esfuerzos llevados a cabo por los 
Estados en la represión del delito;

Concluyen -
guientes cláusulas:

Artículo 1°. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 1º del Acuerdo Bolivariano de Extradición, quedará 
así:

Los Estados convienen en entregarse mutuamente, de conformi-
dad con lo que se estipula en este Acuerdo, las personas investigadas, 
procesadas o condenadas por las autoridades judiciales de uno de los 
Estados, y que se encuentren en territorio del otro.

Artículo 2°. Entre la República de Colombia y la República del Perú, 
el artículo 2º del Acuerdo Bolivariano de Extradición, quedará así:

Darán lugar a la extradición las conductas punibles, independien-
temente de la denominación del delito, que según la legislación de los 
Estados sean sancionadas con pena privativa de la libertad no menor 
a un año.

Artículo 3°. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 3º del Acuerdo Bolivariano de Extradición, queda 
derogado.

Artículo 4°. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 4º del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará 
así:

No se accederá a la extradición de ninguna persona, si el hecho por 
el cual se pide se considera en el Estado requerido como delito políti-
co o hecho conexo con él, y ninguna persona entregada por cualquiera 
de los Estados contratantes al otro, será juzgada ni sancionada por 
ningún delito político, ni por ningún acto conexo con él.

Para los efectos del presente Acuerdo, no se consideran delitos po-
líticos:

a) Homicidio u otro delito violento contra la persona del Jefe de 
Estado de uno de los Estados, o de miembros de su familia;

b) El Genocidio, según se contempla en los tratados y convencio-
nes multilaterales de los cuales ambos Estados sean parte.

c) Delitos con relación a los cuales ambos Estados tienen la obli-
gación, en virtud de algún acuerdo multilateral internacional, de ex-
traditar a la persona solicitada o de remitir el caso a sus autoridades 
competentes para que decidan sobre su procesamiento.

Artículo 5°. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 5º del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará 
así:

No será concedida la extradición:
a) Cuando, por el mismo hecho, la persona objeto de la petición ya 

hubiera sido juzgada, amnistiada o indultada en el Estado requerido;

b) Cuando la infracción penal por la cual es solicitada la extradi-
ción fuera de naturaleza estrictamente militar;

c) Cuando el Estado requerido tuviera motivos fundamentados 
-

lidad de perseguir o sancionar a la persona solicitada por motivos de 
raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas. Asimismo, como si 
tuviera motivos para suponer que la situación de la misma estuviera 
agravada por tales motivos;

d) Cuando la conducta esté sancionada con pena privativa de la 
libertad menor a un año.

e) Cuando según la legislación del Estado requirente, la acción o la 
pena hubiere prescrito.

Artículo 6°. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 6º del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará 
así:

La solicitud de extradición deberá hacerse por la vía diplomática.
Artículo 7°. Entre la República de Colombia y la República del 

Perú, el artículo 7º del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará 
así:

Cuando la persona reclamada se hallare procesada o condenada 
por el Estado requerido, este podrá diferir la entrega hasta cuando 
el reclamado sea absuelto, indultado o haya cumplido la condena, o 
cuando haya cesado el motivo de su detención.

Artículo 8°. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 8º del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará 
así:

El pedido de extradición será hecho por la vía diplomática median-
te presentación de los siguientes documentos:

a) Cuando se trate de una persona no condenada: original o copia 
de la orden de captura para el caso colombiano, o del mandato de de-
tención para el caso peruano; 

b) Cuando se trate de una persona condenada: original o copia cer-

no fue totalmente cumplida, así como el tiempo pendiente para su 
cumplimiento:

1. Las piezas o documentos presentados deberán contener la in-
dicación precisa del hecho imputado, la fecha y el lugar en que fue 
cometido, así como los datos necesarios para la comprobación de la 
identidad de la persona reclamada. Deberán también estar acompa-

o las conductas, así como de las disposiciones legales relativas a la 
prescripción de la acción penal o de la pena aplicados en el Estado 
requirente; y de los que fundamenten la competencia de este. 

2. El Estado requirente presentará la solicitud cuando razonable-
mente considere que la persona solicitada ingresó o permanece en el 
territorio del Estado requerido.

3. Si la documentación con la cual se formaliza el pedido de extra-
dición estuviere incompleta, el Estado requerido solicitará al Estado 
requirente, que en el plazo de 90 días calendario, contados a partir de 

-
das. Sí transcurrido dicho plazo no se completa la información, y la 
persona se encuentra detenida, esta quedará en libertad.

4. En lo no previsto en el presente Acuerdo, el procedimiento de 
extradición se regirá por lo establecido en la legislación interna del 
Estado requerido.

Artículo 9°. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 9º del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará 
así:

El Estado requirente solicitará en caso de urgencia, la detención 
preventiva de la persona solicitada, así como la aprehensión de los ob-
jetos relativos al delito. El pedido deberá indicar que sobre la persona 
solicitada pende una orden de captura o de mandato de detención, o 
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una condena, y deberá señalar la fecha y los hechos que motiven el 
pedido, así como el tiempo y el lugar de la comisión parcial o total de 

persona cuya detención se solicita. 
Ejecutada la detención, el Estado requirente deberá formalizar el 

pedido en el plazo de noventa (90) días calendario. En el caso que no 
fuere formalizado el pedido en el plazo indicado, la persona objeto de 
la petición será puesta en libertad y solamente se admitirá un nuevo 
pedido de detención por el mismo hecho, si son retomadas todas las 
formalidades exigidas en este Acuerdo.

Igualmente se dispondrá la captura de la persona solicitada, si se 
produce la formalización aun cuando no haya mediado solicitud de 
captura o de detención preventiva.

La ubicación de la persona requerida se podrá hacer a través de la 
Organización Internacional de Policía Criminal – Interpol.

Artículo 10. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 10 del Acuerdo Bolivariano de Extradición, queda 
derogado.

Artículo 11. Entre la República de Colombia y la República del Perú, 
el artículo 11 del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:

El extraditado no podrá ser juzgado ni sancionado en el Estado re-
quirente, sino por los hechos mencionados en la solicitud de extradi-
ción, ni tampoco ser entregado a otro Estado, a menos que haya tenido 
en uno y otro caso la libertad de abandonar dicho Estado durante un 
mes, después de haber sido sentenciado, de haber cumplido la pena o 
de haber sido indultado. En todos estos casos el extraditado deberá ser 
advertido de las consecuencias a lo que lo expondría su permanencia 
en el territorio de ese Estado. 

El Estado requerido condicionará la entrega a la garantía previa, 
dada por el Estado requirente, por vía diplomática, a la conmutación 
de la pena de muerte, en caso de ser esta la aplicable para el delito que 
la motiva, a la no - imposición de las penas de destierro, prisión per-

no se le someta a desaparición forzada, a tortura ni a tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes.

En todo caso se garantizará el debido proceso a la persona extra-
ditada.

Artículo 12. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 13 del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará 
así:

Cuando la extradición de una persona fuera solicitada por más de 
un Estado, se procederá de la siguiente manera:

a) Cuando se trate del mismo hecho, se dará preferencia al pedido 
del Estado en cuyo territorio haya sido cometido el delito;

b) Cuando se trate de hechos diferentes, se dará preferencia al pe-
dido del Estado en cuyo territorio haya sido cometido el delito más 
grave;

c) Cuando se trate de hechos distintos, se dará preferencia al Esta-
do que lo solicitó en primer lugar; y

d) Corresponde al Estado requerido establecer el orden de prela-
ción cuando hubiere varias solicitudes de extradición.

Artículo 13. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 15 del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará 
así:

Estarán a cargo del Estado requerido, los gastos derivados del pe-
dido de extradición, hasta el momento de la entrega del extraditado a 
los agentes debidamente acreditados del Estado requirente, quedando 
a cargo de este todos los gastos posteriores, incluyendo los del tras-
lado.

Artículo 14. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, el artículo 16 del Acuerdo Bolivariano de Extradición, queda 
derogado.

Artículo 15. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, al Acuerdo Bolivariano de Extradición se adiciona el siguiente 
artículo:

La persona requerida podrá acceder por escrito y de manera irre-
vocable a su extradición en los términos en que fue solicitada. Para 
tal efecto, la autoridad ante la cual queda a disposición le informará 
acerca de su derecho a un procedimiento formal y de la protección 
que este le brinda. El Estado requerido podrá conceder la extradi-
ción sin que se lleve a cabo el procedimiento formal, en la medida en 
que se cumplan los requisitos establecidos en los artículos 2º y 8º del 
Acuerdo Bolivariano sobre Extradición en la forma como han queda-

Artículo 16. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, al Acuerdo Bolivariano de Extradición se adiciona el siguiente 
artículo:

La persona extraditada que, después de ser entregada por un Esta-
do al otro, consiguiera escapar de la acción de la justicia y retornar al 
territorio del Estado requerido, será detenida mediante simple solici-
tud hecha por la vía diplomática y será entregada nuevamente, sin otra 
formalidad, al Estado al cual ya le fue concedida la extradición.

Artículo 17. Entre la República de Colombia y la República del 
Perú, al Acuerdo Bolivariano de Extradición se adiciona el siguiente 
artículo:

Las controversias que surjan entre las Partes sobre las disposicio-
nes contenidas en el presente Acuerdo, serán resueltas mediante nego-
ciaciones diplomáticas directas.

Artículo 18. Siempre que en el Acuerdo Bolivariano de Extradi-
ción se mencionen las expresiones “fugitivo”, “reclamado”, “preso” 
y “Nación”, se entenderá que corresponden a las expresiones “solici-
tado”, “solicitado o requerido”, “capturado o detenido” y “Estado”, 
respectivamente.

Artículo 19. El término de “tres meses” contenido en el artículo 14
del Acuerdo Bolivariano de Extradición se entenderá que corresponde 
al término de noventa (90) días calendario.

Artículo 20. Los artículos 12, 14, 17, 18 y 19 del Acuerdo Boliva-
riano de Extradición del 18 de julio de 1911 se mantienen vigentes. 

la fecha de recibo de la segunda comunicación por la cual los Estados 

ordenamiento jurídico, y se mantendrá en vigor mientras esté vigente 
el Acuerdo Bolivariano de Extradición del 18 de julio de 1911.

del mes de octubre de 2004.
Por el Gobierno de la República de Colombia,

Carolina Barco.
Por el Gobierno de la República del Perú,

Firma ilegible.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 10 de agosto de 2005
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

de la República para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ 

El Viceministro de Relaciones Exteriores encargado de las funcio-
nes del Despacho de la Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) Camilo Reyes Rodríguez.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la Repú-
-
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1911”
del mes de octubre de dos mil cuatro (2004).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 
la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de 

,

de octubre de dos mil cuatro (2004), que por el artículo 1° de esta ley 
se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D. C., a …
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

del interior y de Justicia y el Ministro de Relaciones Exteriores.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional, en cumplimiento de lo dispues-

to en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución 
Política de Colombia, presentamos a consideración del honorable 
Congreso de la República el Proyecto de ley por medio de la cual se 
aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia 

en la ciudad de Lima, Perú, a los veintidós (22) días del mes de octu-
bre de dos mil cuatro (2004).

Con este acuerdo se busca adecuar las disposiciones del Convenio 
Bolivariano de Extradición de 1911 a las necesidades contemporá-
neas de los dos países en materia de persecución del delito, a través 
del fortalecimiento del mecanismo de la extradición, sin afectar su 

suscrito.
El Acuerdo consta de un preámbulo y 21 artículos.
El preámbulo contiene las razones o motivos por los cuales las 

en particular, por el deseo de hacer más efectivos los esfuerzos lleva-
dos a cabo por los Estados en la represión del delito, en observancia 
de los principios de la soberanía y la no injerencia en los asuntos 
internos de cada Estado, así como las normas y principios de derecho 
internacional.

Los artículos 1° a 3° contienen disposiciones relacionadas con la 
derogatoria entre Las Partes, del listado taxativo de conductas descri-
tas en el Convenio Bolivariano de 1911.

Al respecto, cabe señalar que anteriormente en materia de extradi-
ción, se acogió el sistema llamado de lista o enumeración, conforme 
al cual se detallan los delitos concretos por los que se solicita y se 
concede la extradición. Si bien esta fórmula obedeció a las necesida-

de 1911; no obstante, la aparición de nuevas modalidades delictivas, 
así como de estructuras criminales de naturaleza compleja, tornaron 

contexto jurídico internacional.
Por ello, una de las principales razones que se tuvo en cuenta para 

-
tema de lista cerrada o numerus clausus, por el sistema de numerus
apertus,
para la procedencia de la extradición. Se acordó entonces que “darán 

lugar a la extradición las conductas punibles, independientemente de 
la denominación del delito, que según la legislación de los Estados 
sean sancionadas con pena privativa de la libertad con pena no menor 
a un año”.

Este sistema ofrece la ventaja de erradicar eventuales problemas 
de interpretación a la vez que responde mejor al deseo de ampliar el 
ámbito de aplicación. La norma ofrece también la cuantía de la pena 
para delimitar la entidad de la infracción penal.

Adicionalmente, se establece en forma expresa que para el Conve-
nio es irrelevante el que en la legislación interna de cada país se cla-

para designarlo.
Con lo anterior, se conserva el principio de la doble incriminación 

o incriminación simultánea. Lo importante es que el hecho motivador 
de la solicitud de extradición debe ser sancionable conforme a los or-
denamientos de ambos Estados, requirente y requerido, respetando las 
propias valoraciones de las conductas en el ámbito penal y así evitar 
una contradicción con los conceptos jurídicos de los delitos, también 
se resta importancia al nombre o designación que se dé al delito, por 
cuanto debe estarse a la acción criminal misma, lo que demanda del 
Estado requerido una previa labor de adaptación de los hechos, obser-
vando siempre los bienes jurídicos lesionados.

Acorde con el artículo 35 de la Constitución Política de Colombia, 
el artículo 4° del Acuerdo excluye la posibilidad de atender requeri-
mientos de extradición por delitos políticos, señalando a tales efectos 
que, conductas dirigidas contra el Jefe de Estado o de los miembros de 
su familia, el genocidio y otros delitos comprendidos en instrumentos 
multilaterales de los cuales los dos Estados sean Parte, no serán con-
siderados como políticos.

En este orden, el artículo 5° determina los casos en los que no será 
concedida la extradición, adoptando en todo caso, similares causales 
a las previstas en otros acuerdos internacionales en la materia. Así, no 
se concederá la extradición cuando por el mismo hecho la persona ya 
hubiera sido juzgada, amnistiada o indultada en el Estado requerido, 
cuando la infracción penal es de naturaleza estrictamente militar y 
cuando el Estado requerido tuviere fundamentos para suponer que la 

a la persona por motivos de raza, religión, nacionalidad u opiniones 
políticas.

dar curso a una solicitud de extradición. 
La solicitud deberá hacerse por vía diplomática, con el lleno de 

los requisitos formales contemplados en el artículo 8°, y deberá ser 
atendida de acuerdo a los términos previstos en los artículos 9° y 19
del Acuerdo. 

Cabe resaltar que el artículo 11 asigna un carácter imperativo a la 
posibilidad de la conmutación de la pena capital; es decir, que cuando 
el delito por el cual se solicita la extradición esté sancionado con la 
pena de muerte y esta no se establezca en el Estado requerido, debe 
obligatoriamente negarse o rehusarse la concesión de la extradición, 
salvo que se garantice a satisfacción del Estado requerido que no se 
impondrá la pena de muerte.

Cuando la abolición de la pena capital se establece en el ordena-
miento de los Estados, y más aún, cuando se le da rango constitu-
cional, se busca que en los Convenios de Extradición se consagre en 
forma expresa la posibilidad de conmutar esta pena.

Por su parte, ante la concurrencia de solicitudes simultaneas de ex-
tradición, el artículo 12 adiciona elementos que permitan resolver con 
mayor exactitud cuáles criterios pueden tenerse en cuenta al momento 
de decidir sobre la preferencia de un requerimiento de extradición 
cuando existen varias solicitudes presentadas por diferentes Estados 
bien por el mismo hecho o bien por hechos diferentes.

que permitan a los Estados Parte decidir sobre la prevalencia de la 
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petición. Se resaltan como principales circunstancias la gravedad re-
lativa y el lugar de comisión del hecho y las fechas de las respectivas 
solicitudes.

que la persona requerida puede acceder de manera irrevocable y por 
escrito a su extradición en los términos en que fue solicitada, y a tal 
efecto el Estado requerido podrá conceder la extradición sin que se 
lleve a cabo el procedimiento formal, en la medida en que se cumplan 
los requisitos de los artículos 2° y 8° del Acuerdo Bolivariano, en su 
forma enmendada. Es evidente entonces que este procedimiento agi-
liza de manera sustancial los trámites de la extradición; puede decirse, 

La derogatoria expresa de algunos artículos del Acuerdo Boliva-

esta oportunidad se somete a consideración del Congreso de la Repú-
blica, conlleva necesariamente a adecuar y agilizar el mecanismo de 
la cooperación judicial en materia de extradición entre los dos Estados 
conforme a lo dispuesto en instrumentos multilaterales contemporá-
neos contra la criminalidad organizada como la Convención de las 

-
tancias Psicotrópicas de 1988, la Convención de las Naciones Unidas
contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 2000 y un buen 

materia de lucha contra el terrorismo.
Constitucionalidad del Acuerdo

La Corte Constitucional al adelantar el estudio de un instrumento 
de similar naturaleza manifestó que “la extradición es un importante 
instrumento de cooperación internacional que tiene como fundamen-
to el interés de los Estados en lograr que los delitos cometidos en su 
territorio, ya sea total o parcialmente, no queden en la impunidad. Su 

-
tido un delito en el exterior burle la acción de la justicia refugiándose 
en un país diferente a aquel donde ha cometido la conducta punible. 

internacionales en los que, ya sean de carácter bilateral o multilateral, 
se han señalado las conductas por las cuales procede y los procedi-
mientos y trámites aplicables que deben seguirse para el requerimien-
to o para el ofrecimiento”. Sentencia C-780 de 2004.

-

-

-
operación entre los Estados para la represión del delito en todas sus 

-

Finalmente, por el artículo 21 del Acuerdo, las Partes acordaron el 
momento en que entraría en vigor, lo cual se producirá en la fecha de 

cumplimiento de los requisitos previstos en su ordenamiento jurídico, 
esto es, en nuestro caso, la aprobación mediante ley y la revisión por 

parte de la Corte Constitucional; proceso que se inicia con la presente 
iniciativa legislativa.

Por las razones expuestas, el Gobierno Nacional, a través del Mi-
nistro del Interior y de Justicia y el Ministro de Relaciones Exteriores, 
solicita al honorable Congreso de la República aprobar el “Acuerdo en-
tre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la Repú-

los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro (2004).
De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios

internacionales suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-

tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara y dentro de los perímetros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los convenios internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada 
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y reque-
rir la reciprocidad en los mismos, trasladará la información perti-
nente al Ministerio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones 
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007 
Señora Presidenta:

145 de 2007 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo 
entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la 
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-

Perú, a los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro 
(2004), me permito pasar a su despacho el expediente de la mencio-
nada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General. La materia de que trata el mencionado proyecto de ley es 
competencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de 
conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Subsecretario General,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Subsecretario General del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 146 DE 2007 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo de Ushuaia sobre 
compromiso democrático en el Mercosur, la República de Bolivia 
y la República de Chile”, hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio 

de 1998.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Protocolo de Ushuaia sobre compromiso demo-
crático en el Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile”,
hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio de 1998, que a la letra dice:

(Para ser transcritos: Se adjunta fotocopia del texto íntegro de los 
instrumentos internacionales mencionados).

PROTOCOLO DE USHUAIA SOBRE COMPROMISO 

DE BOLIVIA Y LA REPUBLICA DE CHILE
La República Argentina, la República Federativa del Brasil, la Re-

pública del Paraguay y la República Oriental del Uruguay, Estados 
Partes del Mercosur y la República de Bolivia y la República de Chi-
le, denominados en adelante Estados Partes del presente Protocolo,

 los principios y objetivos del Tratado de Asunción y 
sus Protocolos, y de los Acuerdos de integración celebrados entre el 
Mercosur y la República de Bolivia y entre el Mercosur y la Repúbli-
ca de Chile,

Reiterando lo expresado en la Declaración Presidencial de las Le-
ñas el 27 de junio de 1992 en el sentido de que la plena vigencia de las 
instituciones democráticas es condición indispensable para la existen-
cia y el desarrollo del Mercosur,

 la Declaración Presidencial sobre Compromiso Demo-
crático en el Mercosur y el Protocolo de Adhesión a esa Declaración 
por parte de la República de Bolivia y de la República de Chile,

ACUERDAN LO SIGUIENTE:
Artículo 1°. La plena vigencia de las instituciones democráticas es 

condición esencial para el desarrollo de los procesos de integración 
entre los Estados Partes del presente Protocolo.

Artículo 2°. Este Protocolo se aplicará a las relaciones que resulten 
de los respectivos Acuerdos de integración vigentes entre los Estados 
Partes del presente Protocolo, en caso de ruptura del orden democrá-
tico en alguno de ellos.

Artículo 3°. Toda ruptura del orden democrático en uno de los Es-
tados Partes del presente Protocolo dará lugar a la aplicación de los 
procedimientos previstos en los artículos siguientes.

Artículo 4°. En caso de ruptura del orden democrático en un Esta-
do Parte del presente Protocolo, los demás Estados Partes promoverán 
las consultas pertinentes entre sí y con el Estado afectado.

Artículo 5°. Cuando las consultas mencionadas en el artículo ante-
rior resultaren infructuosas, los demás Estados Partes del presente Pro-

entre ellos, considerarán la naturaleza y el alcance de las medidas a 
aplicar, teniendo en cuenta la gravedad de la situación existente.

Dichas medidas abarcarán desde la suspensión del derecho a parti-
cipar en los distintos órganos de los respectivos procesos de integra-
ción, hasta la suspensión de los derechos y obligaciones emergentes 
de esos procesos.

Artículo 6°. Las medidas previstas en el artículo 5° precedente se-
rán adoptadas por consenso por los Estados Partes del presente Proto-
colo según corresponda de conformidad con los Acuerdos de integra-
ción vigentes entre ellos, y comunicadas al Estado afectado, el cual no 
participará en el proceso decisorio pertinente. Esas medidas entrarán 
en vigencia en la fecha en que se realice la comunicación respectiva.

al Estado Parte afectado, cesarán a partir de la fecha de la comunica-
ción a dicho Estado del acuerdo de los Estados que adoptaron tales 

democrático, lo que deberá tener lugar tan pronto ese restablecimiento 
se haga efectivo.

Artículo 8°. El presente Protocolo es parte integrante del Tratado 
de Asunción y de los respectivos Acuerdos de integración celebrados 
entre el Mercosur y la República de Bolivia y el Mercosur y la Repú-
blica de Chile.

Artículo 9°. El presente Protocolo se aplicará a los Acuerdos de 
integración que en el futuro se celebren entre el Mercosur y Bolivia, 
el Mercosur y Chile y entre los seis Estados Partes de este Protocolo, 
de lo que deberá dejarse constancia expresa en dichos instrumentos.

Artículo 10. El presente Protocolo entrará en vigencia para los Es-
tados Partes del Mercosur a los treinta días siguientes a la fecha del 

República del Paraguay.
El presente Protocolo entrará en vigencia para los Estados Partes 

del Mercosur y la República de Bolivia o la República de Chile, según 
el caso, treinta días después que la Secretaría General de la Aladi haya 
informado a las cinco Partes Signatarias correspondientes, que se han 
completado en dichas Partes los procedimientos internos para su in-
corporación a los respectivos ordenamientos jurídicos nacionales.

Hecho en la ciudad de Ushuaia, República Argentina, a los veinti-
cuatro días del mes de julio del año mil novecientos noventa y ocho, 
en tres originales, en idiomas español y portugués, siendo todos los 
textos igualmente auténticos.

Por la República Argentina,

Por la República Federativa del Brasil,

Por la República del Paraguay,

Por la República Oriental del Uruguay,
Julio María Sanguinetti, Didier Opertti Badan.

Por la República de Bolivia,
Hugo Banzer, Javier Murillo de la Rocha.

Por la República de Chile,
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 26 de julio de 2007.
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

de la República para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Relaciones Exteriores, 
(Fdo.) Fernando Araújo Perdomo.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo de Ushuaia sobre compromi-

so democrático en el Mercosur, la República de Bolivia y la Repúbli-
ca de Chile”, hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio de 1998.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 
la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo de Ushuaia sobre compromiso demo-
crático en el Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chi-
le”, hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio de 1998, que por el 
artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D. C., a …
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

de Relaciones Exteriores.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional, y en cumplimiento de los artícu-

los 150 No. 16, 189 No. 2, y 224 de la Constitución Política, presento 
a consideración del honorable Congreso de la República, el proyecto 
de ley por medio de la cual se aprueba el “Protocolo de Ushuaia so-
bre compromiso democrático en el Mercosur, la República de Bolivia 
y la República de Chile”, hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio 
de 1998.

I. ANTECEDENTES
El Mercado Común del Sur (Mercosur) nace en 1991 como un me-

canismo para consolidar previos acuerdos surgidos en Sudamérica, 
que buscaban solucionar los obstáculos del crecimiento y desarrollo 
de las economías latinoamericanas, creando como respuesta la inte-
gración económica subregional. En dichos instrumentos precedentes, 
participaron países como Argentina, Brasil, Chile, México, Paraguay, 
Perú, Uruguay, Colombia, Ecuador, Venezuela y Bolivia, los cuales 
intentaron la constitución de una zona de libre comercio que inicial-
mente no se logró. 

Acta de Integración Brasileño – Argentina, suscrita el 20 de julio de 
-

ron los principios fundamentales del Programa de Integración y Co-
operación Económica, establecidos en el Tratado de Integración como 

-

26 de marzo de 1991, acto formal de constitución del Mercosur, en 
el cual participaron los presidentes de Argentina, Brasil, Paraguay y 
Uruguay. 

ampliar las dimensiones de los mercados nacionales de los Estados 
Partes a través de la integración, con miras al logro del desarrollo 
económico, mediante el aprovechamiento de los recursos disponibles, 

la preservación del medio ambiente, el mejoramiento de las interco-
nexiones físicas, la coordinación de las políticas macroeconómicas y 
la complementación de los diferentes sectores de la economía. 

Por otra parte, y para el cumplimiento del mismo, fueron consa-
gradas medidas precisas como la libre circulación de bienes, servicios 
y factores productivos entre los diferentes países, a través de la eli-
minación de los derechos aduaneros y restricciones arancelarias a la 
circulación de mercaderías, así como la gradual implementación de 
un arancel externo común que propenda por el avance en los niveles 
de integración americana.

Al instrumento constitutivo se adhirieron los Protocolos de Brasi-
lia y de Ouro Preto. Este determina la estructura institucional de los 
órganos de administración del Mercado Común, mientras que aquel 
establece los mecanismos por los cuales se canalizan las controversias 
que surjan entre los Estados Partes, en situaciones de interpretación, 
aplicación o incumplimiento de las disposiciones contenidas. 

II. LA PARTICIPACION DE COLOMBIA EN EL MERCOSUR
Conforme con la Decisión No. 44 del 16 de diciembre de 2004, el 

Consejo del Mercado Común, reunido en Bello Horizonte, decidió 
atribuir a Colombia la Condición de Estado Asociado, una vez hecha 
la correspondiente solicitud por parte del Gobierno Colombiano.

Tal calidad, y según lo estipulado en el Régimen de Participación 
de los Estados Asociados al Mercosur, expedido en Puerto Iguazú, el 

calidad de invitado a las reuniones de los órganos de la estructura ins-
titucional del Mercosur para tratar temas de interés común.

No obstante, es claro señalar que la adhesión en estricto sentido se 
perfeccionará previo cumplimiento de la aprobación legislativa y con-
trol automático constitucional ejercido por la Corte Constitucional.

III. CONTENIDO DEL PROTOCOLO
Reiterando los parámetros trazados en la Declaración Presidencial 

sobre el Compromiso Democrático en el Mercosur, en la búsqueda de 
medidas efectivas que promuevan el imperio del derecho y la estabi-
lidad jurídico-política de los países miembros, con miras a garantizar 

redactar un instrumento que permitiera la vigencia plena de las insti-
tuciones democráticas1.

Lo anterior consecuentemente implicó la constitución de medidas 
precisas ante la situación de ruptura del orden democrático, suscepti-
bles de ser alegadas entre los signatarios del documento.

Así, en caso de presentarse la alteración democrática, los Estados 
partes podrán promover sendas consultas entre ellos y el afectado, 
tendientes al restablecimiento de la normalidad. 

En caso de persistir tal situación y mediante consenso, se podrán 
tomar medidas tales como la interrupción del derecho a participar en 
los distintos órganos de los procesos de integración, y la suspensión 
de derechos y obligaciones emergentes existentes, las cuales solo se 

-
trapartida a la desestabilización democrática que pueda generarse al 
interior de alguno de los países partes en el Protocolo.

De manera taxativa, el instrumento hace referencia a los acuerdos 
de complementación económicas existentes entre el Mercosur y los 

convenios suscritos por el Mercado Común del Sur con Bolivia, Chile 
y los países miembros de la Comunidad Andina, en donde se busca 
profundizar las relaciones económicas y de cooperación existentes.

Para el caso los gobiernos de la República Argentina, de la Re-
pública Federativa del Brasil, de la República del Paraguay y de la 

1  …”. La plena vigencia de las instituciones democráticas es condición esencial 
para el desarrollo de los procesos de integración entre los Estados Partes del 
presente protocolo”… Artículo 1º del Protocolo de Ushuaia.
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República Oriental del Uruguay, Estados Partes del Mercosur y los 
gobiernos de la República de Colombia, de la República del Ecua-
dor y de la República Bolivariana de Venezuela, países miembros de 
la Comunidad Andina, el 6 de diciembre de 2006, en la ciudad de 
Brasilia, celebraron el Acuerdo de Complementación Económica, por 
medio del cual reiteraron su decisión de conformar un Area de Libre 
Comercio.

IV. NECESIDAD DE SUSCRIBIR EL INSTRUMENTO.
Bajo las reglas del derecho internacional existe para Colombia una 

clara obligación de suscribir el referido instrumento una vez solicita-
da la condición de Estado Asociado ante el Mercosur. Conforme lo 
estipula el artículo 2° del 
Asociados del mecanismo, todo Estado que instaure una Solicitud 
ante el Consejo del Mercado Común tendiente a lograr su reconoci-
miento como Asociado, deberá adherir al Protocolo de Ushuaia sobre 
Compromiso Democrático, considerado parte integrante del Tratado 
de Asunción y de todos los acuerdos de integración celebrados entre 
el Mercosur y los signatarios del mismo (artículo 8° del Protocolo).

Así, bajo el entendido que el 13 de diciembre de 2004, mediante 
nota de la Canciller Carolina Barco, Colombia solicitó su ingreso en 
la Calidad de Estado Asociado, y que dicha solicitud fue aceptada, tal 
como lo corrobora la Decisión No. 44 de 2004 del Consejo del Mer-
cado Común2, existe una obligación clara para Colombia de adherirse 
al Protocolo de Ushuaia, ya que ella hace imprescindible el manteni-
miento de la calidad atribuida, y la operatividad de la participación de 
Colombia en el Mecanismo de Integración Subregional.

Además de lo anterior resulta evidente que el mantenimiento de las 
estructuras democráticas es un principio reiterado en diversos escena-
rios regionales y subregionales de integración, constituyendo elemen-
to indispensable para el mantenimiento de la justicia, la integridad y 
el desarrollo de las diversas instituciones que los sustentan. El mismo 
ha sido objeto de consagración en espacios tales como el Sistema de 
Naciones Unidas, El Sistema Interamericano, la Cumbre Iberoameri-
cana, el Grupo de Río, la Comunidad Andina, entre otros.

Para considerar un ejemplo, la Carta Democrática Interamericana 
aprobada el 11 de septiembre de 2001 aprobada por la Asamblea Ge-
neral de la Organización de los Estados Americanos, manifestó que la 
cláusula democrática adoptada por los jefes de Estado y de gobierno 
en la III Cumbre de las Américas, reitera que cualquier alteración del 
orden democrático de un estado impide la participación del gobierno 
en el proceso de Cumbre de las Américas, permitiendo consolidar los 
mismos objetivos contenidos en los diferentes mecanismos de inte-
gración regionales y subregionales. 

Es evidente que las medidas consignadas en el Protocolo de Us-
huaia están en plena concordancia con los principios y valores consig-

manera expresa el respeto a las instituciones jurídicas y democráticas, 
tal como lo prevé el preámbulo y el artículo 1º Superior.

La estabilidad y regularidad de las instituciones democráticas no 
solo representa un elemento común en las constituciones americanas, 
incluida la colombiana, así como en los lineamientos estructurales de 
los diversos mecanismos de integración americana, sino que ha sido 

venido robusteciéndose desde la terminación de la guerra fría y hasta 
nuestros días.

La democracia es considerada actualmente como un elemento im-
prescindible para el desarrollo humano y la salvaguarda de los Dere-
chos Humanos, conforme lo establecido en el derecho Internacional y 
en todos los instrumentos existentes frente al tema.

Si bien el Sistema de Naciones Unidas en una etapa inicial consi-
deró que los Derechos Humanos y los regímenes políticos existentes 
en el mundo eran válidos y aceptados por la comunidad internacional 
independientemente del sistema político aplicable, su posición actual 

elemento ineluctable para el mantenimiento de los parámetros míni-
mos aceptados en el contexto internacional.

-
cionales tendientes a consolidar las instituciones democráticas está 
en consonancia con la Política de Defensa y Seguridad Democrática 
puesta en marcha por el Gobierno Nacional, según la cual la estabi-
lidad de las instituciones democráticas es requisito esencial para el 
cumplimiento real de las libertades y de los Derechos Humanos, con 
miras a promover la protección ciudadana, siendo deber del legislati-
vo propender por la aprobación de leyes que permitan la implementa-
ción de dichas medidas.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno Nacional, a través 
del Ministro de Relaciones Exteriores, solicita al honorable Congreso 
de la República, aprobar el “Protocolo de Ushuaia sobre compromiso 
democrático en el Mercosur, la República de Bolivia y la República 
de Chile”, hecho en Ushuaia, Argentina, el 24 de julio de 1998.

De los honorables Senadores y Representantes, 
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios

internacionales suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-

tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara y dentro de los perímetros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los convenios internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de 
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la 
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

2 …”. El Consejo del Mercado Común Decide:  Artículo 1º. Atribuir a la Repú-
blica de Colombia la condición de Estado Asociado del Mercosur, con vistas a 
promover la profundización de la integración económica, en especial en las áreas 
establecidas en el Acuerdo de Alcance Parcial de Complementación Económica 
Mercosur-CAN”…  Decisión No. 44 de 2004.  Consejo de Mercado Común.



Página 32 Lunes 24 de septiembre de 2007 GACETA DEL CONGRESO  469

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007 
Señora Presidenta:

146 de 2007 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Protocolo de 
Ushuaia sobre compromiso democrático en el Mercosur, la República 
de Bolivia y la República de Chile”, hecho en Ushuaia, Argentina, el 
24 de julio de 1998, me permito pasar a su despacho el expediente 
de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante 
Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Perma-
nente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Subsecretario General,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Subsecretario General del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 147 DE 2007 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio de Unidroit 
,

El Congreso de la República
Visto el texto del “Convenio de Unidroit sobre los bienes cultu-

junio de 1995, que a la letra dice:
(Para ser transcritos: Se adjunta fotocopia del texto íntegro de los 

instrumentos internacionales mencionados).
CONVENIO DE UNIDROIT SOBRE LOS BIENES 

CULTURALES ROBADOS O EXPORTADOS 
ILICITAMENTE

(Roma, 24 de junio de 1995).

CONVENIO DE UNIDROIT SOBRE LOS BIENES
CULTURALES ROBADOS O EXPORTADOS 

ILICITAMENTE*

(Roma, 24 de junio de 1995).
LOS ESTADOS PARTES EN EL PRESENTE CONVENIO,
Reunidos en Roma por invitación del Gobierno de la República 

Italiana del 7 al 24 de junio de 1995 para celebrar una Conferencia 
diplomática con miras a la aprobación del proyecto de Convenio de 
Unidroit sobre la restitución internacional de los bienes culturales ro-
bados o exportados ilícitamente,

Convencidos de la importancia fundamental de la protección del 
patrimonio cultural y de los intercambios culturales para promover la 
comprensión entre los pueblos y de la difusión de la cultura para el 
bienestar de la humanidad y el progreso de la civilización,

Profundamente preocupados -
turales y por los daños irreparables que a menudo produce tanto a los 
propios bienes como al patrimonio cultural de las comunidades nacio-
nales, tribales, autóctonas u otras y al patrimonio común de todos los 
pueblos, y deplorando en particular el pillaje de lugares arqueológicos 
y la consiguiente irreemplazable pérdida de información arqueológi-

Decididos -
to de los bienes culturales estableciendo un cuerpo mínimo de normas 
jurídicas comunes con miras a la restitución y a la devolución de los 

preservación y protección del patrimonio cultural en interés de todos,
Destacando que el presente Convenio tiene por objetivo facilitar la 

restitución y la devolución de los bienes culturales, y que el estable-
cimiento en ciertos Estados de mecanismos, como la indemnización, 
necesarios para garantizar la restitución o la devolución, no implica 
que esas medidas deberían ser adoptadas en otros Estados,

 que la aprobación de las disposiciones del presente Con-
venio para el futuro no constituye en modo alguno una aprobación o 

de su entrada en vigor,
Conscientes de que el presente Convenio no resolverá por sí solo 

tendiente a reforzar la cooperación cultural internacional y a reservar 
su justo lugar al comercio lícito y a los acuerdos entre Estados en los 
intercambios culturales,

Reconociendo que la aplicación del presente Convenio debería ir 

los bienes culturales, como la elaboración y utilización de registros, 
la protección material de los lugares arqueológicos y la cooperación 
técnica,

Rindiendo homenaje a la actividad llevada a cabo por diversos or-
ganismos para proteger los bienes culturales, en particular la Conven-

códigos de conducta en el sector privado,
HAN APROBADO las disposiciones siguientes:

CAPITULO I

Artículo 1°
El presente Convenio se aplicará a las demandas de carácter inter-

nacional:
a) de restitución de bienes culturales robados;
b) de devolución de bienes culturales desplazados del territorio de 

un Estado contratante en infracción de su derecho que regula la expor-
tación de bienes culturales con miras a la protección de su patrimonio 
cultural (en adelante denominados “bienes culturales exportados ilí-
citamente”).

Artículo 2°
A los efectos del presente Convenio, por bienes culturales se en-

tiende los bienes que, por razones religiosas o profanas, revisten im-
portancia para la arqueología, la prehistoria, la historia, la literatura, 
el arte o la ciencia, y que pertenecen a alguna de las categorías enu-
meradas en el anexo al presente Convenio.

CAPITULO II
Restitución de los bienes culturales robados

Artículo 3°
1. El poseedor de un bien cultural robado deberá restituirlo.
2. A los efectos del presente Convenio, se considera robado un bien 

cultural obtenido de una excavación ilícita, o de una excavación lícita 
pero conservado ilícitamente, si ello es compatible con el derecho del 
Estado donde se ha efectuado la excavación.

* Este Convenio se aprobó en inglés y francés, ambas versiones lingüísticas siendo 
igualmente auténticas. El presente texto en español constituye una traducción no 
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3. Toda demanda de restitución deberá presentarse en un plazo de 
tres años a partir del momento en que el demandante haya conocido el 
lugar donde se encontraba el bien cultural y la identidad de su posee-
dor y, en cualquier caso, dentro de un plazo de cincuenta años desde 
el momento en que se produjo el robo.

4. Sin embargo, una demanda de restitución de un bien cultural que 
forme parte integrante de un monumento o de un lugar arqueológico 

-
metida a ningún plazo de prescripción distinto del plazo de tres años 
a partir del momento en que el demandante haya conocido el lugar 
donde se encontraba el bien cultural y la identidad del poseedor.

5. No obstante lo dispuesto en el párrafo precedente, todo Estado 
contratante podrá declarar que una demanda prescribe en un plazo de 
75 años o en un plazo más largo previsto en su derecho. Una deman-
da, presentada en otro Estado contratante, de restitución de un bien 
cultural desplazado de un monumento, de un lugar arqueológico o 
de una colección pública situada en un Estado contratante que haya 
hecho esa declaración, prescribirá en el mismo plazo.

6. La declaración a que se hace referencia en el párrafo precedente 

aprobación o la adhesión.
7. A los efectos del presente Convenio, por “colección pública” se 

-
dos de otro modo que pertenezcan a:

a) un Estado contratante;
b) una colectividad regional o local de un Estado contratante;
c) una institución religiosa situada en un Estado contratante; o

ese Estado como de interés público.
8. Además, la demanda de restitución de un bien cultural sagrado o 

que revista una importancia colectiva perteneciente a una comunidad 
autóctona o tribal y utilizado por ella en un Estado contratante para 
uso tradicional o ritual de esa comunidad estará sometida al plazo de 
prescripción aplicable a las colecciones públicas.

Artículo 4°
1. El poseedor de un bien cultural robado, que deba restituirlo, ten-

drá derecho al pago, en el momento de su restitución, de una indem-
nización equitativa a condición de que no supiese o hubiese debido 
razonablemente saber que el bien era robado y de que pudiese demos-
trar que había actuado con la diligencia debida en el momento de su 
adquisición.

2. Sin perjuicio del derecho del poseedor a la indemnización pre-
vista en el párrafo precedente, se hará todo lo razonablemente posible 
para que la persona que ha transferido el bien cultural al poseedor, o 
cualquier otro cedente anterior, pague la indemnización cuando ello sea 
conforme al derecho del Estado en el que se presentó la demanda.

3. El pago de la indemnización al poseedor por el demandante, 
cuando ello se exija, no menoscabará el derecho del demandante a 
reclamar su reembolso a otra persona.

4. Para determinar si el poseedor actuó con la diligencia debida, 
se tendrán en cuenta todas las circunstancias de la adquisición, en 
particular la calidad de las partes, el precio pagado, la consulta por el 
poseedor de cualquier registro relativo a los bienes culturales robados 
razonablemente accesible y cualquier otra información y documenta-
ción pertinente que hubiese podido razonablemente obtener, así como 
la consulta de organismos a los que podía tener acceso o cualquier 
otra gestión que una persona razonable hubiese realizado en las mis-
mas circunstancias.

5. El poseedor no gozará de condiciones más favorables que las de 
la persona de la que adquirió el bien cultural por herencia o de cual-
quier otra manera a título gratuito.

CAPITULO III

Artículo 5°
1. Un Estado contratante podrá solicitar al tribunal o cualquier otra 

autoridad competente de otro Estado contratante que ordene la de-
volución de un bien cultural exportado ilícitamente del territorio del 
Estado requirente.

2. Un bien cultural, exportado temporalmente del territorio del Es-

restauración, en virtud de una autorización expedida de acuerdo con 
su derecho que regula la exportación de bienes culturales con miras a 
la protección de su patrimonio cultural y que no haya sido devuelto de 
conformidad con las condiciones de esa autorización, se considerará 
que ha sido exportado ilícitamente.

3. El tribunal o cualquier otra autoridad competente del Estado 
requerido ordenará la devolución del bien cultural cuando el Estado 
requirente demuestre que la exportación del bien produce un daño 

a) La conservación material del bien o de su contexto;
b) La integridad de un bien complejo;
c) La conservación de la información, en particular de carácter 

d) La utilización tradicional o ritual del bien por una comunidad 
autóctona o tribal, o que el bien reviste para él una importancia cultu-

4. Toda demanda presentada en virtud del párrafo 1 del presente 
artículo deberá ir acompañada de cualquier información de hecho o 
de derecho que permita al tribunal o a la autoridad competente del 
Estado requerido determinar si se cumplen las condiciones de los pá-
rrafos 1 a 3.

5. Toda demanda de devolución deberá presentarse dentro de 
un plazo de tres años a partir del momento en que el Estado re-
quirente haya conocido el lugar donde se encontraba el bien cul-
tural y la identidad de su poseedor y, en cualquier caso, en un 
plazo de cincuenta años a partir de la fecha de la exportación o 
de la fecha en la que el bien hubiese debido devolverse en virtud 
de la autorización a que se hace referencia en el párrafo 2 del 
presente artículo.

Artículo 6°
1. El poseedor de un bien cultural que haya adquirido ese bien des-

pués de que este ha sido exportado ilícitamente tendrá derecho, en el 
momento de su devolución, al pago por el Estado requirente de una 
indemnización equitativa, a condición de que el poseedor no supiese 
o hubiese debido razonablemente saber, en el momento de la adquisi-
ción, que el bien se había exportado ilícitamente.

2. Para determinar si el poseedor sabía o hubiese debido razona-
blemente saber que el bien cultural se había exportado ilícitamente, 
se tendrán en cuenta las circunstancias de la adquisición, en particular 

del Estado requirente.
3. En lugar de la indemnización, y de acuerdo con el Estado requi-

rente, el poseedor que deba devolver el bien cultural al territorio de 
ese Estado, podrá optar por:

a) seguir siendo el propietario del bien; o
b) transferir su propiedad, a título oneroso o gratuito, a la persona 

que elija, siempre que esta resida en el Estado requirente y presente 
las garantías necesarias.

4. Los gastos derivados de la devolución del bien cultural de con-
formidad con el presente artículo correrán a cargo del Estado requi-
rente, sin perjuicio de su derecho a hacerse reembolsar los gastos por 
cualquier otra persona.
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5. El poseedor no gozará de condiciones más favorables que las de 
la persona de la que adquirió el bien cultural por herencia o de cual-
quier otro modo a título gratuito.

Artículo 7°
1. Las disposiciones del presente Capítulo no se aplicarán cuando:
a) la exportación del bien cultural no sea más ilícita en el momento 

en que se solicite la devolución, o
b) el bien se haya exportado en vida de la persona que lo creó o 

durante un período de cincuenta años después del fallecimiento de esa 
persona.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado b) del párrafo preceden-
te, las disposiciones del presente Capítulo se aplicarán cuando el bien 
cultural haya sido creado por un miembro o miembros de una comu-
nidad autóctona o tribal para uso tradicional o ritual de esa comunidad 
y el bien se deba devolver a esa comunidad.

CAPITULO IV
Disposiciones generales

Artículo 8°
1. Se podrá presentar una demanda fundada en los Capítulos II o 

III ante los tribunales o ante cualesquiera otras autoridades competen-
tes del Estado contratante en el que se encuentre el bien cultural, así 
como ante los tribunales u otras autoridades competentes que puedan 
conocer del litigio en virtud de las normas en vigor en los Estados 
contratantes.

2. Las partes podrán convenir someter el litigio a un tribunal u otra 
autoridad competente, o a arbitraje.

3. Las medidas provisionales o preventivas previstas por la ley del 
Estado contratante en que se encuentre el bien podrán aplicarse inclu-
so si la demanda de restitución o de devolución del bien se presenta 
ante los tribunales o ante cualesquiera otras autoridades competentes 
de otro Estado contratante.

Artículo 9°
1. El presente Convenio no impide a un Estado contratante aplicar 

otras normas más favorables para la restitución o devolución de los 
bienes culturales robados o exportados ilícitamente, distintas de las 
que se estipulan en el presente Convenio.

2. El presente artículo no deberá interpretarse en el sentido de que 
crea una obligación de reconocer o de dar fuerza ejecutiva a la deci-
sión de un tribunal o de cualquier otra autoridad competente de otro 
Estado contratante, que se aparte de lo dispuesto en el presente Con-
venio.

Artículo 10
1. Las disposiciones del Capítulo II se aplicarán a un bien cultu-

ral que haya sido robado después de la entrada en vigor del presente 
Convenio con respecto al Estado en el que se presenta la demanda, a 
condición de que:

a) El bien haya sido robado en el territorio de un Estado contratante 
después de la entrada en vigor del presente Convenio con respecto a 
ese Estado; o

b) El bien se encuentre en un Estado contratante después de la en-
trada en vigor del presente Convenio con respecto a ese Estado.

2. Las disposiciones del Capítulo III se aplicarán sólo a un bien 
cultural exportado ilícitamente después de la entrada en vigor del 
Convenio con respecto al Estado requirente así como con respecto al 
Estado en el que se presenta la demanda.

3. El presente Convenio no legitima en modo alguno una actividad 
ilícita de cualquier tipo que se llevara a cabo antes de la entrada en 
vigor del presente Convenio o que quedara excluida de la aplicación 
del Convenio en virtud de los párrafos 1. ó 2. del presente artículo, ni 
limita el derecho de un Estado o de otra persona a presentar, fuera del 
marco del presente Convenio, una demanda de restitución o de devo-

lución de un bien robado o exportado ilícitamente antes de la entrada 
en vigor del presente Convenio.

CAPITULO V

Artículo 11

clausura de la Conferencia diplomática con miras a la aprobación del 
proyecto de Convenio de Unidroit sobre la restitución internacional 
de los bienes culturales robados o exportados ilícitamente y quedará 

de 1996.
-

3. El presente Convenio quedará abierto a la adhesión de todos 
los Estados que no son signatarios, a partir de la fecha en que quede 

estos efectos del depósito de un instrumento en buena y debida forma 
ante el depositario.

Artículo 12
1. El presente Convenio entrará en vigor el primer día del sexto 

mes siguiente a la fecha del depósito del quinto depósito del instru-

-
venio o se adhiera a él después del depósito del quinto instrumento de 

en vigor con respecto a ese Estado el primer día del sexto mes siguien-

aprobación o adhesión.
Artículo 13

1. El presente Convenio no deroga los instrumentos internacionales 
que vinculan jurídicamente a un Estado contratante y que contengan 
disposiciones sobre las materias reguladas por el presente Convenio, 
a menos que los Estados vinculados por esos instrumentos formulen 
una declaración en contrario.

2. Todo Estado contratante podrá concertar con uno o con varios 
Estados contratantes acuerdos para facilitar la aplicación del presente 
Convenio en sus relaciones recíprocas.

Los Estados que hayan concertado acuerdos de ese tipo transmiti-
rán copia de ellos al depositario.

3. En sus relaciones mutuas, los Estados contratantes miembros de 
organizaciones de integración económica o de entidades regionales 
podrán declarar que aplicarán las normas internas de esas organiza-
ciones o entidades y que no aplicarán, por tanto, en esas relaciones 
las disposiciones del presente Convenio cuyo ámbito de aplicación 
coincida con el de esas normas.

Artículo 14
1. Todo Estado contratante que abarque dos o varias unidades te-

rritoriales, posean o no estas sistemas jurídicos diferentes aplicables 
a las materias reguladas por el presente Convenio, podrá, en el mo-

aceptación, aprobación o adhesión, declarar que el presente Convenio 
se aplicará a todas sus unidades territoriales o únicamente a una o 
varias de ellas y podrá en todo momento sustituir esa declaración por 
otra nueva.

-
presamente las unidades territoriales a las que se aplica el Convenio.

3. Si en virtud de una declaración formulada de conformidad con 
este artículo, el presente Convenio se aplica a una o varias de las uni-
dades territoriales de un Estado contratante, pero no a todas, la men-
ción:
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al territorio de una unidad territorial de ese Estado;
b) Del tribunal u otra autoridad competente del Estado contratante 

-
tente de una unidad territorial de ese Estado;

c) Del Estado contratante en el que se encuentre el bien cultural a 
-

torial del Estado en el que se encuentre el bien;
d) De la ley del Estado contratante en el que se encuentre el bien 

unidad territorial de ese Estado donde se encuentre el bien; y
-

re a una unidad territorial de ese Estado.
4. Si un Estado contratante no hace ninguna declaración en virtud 

del párrafo 1 de este artículo, el presente Convenio se aplicará al con-
junto del territorio de ese Estado.

Artículo 15
1. Las declaraciones hechas en virtud del presente Convenio en el 

3. Las declaraciones surtirán efecto en la fecha de entrada en vigor 
del presente Convenio con respecto al Estado declarante. No obstante, 

sexto mes siguiente a la fecha de su depósito ante el depositario.
4. Todo Estado que haga una declaración en virtud del presente 

primer día del sexto mes siguiente a la fecha del depósito de la noti-

Artículo 16
-
-

das de devolución o restitución de bienes culturales presentadas por 
un Estado en virtud del artículo 8° podrán sometérsele según uno o 
varios de los procedimientos siguientes:

a) Directamente ante los tribunales u otras autoridades competen-
tes del Estado declarante;

b) Por intermedio de una o varias autoridades designadas por ese 
Estado para recibir esas demandas y transmitirlas a los tribunales u 
otras autoridades competentes de ese Estado;

c) Por vía diplomática o consular.
2. Todo Estado contratante podrá también designar a los tribunales 

u otras autoridades competentes para ordenar la restitución o la devo-
lución de los bienes culturales de conformidad con las disposiciones 
de los Capítulos II y III.

3. Toda declaración hecha en virtud de los párrafos 1 y 2 del pre-

nueva declaración.
4. Las disposiciones de los párrafos 1 a 3 del presente artículo no 

derogarán las disposiciones de los acuerdos bilaterales y multilatera-
les de ayuda mutua judicial en las materias civiles y comerciales que 
puedan existir entre los Estados contratantes.

Artículo 17
Todo Estado contratante, en un plazo de seis meses a partir de la 

-
bación o adhesión, remitirá al depositario una información por escrito 

regula la exportación de bienes culturales. Esta información se actua-
lizará, si procede, periódicamente.

Artículo 18
No se admitirá reserva alguna aparte de las expresamente autoriza-

das por el presente Convenio.
Artículo 19

1. El presente Convenio podrá ser denunciado por cualquiera de 
los Estados Partes en todo momento a partir de la fecha en la que entre 
en vigor con respecto a ese Estado mediante el depósito de un instru-
mento a estos efectos ante el depositario.

2. Una denuncia surtirá efecto el primer día del sexto mes siguiente 
a la fecha del depósito del instrumento de denuncia ante el deposita-
rio. Cuando en el instrumento de denuncia se indique un período más 
largo para que la denuncia surta efecto, esta surtirá efecto a la expi-
ración del período indicado después del depósito del instrumento de 
denuncia ante el depositario.

3. Sin perjuicio de esa denuncia, el presente Convenio seguirá sien-
do aplicable a toda demanda de restitución o de devolución de un bien 
cultural presentada antes de la fecha en que la denuncia surta efecto.

Artículo 20

Derecho Privado (Unidroit) podrá convocar, periódicamente o a pe-

examine el funcionamiento práctico del presente Convenio.
Artículo 21

1. El presente Convenio se depositará ante el Gobierno de la Re-
pública Italiana.

2. El Gobierno de la República Italiana:
a) Comunicará a todos los Estados signatarios del presente Conve-

nio o que se hayan adherido a él y al Presidente del Instituto Interna-

ii) Toda declaración, efectuada en virtud de las disposiciones del 
presente Convenio;

iii) La retirada de cualquier declaración;
iv) La fecha de entrada en vigor del presente Convenio;
v) Los acuerdos previstos en el artículo 13;
vi) El depósito de cualquier instrumento de denuncia del presente 

Convenio, así como la fecha en la que se efectúe ese depósito y la 
fecha en la que surta efecto la denuncia;

Estados signatarios y a todos los Estados que se adhieran a él, y al 

Privado (Unidroit);
c) Desempeñará cualquier otra función que incumba habitualmente 

a los depositarios.
EN FE DE LO CUAL los plenipotenciarios infraescritos, debida-

HECHO en Roma, el veinticuatro de junio de mil novecientos no-
venta y cinco, en un solo original, en los idiomas francés e inglés, 
siendo los dos textos igualmente auténticos.

ANEXO
a) Las colecciones y ejemplares raros de zoología, botánica, mine-

ralogía, anatomía, y los objetos de interés paleontológico;
b) Los bienes relacionados con la historia, con inclusión de la his-

toria de las ciencias y de las técnicas, la historia militar y la historia 
social, así como con la vida de los dirigentes, pensadores, sabios y ar-
tistas nacionales y con los acontecimientos de importancia nacional;

c) El producto de las excavaciones (tanto autorizadas como clan-
destinas) o de los descubrimientos arqueológicos;
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d) Los elementos procedentes de la desmembración de monumen-
tos artísticos o históricos y de lugares de interés arqueológico;

e) Antigüedades que tengan más de 100 años, tales como inscrip-
ciones, monedas y sellos grabados;

f) El material etnológico;
g) Los bienes de interés artístico tales como:
i) Cuadros, pinturas y dibujos hechos enteramente a mano sobre 

cualquier soporte y en cualquier material (con exclusión de los dibujos 
industriales y de los artículos manufacturados decorados a mano);

ii) Producciones originales de arte estatuario y de escultura en 
cualquier material;

iii) Grabados, estampas y litografías originales;
iv) Conjuntos y montajes artísticos originales en cualquier mate-

rial;
h) Manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publica-

-
rario, etc.) sueltos o en colecciones;

-
ciones;

-

k) Objetos de mobiliario que tengan más de 100 años e instrumen-
tos de música antiguos.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 25 de julio de 2007
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

de la República para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ 

El Ministro de Relaciones Exteriores, 
(Fdo.) Fernando Araújo Perdomo.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Convenio de Unidroit sobre los bienes 

24 de junio de 1995.
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 

Ley 7ª de 1944, el “Convenio de Unidroit sobre los bienes culturales 

de 1995, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional res-
pecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D. C., a …
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

de Relaciones Exteriores y la Ministra de Cultura.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.
La Ministra de Cultura,

Paula Marcela Moreno.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional, y en cumplimiento de los ar-

tículos 150 numeral 16, y 189 numeral 2, de la Constitución Política 
de Colombia, presentamos a consideración del honorable Congreso 
de la República el proyecto de ley, por medio de la cual se aprueba 
el “CONVENIO DE UNIDROIT SOBRE LOS BIENES CULTURA-

Roma el 24 de junio de 1995.

I. Consideraciones previas 
El instrumento internacional que en esta oportunidad sometemos a 

consideración del honorable Congreso de la República tiene su origen 
en la necesidad de contar por parte del Estado colombiano con meca-
nismos que le permitan recuperar su patrimonio cultural exportado de 
manera ilegal, bien sea producto de una excavación arqueológica no 
autorizada o porque el bien fue hurtado. 

Pero esta preocupación no solo ha sido propia de Colombia, ya en 
La

-
dad ilícitas de bienes culturales

-
sario entonces contar con una herramienta que permitiera superar las 
limitantes que da el hecho de que los bienes pasen de un Estado a otro, 
y por consiguiente no son aplicables las normas del país de origen de 
la pieza con las del país en que es comercializada o se encuentra de 
manera ilegal. 

Una de las grandes limitantes que se ha encontrado en la aplica-
ción práctica de los lineamientos emitidos por Unesco en 1970, es 
que Colombia, como cualquier otro país que ha suscrito dicha con-
vención, debe demostrar la fecha en la que el bien fue hurtado. Nues-
tro país cuenta con un gran potencial arqueológico y que si bien es 
cierto desde 1865 se ha producido abundante legislación tendiente a 
proteger el patrimonio arqueológico de la Nación, lo es también que 
es prácticamente imposible mantener el registro de todos los bienes 
arqueológicos producidos por el hombre prehispánico durante 15.000
años cuando resulta de las actividades de guaquería, lo cual no es un 
problema exclusivo de Colombia sino de todos los países, que son 
víctimas de guaquería, poder contar con la totalidad de su patrimonio 
cultural registrado. 

Fue por esa razón que la Unesco solicitó al Instituto Internacional 
-

mento que permitiera complementar el tratado de Unesco 1970. Este 
Instituto tiene por objeto estudiar los medios de armonizar y coordi-
nar el derecho privado entre los Estados o entre grupos de Estados y 
preparar gradualmente la adopción por parte de los distintos países 
de una legislación de derecho privado uniforme. Para tal efecto entre 
otras acciones que adelanta, está la de preparar proyectos de acuerdos 
tendientes a facilitar las relaciones internacionales en materia de de-
recho privado. En gracia de discusión, Colombia mediante la Ley 32 
de 1992, aprobó el Estatuto Orgánico del Instituto Internacional para 

Estatuto.
Este instrumento que se estudia es el típico medio que crea ese 

Instituto para armonizar las relaciones entre el derecho público y el 
derecho privado, creando el hilo conductor entre las dos vertientes del 
derecho logrando con ello las bases para así recuperar el patrimonio 
cultural saqueado. 

Es del caso hacer algunas precisiones de carácter legal relaciona-
das con el patrimonio arqueológico, el cual comprende los vestigios 
producto de la actividad humana y aquellos restos orgánicos e inorgá-
nicos que mediante los métodos y técnicas propios de la arqueología 

los orígenes y las trayectorias socioculturales pasadas y garantizan su 
conservación y restauración.

Es así como la Constitución Política, en los artículos 63 y 72, se-
ñala que los bienes del patrimonio arqueológico pertenecen a la Na-
ción y que en esta condición son inalienables (se encuentran fuera del 
comercio, no se pueden vender, comprar o transferir a ningún título, 
como compraventa, legado, herencia, ocupación), imprescriptibles

adquisitiva de dominio y las acciones reivindicatorias del Estado se 
pueden ejercer en todo tiempo para obtener su devolución) y son in-
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embargables (no pueden ser objeto de esta medida civil y por lo mis-
mo no podrían ser tenidos como prenda de garantía en efectos civiles 
o comerciales).

Con antelación, el artículo 1° de la Ley 103 de 1931 declaró de 
utilidad pública los monumentos y objetos arqueológicos de las re-
giones de San Agustín, Pitalito, del Alto Magdalena, así como los de 
cualquier otro sitio de la nación, a la vez que la misma legislación 
prohibió la venta y exportación de templetes, sepulcros y sus conte-
nidos, estatuas, lajas, estelas y piedras labradas, así como objetos de 
oro, alfarería, y demás utensilios indígenas que pudieran ser destina-
dos para la realización de estudios arqueológicos y etnológicos. De 
su lado, en 1959, la Ley 163 declaró patrimonio histórico y artístico 
nacional los monumentos, tumbas prehispánicas y demás objetos de 
interés especial para el estudio de las civilizaciones pasadas. Igual-
mente dispuso la mencionada ley que en toda clase de exploraciones 

a salvo los derechos de la Nación sobre los monumentos históricos, 
objetos y cosas de interés arqueológico y paleontológico que pudieran 

históricos o arqueológicos no se consideraban incluidos en el artículo 
700 del Código Civil, es decir, no estaban cobijados por la noción de 
“tesoros” que permiten adquirir el dominio de las cosas que no perte-
necen a nadie.

Este tratamiento particular por la Constitución y la ley1, en el cual 
no se reconoce ninguna clase de derecho adquirido anterior, radica en 
que a diferencia de ciertos bienes que pueden ser producidos conti-
nuamente por la humanidad (obras literarias, obras artísticas y plásti-

culturas desaparecidas y épocas prehispánicas carecen de tal posibili-
dad de producción actual o futura. Este tipo de titularidad pública se 
aplica igualmente al patrimonio cultural sumergido, tanto a aquel de 
carácter arqueológico, como al que tiene carácter cultural.

-
crito varios tratados internacionales y bilaterales sobre materias simi-
lares: Tratado sobre protección de bienes de valor histórico, aproba-
do mediante la Ley 14 de 1936; Pacto de Roerich para la protección 

aprobado mediante la Ley 36 de 1936; Convención para la protección 
del patrimonio mundial, cultural y natural hecho en París el 23 de 
noviembre de 1972, aprobado por la Ley 45 de 1983; Convención 
sobre medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la impor-
tación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícita de bienes 
culturales, suscrita en París el 17 de noviembre de 1970, aprobada por 
la Ley 63 de 1986; Convenio entre Colombia y Perú para la protec-
ción, conservación y recuperación de bienes arqueológicos, históricos 
y culturales hecho en Bogotá el 24 de mayo de 1989, aprobado por 
la Ley 16 de 1992; Decisión 460 de 1999 de la Comunidad Andina 
sobre protección y recuperación de bienes culturales del patrimonio 
arqueológico, histórico, etnológico, paleontológico y artístico de la 
Comunidad Andina; Convención entre Colombia y Ecuador para la 
recuperación y devolución de bienes culturales robados, suscrito en 
Bogotá, D. C., el 17 de diciembre de 1996, aprobado por la Ley 587 
de 2000; Memorando de entendimiento entre el Gobierno de los Es-
tados Unidos de América y el Gobierno de la República de Colombia 
relativo a la imposición de restricciones de importación sobre bienes 
arqueológicos de las culturas precolombinas y ciertos bienes etnoló-
gicos eclesiásticos de la Epoca Colonial de Colombia. 

Los tratados internacionales suscritos por Colombia, aprobados de 

-
dir la exportación ilícita de bienes del patrimonio arqueológico y, en 
algunos casos, en la adopción de medidas para procurar su devolución 

exportación ilícita hacia otro de los países suscriptores. Igualmente, 
reconocen el derecho de los Estados a declarar imprescriptibles e ina-
lienables ciertos bienes de carácter cultural. 

Sin embargo, pese a las múltiples medidas tomadas por el gobierno 
para evitar la expoliación de nuestras representaciones ancestrales, 

manos de unos pocos coleccionistas privados el testimonio de nuestra 
identidad.

Por eso, el Convenio de Unidroit abre una posibilidad de gran tras-
cendencia y es que el país reclamante tiene además de la opción de re-
clamar la pieza hurtada, la de hacer la reclamación porque la pieza ha 
sido producto de una excavación no autorizada, o que habiendo sido 
autorizada la excavación por autoridades competentes, se encuentra 
en tenencia irregular, superando con este requisito el hecho de tener 
la pieza registrada, la fecha de hurto (guaquería) o determinar la fecha 
exacta de salida del país.

Con este nuevo mecanismo el Estado colombiano puede comprobar 
y conceptuar de manera técnica, en primera instancia, si el bien perte-
nece al patrimonio arqueológico de la nación y, en segunda instancia, 
demostrar que determinado bien ha sido producto de excavaciones 
ilícitas o hurto por cuanto, se tienen las herramientas necesarias para 
llevar registros de las excavaciones autorizadas legalmente (licencias 
de excavación arqueológica) y de los bienes producto de esas excava-
ciones así como de las colecciones públicas y particulares (registro y 
tenencia de colecciones). 

II. Principales aspectos regulados por el convenio
El Convenio de Unidroit, suscrito en Roma en 1995, prevé for-

mas o mecanismos de recuperación de bienes culturales, entre los que 
se incluyen bienes del patrimonio arqueológico, que hubiesen sido 
robados o exportados ilícitamente de uno de los Estados Parte. No 

bienes culturales en una forma autónoma ni la “exportación ilícita” de 
los mismos, puede señalarse que el Convenio delimita claramente el 
entendimiento de los términos “robo” o “exportación ilícita” con lo 
cual no se genera un vacío frente a la legislación nacional. 

El Convenio de Unidroit expone un notorio interés de protección 
del patrimonio cultural de las naciones. Sin embargo, en lo que res-
pecta al patrimonio arqueológico, pueden hacerse algunas críticas, en 
general, relativas al carácter inalienable, imprescriptible e inembarga-
ble que le atribuyó ha dicho patrimonio la Constitución Política.

En efecto los artículos 63, 72, 101 y 102, son coherentes en deter-
minar que el patrimonio arqueológico es de la Nación y es inembarga-
ble, imprescriptible e inalienable, así como en prever que el subsuelo, 
el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental y la zona 
económica exclusiva son también de la Nación junto con los bienes 
públicos que del territorio forman parte.

El Convenio de Unidroit, artículos 4° y 6°, prevé que los posee-
dores de bienes culturales robados o exportados ilícitamente tendrán 
derecho al pago de una indemnización económica por parte del Esta-
do requirente de tales bienes, es decir, del Estado propietario, cuan-
do dichos bienes hubiesen sido adquiridos de buena fe y se hubiese 
demostrado que en tal adquisición se actuó de manera diligente para 
comprobar que no se trataba de bienes robados o exportados ilícita-
mente.

que entraña el hecho de entrar en comprobaciones sobre la diligencia 
o buena fe del poseedor, es inconstitucional en el caso de los bienes 
del patrimonio arqueológico, pues como se dijo este es de la Nación y 
por lo mismo inembargable, imprescriptible e inalienable, hecho que 
hace inconsecuente que el Estado llegue a pagar o a indemnizar por 
su recuperación. 

Si bien la propia Constitución Política, artículo 72, dispone que la 
1
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indemnización, entendida en su sentido habitual como el resarcimien-
to de perjuicios a un tercero que resulta afectado por un hecho deter-
minado, comporta una situación contraria a la Constitución Política, 
pues tratándose de bienes de la Nación, ninguna persona que los haya 
adquirido, directamente o por interpuesta persona, puede aducir un 
perjuicio; el único perjudicado posible es el verdadero propietario de 
los bienes, que en este caso no es otro que la Nación. 

Aceptar la indemnización en este caso podría equivaler al reco-
nocimiento de un perjuicio y de un cierto derecho sobre los bienes 
adquiridos por un tercero luego de ser exportados ilícitamente o ro-
bados, hecho no posibilitado por el ordenamiento Constitucional que 
niega inclusive la posibilidad de que estos bienes sean adquiridos por 
el simple transcurso del tiempo sin consideración a la buena o mala 
fe que ello comporte. Por ello, el Gobierno Nacional, al momento de 
Adherir al Convenio, evaluará posibilidad y pertinencia de formular 
una declaración interpretativa a este respecto, señalando que no se re-
conoce ningún tipo de título de dominio sobre el bien ya que el único 
titular es la Nación colombiana.

El Convenio de Unidroit prevé unos plazos para la presentación de 
demandas de restitución de bienes robados o exportados ilícitamente, 
artículo 3°, numerales 3, 4 y 5, y artículo 5°, numeral 5, correlati-
vamente ligados a tiempos de prescripción para las demandas o re-
clamaciones. Aunque se prevén plazos diferentes, inclusive mayores 
a 75 años, se entiende en el Convenio que estos deben tener algún 
límite temporal. Para lo cual es necesario de igual manera formular 
una declaración interpretativa, ya que como se ha reiterado, esta si-
tuación resulta inaceptable en el caso de los bienes que constituyen el 
Patrimonio Arqueológico Nacional, los cuales como se ha señalado, 
son imprescriptibles, es decir no pueden adquirirse por el transcurso 
del tiempo ni tienen límite temporal para ser reivindicados. 

Las dos situaciones indicadas en los numerales 4 y 5 de este aná-
lisis podrían superarse mediante la formulación de una reserva al 
Convenio. Sin embargo, el artículo 18 del mismo instrumento con-
templa que no se admitirá ninguna reserva que no esté expresamen-
te autorizada en el mismo, no encontrándose la posibilidad de una 
reserva en el sentido indicado expresamente facultada; por lo que es 
necesario formular las correspondientes declaraciones interpretati-
vas del asunto. 

El artículo 6°, numeral 3 del Convenio, prevé que el poseedor que 
deba devolver el bien cultural al territorio del Estado requirente que ha 
sido exportado ilícitamente, podrá optar por seguir siendo propietario 
del bien o por transferir su propiedad a la persona que elija, a título 
oneroso o gratuito, siempre que esta resida en el territorio del Estado 
requirente. Además de que el cometido de la disposición no es com-

Política en lo que respecta a bienes del patrimonio arqueológico, pues 
el único propietario de los mismos, como se ha reiterado, es la Nación 
sin ningún reconocimiento o posibilidad de reconocimiento, a partir 
de su vigencia, de derechos particulares o de transferencia de derechos 
de ninguna clase sobre los mismos. En cuyo caso sería indispensable 
formular, de igual forma, una declaración interpretativa. 

El numeral segundo del artículo sexto señala que para determinar 
si el poseedor sabía o hubiese debido razonablemente saber que el 
bien cultural se había exportado ilícitamente, se tendría en cuenta las 

exportación requerido en virtud del derecho del Estado requirente. 
Se reitera además que estas observaciones se efectúan, en particular, 

en lo que del mismo implique al Patrimonio Arqueológico Nacional 
no así a los demás bienes culturales sobre los cuales no se proyectan 
las limitaciones de los artículos 63 y 72 de la Constitución Política. 

Como quedó enunciado anteriormente, una vez cumplido el trámi-
te de aprobación legislativa y de revisión constitucional, Colombia 
podrá perfeccionar el vínculo internacional respecto del Convenio, 

mediante el depósito del correspondiente instrumento de Adhesión 
ante el Gobierno de la República Italiana, depositario del Convenio. 

En virtud de lo expuesto, el Gobierno Nacional a través del Mi-
nistro de Relaciones Exteriores y la Ministra de Cultura, solicita al 
honorable Congreso de la República, aprobar el “Convenio de Uni-

,
.

De los honorables Congresistas,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.
La Ministra de Cultura,

Paula Marcela Moreno.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
por la cual se ordena el seguimiento a los convenios

internacionales suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-

tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los convenios internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada 
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir 
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al 
Ministerio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones Segun-
das.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA

GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007 
Señora Presidenta:

147 de 2007 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Convenio de 
Unidroit sobre los bienes culturales robados o exportados ilícitamen-
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despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue presenta-
da en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de ley es competencia de la Comisión Segunda 
Constitucional Permanente, de conformidad con las disposiciones re-
glamentarias y de ley.

El Subsecretario General,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Subsecretario General del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla.

* **
PROYECTO DE LEY NUMERO 148 DE 2007 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Memorando de entendimiento 
entre el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia sobre co-
operación en el campo de la educación y la capacitación”, suscrito el 

seis (6) de agosto de 2002.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Memorando de entendimiento entre el Gobierno 
de Australia y el Gobierno de Colombia sobre cooperación en el cam-
po de la educación y la capacitación”, suscrito el seis (6) de agosto 
de 2002.

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del ins-
trumento internacional mencionado).
MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO ENTRE EL GOBIERNO 
DE AUSTRALIA Y EL GOBIERNO DE COLOMBIA SOBRE 

COOPERACION EN EL CAMPO DE LA EDUCACION 
Y LA CAPACITACION

Guiados por el deseo de realzar las amigables relaciones bilate-
rales entre ambas naciones en el campo de la educación y de la ca-
pacitación, y considerando la importancia de la educación como un 
factor de desarrollo económico, así como medio para estrechar los 
vínculos entre sus pueblos, el Gobierno de Australia y el Gobierno de 
Colombia (denominados en Adelante como las ‘Partes”) suscriben los 
siguientes entendimientos:

Parágrafo 1°
Este Memorando de Entendimiento sienta las bases del marco de 

trabajo dentro del cual las Partes deben considerar de manera conjunta 
los programas de cooperación en educación y capacitación sobre la 

Parágrafo 2°
Las Partes harán todo lo que esté a su alcance por fomentar y facili-

tar, según sea el caso y de conformidad con las leyes y reglamentacio-
nes pertinentes de ambas Partes, el desarrollo de contactos y coope-
ración entre las agencias del gobierno, las instituciones educativas, 
organizaciones y demás entidades de Australia y de Colombia y el 
perfeccionamiento de otros convenios entre dichos organismos para 
llevar a cabo las actividades de cooperación.

a) Facilitar el intercambio de personal académico y estudiantes en-
tre colegios e instituciones reconocidos de educación superior y vo-
cacional;

b) Fomentar la asistencia mutua y el intercambio de información 
en áreas de interés en colegios de educación superior y vocacional;

c) Facilitar la organización de exhibiciones y seminarios especia-
lizados;

d) Respaldar el desarrollo de capacitación cooperativa, investiga-
ción conjunta, transferencia de tecnología y consorcios entre las res-
pectivas autoridades e instituciones;

e) Promover el desarrollo de actividades conjuntas tendieres a la 
explotación de la tecnología de la información, en particular de Inter-
net, en el campo de la educación;

f) Apoyar la creación de becas especialmente para estudios de post-
grado, maestrías y PhD en aquellas áreas de interés mutuo que conlle-
ve a la formación del talento humano;

g) Fomentar el intercambio lingüístico entre los dos países y el 
perfeccionamiento de los idiomas, de tal forma que Australia apoye el 
desarrollo de Programas para la capacitación en el inglés y Colombia 
en el castellano;

h) Intercambiar información sobre las instituciones que fomentan 
y regulen la educación entre sus países, academias de educación su-
perior, Universidades y otras entidades educativas;

i) Disponer otras formas de cooperación en educación y capacita-
ción que se determinen mutuamente.

Parágrafo 3°
Los costos de las actividades de cooperación educación de acuerdo 

-
nados mutuamente y sujetos a la disponibilidad de los recursos.

Parágrafo 4°
a) Este Memorando de Entendimiento entrará en vigor a partir de 

-
miento de los requisitos legales internos necesarios para la entrada en 
vigor del presente Memorando;

b) Este Memorando de Entendimiento podrá ser terminado en cual-
quier momento por cualquiera de las Partes mediante aviso escrito de 
su intención, a la otra Parte. La terminación se hará efectiva un mes 
siguiente al aviso;

c) En caso de terminación de este Memorando de Entendimiento y 
salvo acuerdo al contrario, las disposiciones bajo el mismo continua-
rán vigentes hasta tanto se lleve a cabo hasta su terminación, la imple-
mentación de los procedimientos, planes y programas de cooperación 
que se hagan de acuerdo con este Memorando;

d) Este Memorando de Entendimiento podrá ser revisado o modi-

de este Memorando de Entendimiento podrá hacerse por acuerdo es-
crito entre las Partes;

e) Este Memorando de Entendimiento tendrá una vigencia de cinco 
años, luego de los cuales se renovará por otro período de cinco años, 
salvo acuerdo al contrario entre las Partes.

Parágrafo 5°
Ambas Partes arreglarán, amigablemente y sin demora, mediante 

consultas, las discrepancias que surjan con respecto a este Memo-
rando.

Parágrafo 6°
Este Memorando de Entendimiento se suscribe en inglés y castella-

no, ambos textos igualmente auténticos el 6 de agosto del año 2002.
Por el Gobierno de Australia,

(Firma ilegible).
Por el Gobierno de Colombia,

(Firma ilegible).
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 3 de septiembre de 2003
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Memorando de entendimiento entre el 

Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia sobre cooperación 
en el campo de la educación y la capacitación”, suscrito el seis (6) de 
agosto de 2002.

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la 
Ley 7ª de 1944, el “Memorando de entendimiento entre el Gobierno 
de Australia y el Gobierno de Colombia sobre cooperación en el cam-
po de la educación y la capacitación”, suscrito el seis (6) de agosto 
de 2002, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional res-
pecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D. C., a los ...
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

de Relaciones Exteriores y la Ministra de Educación Nacional.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.
La Ministra de Educación Nacional,

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artícu-

los 189 numeral 2, 150 numeral 16 y 224 de la Constitución Política, 
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República 
el Proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el “Memorando
de entendimiento entre el Gobierno de Australia y el Gobierno de 
Colombia sobre cooperación en el campo de la educación y la capa-
citación”, suscrito el seis (6) de agosto de 2002.

CONSIDERACIONES GENERALES
Las relaciones diplomáticas con Australia, fueron establecidas el 9 

de septiembre de 1975. El punto de mayor acercamiento y de contacto 
político entre Colombia y Australia lo constituye su permanencia al 
“Grupo Cairns” en el seno de la Organización Mundial de Comercio, 
OMC, grupo que junto con 15 países más, buscan incentivar el desa-
rrollo y la exportación de la producción del sector agrícola.

En el ámbito multilateral tanto Australia como Colombia hacen 

Colombia ha manifestado su interés por ingresar al Foro de  Coope-
-

mitirán al país en el futuro una mayor cooperación económica con la 

Miembros de admitir nuevos países, ha afectado el progreso de la 
candidatura de Colombia de ser miembro en esos Foros; por ello la 
suscripción y aprobación de un Memorando de Entendimiento de esta 
naturaleza, será visto por Australia, como un claro testimonio de que 
Colombia asume sus compromisos internacionales con respeto y res-
ponsabilidad.

La tradición de inmigrantes sigue vigente en Australia a lo largo 
de sus 100 años de fundada (1901-2001) y la población latinoame-
ricana tiene una colonia fuerte después de la asiática y europea en el 

territorio australiano, su permanencia ha fortalecido y enriquecido la 
diversidad cultural que consolida la identidad nacional de Australia.

La existencia en Australia de diversos pueblos indígenas que ha-
blan más de cien idiomas distintos, la presencia de los colonizadores 

distintas corrientes migratorias, hizo posible que la vigencia del prin-
cipio de la tolerancia cultural y la armonía comunitaria prevaleciera 
en una comunidad diversa como la australiana.

El Gobierno colombiano ha observado en los últimos años el incre-
mento de las relaciones de Australia con América Latina atendiendo la 

intercambio de bienes, servicios y personas. La solidaridad del pueblo 

de becas, en la oferta de cupos universitarios para los estudiantes y 
en la posibilidad de vinculación laboral para cientos de compatriotas.

Australia es hoy en día uno de los países de más rápido crecimien-
to dentro del grupo de los países en desarrollo, su economía despegó 
gracias a los sectores agrícolas, ganaderos, mineros y comerciales, 
justo en etapas en las cuales se encuentran países como Colombia.

Uno de los más importantes canales de acercamiento entre Colom-
bia y Australia es el área de la educación, visto claramente en la gran 

con el objetivo de adelantar estudios tanto en el aprendizaje del inglés 
como para programas de educación superior. En agosto de 2002, los 
cálculos aproximados son de 1.432 estudiantes colombianos, el nú-
mero más alto de Latinoamérica después de Brasil.

Datos ofrecidos por el Consulado de Colombia en Sidney han de-
muestrado que las cifras aumentan cada año; es decir, en el 2001, 204 
estudiantes colombianos realizaban, posgrado en diferentes áreas, -
excluyendo los estudiantes de programas para aprender inglés-, en el 
2002 ascendió a 331 el número de inscritos en posgrado. Estas esta-

la educación internacional en Australia -IDP- con base en la informa-
ción suministrada por 39 universidades australianas. El informe indica 
además, que los programas de mayor aceptación para los colombianos 
después del inglés, son los relacionados con negocios, administración 

Con el propósito de buscar fórmulas para que estas oportunidades 

de atraer estudiantes australianos, capacitar a profesores colombianos, 
establecer alianzas entre centros educativos de educación superior, 
promover el establecimiento de carreras técnicas, y fomentar el inter-

consecución de dichos objetivos. Es de anotar que éste es el primer 
convenio que Colombia suscribe con Australia.

El comportamiento de becas con Australia ha sido fructífero desde 
1998 cuando se inició un acuerdo interinstitucional entre el Instituto 
Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior, 
Icetex, y la Universidad de Wollongong lo que ha permitido el pro-
ceso de internacionalización de la educación colombiana en el conti-
nente de Oceanía.

Por su parte, el Ministerio de Educación de Colombia, está conven-
cido de que con la aprobación de este Memorando de Entendimiento 
se aprovecharán los conocimientos y la alta tecnología de Australia 
en la promoción y exportación de servicios educativos, programas de 
educación virtual y a distancia, acreditación de programas virtuales e 
indicadores de calidad en la gestión de las Instituciones de Educación 
Superior de Colombia.

Así mismo, otras entidades adscritas al Ministerio de Educación, 
como el Instituto Nacional para Ciegos, Inci, y el Instituto Nacional 
para Sordos, Insor, encuentran en este acuerdo, una herramienta útil 

discapacitada en Colombia. Gracias a la calidad, la experiencia y los 
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logros alcanzados por Australia en el lenguaje de las señas y sus ade-
lantos en cuanto a la capacitación de profesionales que atienden a 
personas con baja visión, se podrá iniciar un intercambio académico, 
como lo establece el Memorando de Entendimiento, en programas 
relacionados con la limitación visual y auditiva entre los dos países.

ESTRUCTURA E IMPORTANCIA DEL MEMORANDO
El Memorando se compone de un preámbulo y seis parágrafos.
En el preámbulo, se consignan las razones o motivos que dieron 

lugar a la suscripción del memorando como son el deseo de realzar las 
relaciones bilaterales en el campo de la educación y la capacitación, 
la importancia de la educación como factor de desarrollo económico 
y el propósito de contar con un instrumento que permita estrechar los 
vínculos entre sus pueblos.

Los parágrafos o cláusulas sustantivas constituyen las bases del 
marco de trabajo dentro del cual las partes considerarán, de manera 
conjunta, los programas de cooperación en educación y capacitación 

Dentro del contexto del Memorando se destaca el deseo de las Par-
tes por fortalecer los lazos de amistad existentes entre sus respecti-
vos pueblos mediante el conocimiento y el intercambio de sus valores 
educativos.

Los aspectos más relevantes que contempla el presente Memoran-
do puesto a consideración de los honorables Senadores y Represen-
tantes son los siguientes:

1. Facilitar el intercambio de estudiantes entre reconocidas institu-
ciones de educación superior.

2. Animar la asistencia mutua y el intercambio de información en 
áreas de interés para instituciones en educación superior.

3. Facilitar la organización de exhibiciones y seminarios especia-
lizados.

4. Apoyar la colaboración mutua para el entrenamiento, investi-
gación, transferencia de tecnología y empresas de riesgo compartido 
entre las instituciones y autoridades respectivas de cada país.

5. Promover el desarrollo de actividades comunes que conducen 
a la explotación de la tecnología de información, especialmente el 
Internet, en el campo de la educación.

6. Prestar ayuda a los estudiantes, especialmente para estudios de 
-

buir al desarrollo del recurso humano y social de ambos países.

programas para colombianos, de inglés en Australia y programas de 
castellano para australianos en Colombia.

8. Intercambiar información sobre las instituciones que fomentan 
y regulan la educación entre sus países, instituciones de educación 
superior, y otras entidades educativas.

De otra parte, el instrumento prevé claramente que los costos de las 
-

nados mutuamente y sujetos a la disponibilidad de los recursos.
Para el interés nacional reviste singular importancia las cláusulas 

de este instrumento internacional, destinado a hacer efectivas, en el 
campo de la educación, el desarrollo del pueblo colombiano y de las 
buenas relaciones entre los dos países.

Finalmente, anotamos que la Corte Constitucional mediante Sen-
tencia C933/2006 declaró inexequible la Ley 1019 de 2006, aproba-
toria del citado instrumento internacional, al constatar que 
segundo debate en la Plenaria del Senado no se dio cumplimiento a 

-

la votación”.

Y agregó el alto Tribunal que “al haber sido votado el proyecto en 
sesión distinta a la anunciada previamente, el Congreso de la Repú-

-

de ser un “vicio insubsanable”; por el hecho de haberse producido 

deben tener origen las leyes aprobatorias de tratados internaciona-
les; esto es, en el Senado de la República (C. P. artículo 154).

Así mismo, la Corte Constató que el proyecto de ley se debatió y 
aprobó en más de dos legislaturas, con lo cual se desconoció el man-
dato contenido en el artículo 162 de la Constitución que ordena de 
manera perentoria que “Ningún proyecto podrá ser considerado en 
más de dos legislaturas”. En efecto, señaló la Corte, que el primero 
y segundo debate el Senado de la República se realizaron en la legis-
latura comprendida entre el 20 de julio de 2003 y el 20 de junio de 
2004 (primera legislatura); el primer debate en la Comisión Segunda 
Permanente de la Cámara de Representantes tuvo lugar en la legisla-
tura que va del 20 de julio de 2004 y el 20 de junio de 2005 (segunda 

-
ra se efectuó en el curso de la legislatura comprendida entre el 20 de 
julio de 2005 y el 20 de junio de 2006 (tercera legislatura), con lo cual 
se desbordó el plazo máximo establecido por la Carta Política.

Así, la Corte concluye que -
bación de la Ley 1019 de 2006, el Congreso de la República incum-

-

de aprobación de los proyectos de ley el anuncio previo de la votación 
en cada uno de los debates parlamentarios; y ii) el consagrado en el 

-
yectos en no más de dos legislaturas.

Por las anteriores consideraciones, el Gobierno Nacional, a través 
del Ministro de Relaciones Exteriores y de la Ministra de Educación 
Nacional, presenta y solicita nuevamente al honorable Congreso Na-
cional aprobar el “Memorando de entendimiento entre el Gobierno de 
Australia y el Gobierno de Colombia sobre cooperación en el campo de 
la educación y la capacitación”, suscrito el seis (6) de agosto de 2002.

Honorables Senadores y Representantes
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.
La Ministra de Educación Nacional,

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios 
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará 
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de Sena-
do y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario posteriores 
al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un informe pormeno-
rizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando los Convenios 
Internacionales vigentes suscritos por Colombia con otros Estados. 

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada de 
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la 
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas. 

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará como 
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el Minis-
terio de Relaciones Exteriores presente a consideración del Congreso. 
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Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 

Amylkar Acosta Medina 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Pedro Pumarejo Vega. 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Carlos Ardila Ballesteros. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese. 
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores, 

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007 
Señora Presidenta:

de 2007 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Memorando de 
entendimiento entre el Gobierno de Australia y el Gobierno de Colombia 
sobre cooperación en el campo de la educación y la capacitación”, sus-
crito el seis (6) de agosto de 2002, me permito pasar a su despacho el ex-
pediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy 
ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Perma-
nente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Subsecretario General,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Subsecretario General del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla.

***

por medio de la cual se aprueba el “Memorando de entendimiento 
entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de Acción Financiera 

Cartagena de Indias el 8 de diciembre de 2000, la 
Memorando de entendimiento entre los Gobiernos de los Estados del 

-

2001, y la 
Gobiernos de los Estados del Grupo de Acción Financiera de Suda-

21 de julio de 2006.
El Congreso de la República

Visto el texto del “Memorando de entendimiento entre los Gobier-
-

Indias el 8 de diciembre de 2000, la 
de entendimiento entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de 

-
sud)”

2006.
(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia de los textos íntegros de 

los instrumentos internacionales mencionados).
MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO ENTRE LOS GO-

BIERNOS DE LOS ESTADOS DEL GRUPO DE ACCION FI-
NANCIERA DE SUDAMERICA CONTRA EL LAVADO 

DE ACTIVOS (GAFISUD)
PREAMBULO

Considerando la amenaza que representan las actividades de lava-
do de activos, así como el interés en la protección de un sistema eco-

por las organizaciones criminales. 

social, económica y política de nuestra región. 
Considerando el trabajo desarrollado y las acciones emprendidas 

hasta el momento en la lucha contra el lavado de activos por los países 
que ahora se reúnen. 

el acervo de las medidas contra el lavado de activos del Grupo de 
Acción Financiera Internacional contra el blanqueo de capitales, así 
como contar con el apoyo de sus miembros y de las organizaciones in-
ternacionales dedicadas a la protección de la comunidad internacional 
frente a las amenazas de la criminalidad organizada. 

Asumiendo que la cooperación internacional es crucial en la lucha 

en varios foros para aplicar de forma efectiva la Convención de las 
-

tancias Sicotrópicas de 1988 y el Reglamento Modelo de la CICAD 

y otros Delitos Graves. 
Siguiendo el compromiso manifestado en la Reunión de Cancún, 

de febrero de 2000, de Ministros de Finanzas del Hemisferio Occi-
dental para la creación de un grupo regional de acción contra el lava-
do de activos. 

Ejecutando la recomendación de la reunión de Presidentes de Amé-
rica del Sur, realizada en Brasilia, en septiembre de 2000. 

comunidad internacional el establecimiento de mecanismos de pre-
vención y control del lavado de activos. 

Los Estados signatarios de este Memorando acuerdan: 
I. OBJETIVOS

a) Crear y poner en funcionamiento el Grupo de Acción Financiera 

las condiciones señaladas en este Memorando;
b) Reconocer y aplicar las 40 Recomendaciones del Grupo de Ac-

ción Financiera internacional contra el blanqueo de capitales y las 

II. MIEMBROS
1. Los Estados signatarios de este Memorando tienen la condición 

de miembros originarios. 
2. Otros Estados podrán incorporarse previa solicitud de adhesión 

al presente Memorando y de su admisión por el Pleno. 
III. MIEMBRO ASESOR

1. La Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Dro-
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IV. OBSERVADORES
1. Tendrán esta condición aquellos Estados y organizaciones que 

admitidos como tales por el Pleno. 

-
nanciero, de acuerdo con sus normas y políticas en la materia, para la 
consecución de los objetivos perseguidos. 

3. El procedimiento para la admisión de los observadores requerirá 

organización. 
V. ESTRUCTURA Y FUNCIONES

i) El Consejo de Autoridades;
ii) El Pleno de Representantes;
iii) La Secretaría.

y estará integrado por un representante de cada Estado que ejerza la 
máxima responsabilidad en materia de lucha contra el lavado de ac-
tivos. Se reunirá cuando el Pleno lo considere conveniente y en las 
ocasiones en que lo estime necesario para la aprobación de asuntos o 
proyectos que requieran de un alto grado de respaldo político-institu-
cional.

3. El Pleno está compuesto por los delegados designados por cada 
Estado miembro. Se reunirá, al menos, dos veces al año y tendrá como 
funciones:

i) Valorar, discutir y, en su caso, aprobar todas las resoluciones; 
ii) Aprobar el Programa de Acción; 
iii) Aprobar el presupuesto;
iv) Aprobar el informe anual;
v) Controlar la ejecución del Programa de Acción aprobado; 
vi) Designar al Secretario Ejecutivo, aprobar la estructura y demás 

funciones de la Secretaría;
vii) Aprobar las normas de procedimiento que sean necesarias; 
viii) Aceptar la incorporación de nuevos miembros y observadores. 
4. Las reuniones del Pleno se regirán por las siguientes reglas: 
i) Todos los Miembros, el Miembro asesor y los Observadores par-

ticiparán en las reuniones; 
ii) El Pleno determinará aquellas reuniones a las que solo puedan 

asistir los Miembros; 
iii) Solo los Miembros tienen derecho de voto. El Miembro asesor 

y los Observadores tendrán voz pero no voto. Solo los miembros pre-
sentes tienen derecho a votar. 

de sus miembros y como tal ejercerá su representación. El ejercicio 
de la Presidencia se extenderá por períodos de un año, prorrogables. 
Al inicio de cada período, el Presidente someterá a la aprobación del 
Pleno el Programa de Acción, en el que se expondrán los objetivos y 

6. El Secretario Ejecutivo será una persona idónea y con elevado 

prorrogables y ejercerá su cargo en forma remunerada. 
7. La Secretaría llevará a cabo las funciones técnicas y administra-

de la Secretaría: 
i) Preparar el informe anual de actividades, el presupuesto y los 

programas de trabajo contenidos en el Programa de Acción;
ii) Proveer a la Presidencia y al Pleno con informes periódicos de 

su actividad;
iii) Ejecutar el Programa de Acción aprobado; 

iv) Administrar el presupuesto aprobado; 
v) Coordinar, colaborar y facilitar las evaluaciones mutuas; 
vi) Ejercer la representación técnica y actuar como nexo entre el 

contra el lavado de activos y materias conexas;
vii) Asistir al Consejo de Autoridades, a la Presidencia y el Pleno 

en el desarrollo de sus actividades; 
viii)Las demás que le sean asignadas por el Pleno. 

VI. MECANISMO DE ADOPCIÓN DE DECISIONES
1. Todas las resoluciones del Consejo de Autoridades y del pleno 

de Representantes serán adoptadas por el consenso de los miembros, 
el que será registrado por la Secretaría. 

2. En los casos de aprobación de informes vinculados con eva-
luaciones mutuas no resultará necesario contar con el consenso del 
Estado involucrado en el informe para adoptar una resolución al res-
pecto.

VII. AUTOEVALUACIONES Y EVALUACIONES MUTUAS
1. Los miembros acuerdan participar en un programa de autoeva-

luación, coordinado por la Secretaría. 
2. Los miembros acuerdan participar en un programa de evaluacio-

nes mutuas conducido de acuerdo con los procedimientos de evalua-
ción mutua aprobados por el Pleno. 

3. En todo caso, en cada evaluación mutua participarán expertos 
técnicos de tres Miembros. Dentro del equipo de evaluadores podrá 
solicitarse la asistencia de expertos de países y de las organizaciones 
observadoras, cuando así lo estime apropiado el Miembro evaluado. 

VIII. FINANCIAMIENTO
-

ciones anuales de sus miembros, los aportes voluntarios de los obser-
vadores y otras fuentes adicionales. Los Miembros harán efectivas 
sus obligaciones económicas cuando su orden jurídico interno lo per-
mita.

2. Los gastos derivados de la participación de cada Miembro u 

en procesos de evaluación mutua, serán atendidos por cada uno de 
ellos.

3. La Presidencia, con el apoyo de la Secretaría, someterá al Pleno 
-

nanciamiento.
IX. IDIOMAS

X. ENMIENDA DEL MEMORANDO
-

XI. ENTRADA EN VIGOR
Este Memorando de Entendimiento entrará en vigor en la fecha en 

XII. RETIRO
El retiro de un Miembro o de un Observador se hará efectivo una 

Firmado en la Ciudad de Cartagena de Indias a los ocho días del 
mes de diciembre del año dos mil en un ejemplar que hace fe y que 

Por el Gobierno de la República Argentina, 
El Secretario de Programación para la Prevención de la Drogadic-

Lorenzo Cortese.
Por el Gobierno de la República Bolivia 
El Embajador Extraordinario y Plenipotenciario en Colombia,

Guido Riveros Franck.
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Por el Gobierno de la República Federativa del Brasil,
El Presidente de COAF,

Adrienne Giannetti Nelson de Senna.
Por el Gobierno de la República de Colombia,
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Rómulo González Trujillo.
Por el Gobierno de la República de Chile, 
El Asesor del Subsecretario del Interior,

Jorge Vives Dibarrart.
Por el Gobierno de la República del Ecuador, 
El Director Nacional de Procesamiento de Información Reservada,

Xavier Arregui.
Por el Gobierno de la República del Paraguay, 
El Ministro de Industria y Comercio,

Euclides Acevedo.
Por el Gobierno de la República del Perú, 
El Jefe de Cooperación Internacional de Contradrogas,

Sergio Kostritsky Pereira.
Por el Gobierno de la República Oriental del Uruguay, 
El Ministro de Economía y Finanzas,

Alberto Bension.
Por la OEA – CICAD, 
El Secretario Ejecutivo Adjunto,

Alberto Hart.
MODIFICACION DEL MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO 
ENTRE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS DEL GRUPO 

DE ACCION FINANCIERA DE SUDAMERICA CONTRA 
EL LAVADO DE ACTIVOS (GAFISUD)

-
-

en el texto suscrito por los países miembros en Cartagena de Indias, 
Colombia, el 8 de diciembre del año 2000.

-
tra c) en el artículo I del Memorando de Entendimiento que reza del 
siguiente tenor:

-
nanciación del terrorismo, reconociendo y aplicando las ocho Reco-
mendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional contra el 

Por el Gobierno de la República Argentina, 
El Ministro de Justicia y Derechos,

Señor Jorge de la Rúa.
Por el Gobierno de la República Bolivia 
El Cónsul de Bolivia en Santiago,

Señor
Por el Gobierno de la República Federativa del Brasil,
El Embajador,

Señor Joao Augusto de Medicis.
Por el Gobierno de la República de Chile, 
El Ministro del Interior,

Señor
Por el Gobierno de la República de Colombia,
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Señor Rómulo González Trujillo.
Por el Gobierno de la República del Paraguay, 
El Viceministro de Industria y Comercio,

Señor Fernando Villalba.

Por el Gobierno de la República del Perú, 
El Embajador,

Señor Jorge Colunge V.
Por el Gobierno de la República Oriental del Uruguay, 
El Viceministro de la Presidencia de la República,

Señor Leonardo Costa Franco.
Por el Gobierno de la República del Ecuador, 

…
Por la CICAD – OEA, 

Señor Rafael Franzini Batlle.
MODIFICACION DEL MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO 
ENTRE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS DEL GRUPO 

DE ACCION FINANCIERA DE SUDAMERICA CONTRA 
EL LAVADO DE ACTIVOS (GAFISUD)

-

en Santiago de Chile, el 6 de diciembre del año 2001.

a) Modifícase el artículo V del Memorando de Entendimiento del 

3. El Pleno está compuesto por los delegados designados por cada 
Estado miembro. Se reunirá, al menos, dos veces al año y tendrá como 
funciones:

i) Valorar, discutir y, en su caso, aprobar todas las resoluciones; 
ii) Aprobar el Programa de Acción; 
iii) Aprobar el presupuesto;
iv) Aprobar el informe anual;
v) Controlar la ejecución del Programa de Acción aprobado; 
vi) Designar al Secretario Ejecutivo, aprobar la estructura y de-

más funciones de la Secretaría;
vii) Aprobar las normas de procedimiento que sean necesarias;
viii)Aceptar la incorporación de nuevos miembros y observado-

res;
ix) Resolver la suspensión o la desvinculación del grupo de los 

Miembros.
4. Las reuniones del Pleno se regirán por las siguientes reglas: 
i) Todos los Miembros, el Miembro asesor y los Observadores par-

ticiparán en las reuniones; 
ii) El Pleno determinará aquellas reuniones a las que sólo puedan 

asistir los Miembros; 
iii) Sólo los Miembros tienen derecho de voto. El Miembro asesor 

y los Observadores tendrán voz pero no voto. Sólo los miembros pre-
sentes tienen derecho a votar.

iv) El Pleno de Representantes podrá resolver la suspensión 
de la participación de un miembro en la toma de decisiones del 

-

b) Modifícase el artículo VI del Memorando de Entendimiento del 
-
-

guiente forma:
2. En los casos de aprobación de informes vinculados con eva-

luaciones mutuas o de aprobación de resoluciones de suspensión 

el consenso del Estado involucrado en el informe para adoptar 
una resolución al respecto. 
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c) Modifícase el artículo VIII del Memorando de Entendimiento 

-
ciones anuales de sus miembros, los aportes voluntarios de los obser-
vadores y otras fuentes adicionales. Los Miembros harán efectivas sus 
obligaciones económicas. -

Pleno de Representantes podrá aplicar sanciones limitativas de la 

-

Por el Gobierno de la República de Argentina, 
El Ministro Embajada Argentina en Brasil,

Señor Jorge A. Molina Arambarri.
Por el Gobierno de la República de Bolivia 
El Viceministro de Pensiones y Servicios Financieros, Ministerio 

de Hacienda,
Señor

Por el Gobierno de la República del Brasil,
El Secretario Ejecutivo de COAF, Ministerio de Hacienda,

Señor Paulo Marcio Neves Rodríguez.
Por el Gobierno de la República de Chile, 
El Ministro del Hacienda,

Señor
Por el Gobierno de la República de Colombia,
El Embajador, Embajada de Colombia en Brasil,

Señor Mario Galofre Cano.
Por el Gobierno de la República del Ecuador,
Procuraduría General del Estado,

Señor Fernando Mera Espinosa.
Por el Gobierno de la República del Paraguay, 
El Ministro de Industria y Comercio,

Señor Raúl Vera Bogado.
Por el Gobierno de la República del Perú, 
El Director Ejecutivo Unidad de Inteligencia Financiera,

Señor Carlos Hamann-Pastorino.
Por el Gobierno de la República Oriental del Uruguay, 
El Prosecretario de la Presidencia de la República,

Señor

del original,

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 25 de junio de 2007
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

de la República para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Fernando Araújo Perdomo.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Memorando de entendimiento entre los 

Gobiernos de los Estados del Grupo de Acción Financiera de Suda-

de Indias el 8 de diciembre de 2000, la 
de entendimiento entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de 

-

sud)”

2006.
Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 

la Ley 7ª de 1944, el “Memorando de entendimiento entre los Go-
-

Indias el 8 de diciembre de 2000, la 
de entendimiento entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de 

-
sud)”

2006, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligarán al país a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional res-
pecto de los mismos.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D. C., a los ...
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

del Interior y de Justicia y el Ministro  de Relaciones Exteriores.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.
EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Congresistas:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artícu-

los 150 numeral 16, 189 numeral 2 y 224 de la Constitución Política 
de Colombia, presentamos a consideración del honorable Congreso 
de la República el Proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el 
“Memorando de entendimiento entre los Gobiernos de los Estados 

de 2000, la 
Gobiernos de los Estados del Grupo de Acción Financiera de Suda-

de Chile el 6 de diciembre de 2001, y la 
de entendimiento entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de 

-
sud)”

I. CONSIDERACIONES PREVIAS
-

nal que agrupa a los países de América del Sur para combatir el lavado 

de mejorar continuamente las políticas nacionales que se instituyen 
en contra de estas conductas y de la profundización en los distintos 
mecanismos de cooperación entre los países miembros.

Esta Organización se creó formalmente el 8 de diciembre en Car-

constitutivo del grupo por los representantes de los gobiernos de diez 
países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Para-
guay, Perú y Uruguay. Recientemente se aceptó la solicitud del Go-
bierno de México, como miembro permanente.

Participan como observadores Alemania, el Banco Mundial, Ban-
co Interamericano de Desarrollo, Egmont, España, Estados Unidos,
FMI, Francia, INTERPOL, INTOSAI, Naciones Unidas y Portugal. 

-
po de Acción Financiera Internacional sobre lavado de dinero (GAFI/
FATF), el Grupo de Acción Financiera del Caribe (GAFIC/CFATF) y 
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la Organización de Estados Americanos a través de la Comisión Inte-
ramericana para el Control del abuso de drogas (CICAD).

Internacional (GAFI) adhiriéndose a las Cuarenta Recomendaciones 
del GAFI como estándar internacional contra el lavado de dinero más 

-
ción del terrorismo, del mismo modo ha sumado a su cometido la 

en su mandato de actuación contenido en el Memorando de Enten-
dimiento y articulando un Plan de Acción contra la Financiación del 
Terrorismo. 

El cumplimiento de los parámetros contenidos en las Cuarenta Re-

vocación de conseguir los instrumentos necesarios para una política 
global completa para combatir este delito. Así pues, se persigue una 

-
rativos y de las instancias públicas responsables de esas áreas.

en el marco de la reunión de Ministros de Finanzas de Latinoamérica 
en Cancún. Para el efecto Brasil y Argentina, admitidos por el GAFI 
mundial, fueron designados como organizadores. Posteriormente, en 
julio de 2000, durante la reunión del Grupo de Expertos contra el la-
vado de Activos de la CICAD (conferencia de la OEA sobre Drogas), 
se aprobó la solicitud de Colombia de ser admitida como miembro 
organizador del nuevo mecanismo.

Así, los gobiernos sudamericanos, con el propósito de fortalecer 
una política regional destinada a impedir que instituciones y activida-
des legítimas sean utilizadas para canalizar, ocultar o dar apariencia 
de legalidad a activos provenientes de actividades delictivas, suscri-

de diciembre de 2000, en la ciudad de Cartagena de Indias. 

a aceptar la disciplina de estar sujetos a una vigilancia multilateral y a 
evaluaciones mutuas con base en las 40 Recomendaciones del GAFI 
y en las que el Grupo adopte para sí. A tal efecto, los países miembros 
supervisan a través de un doble enfoque: un ejercicio anual de au-
toevaluación y un proceso más detallado de evaluación mutua.

II. CONTENIDO Y ALCANCE
El Memorando consta de un preámbulo y 12 artículos.
El preámbulo reitera la preocupación de los países del área por 

la amenaza que representa el blanqueo de capitales para mantener la 
estabilidad social, económica y política de la región.

la lucha contra una manifestación transnacional de la delincuencia 
como el lavado de activos, recordando a tal efecto que la respuesta al 
fenómeno debe ser igualmente conjunta y basada en la cooperación 
internacional.

 enuncia los objetivos del Grupo, destacándose el re-
conocimiento y aplicación de las 40 recomendaciones del GAFI, así 

En el marco del I Consejo de Autoridades celebrado el 6 de di-
ciembre de 2001, se adicionó el siguiente objetivo al artículo I del 
Memorando de Entendimiento:

-
ciación del terrorismo, reconociendo y aplicando las ocho Recomen-
daciones del Grupo de Acción Financiera Internacional contra el lava-

La incorporación de este inciso obedeció a la expedición de las 

terrorismo, así como a los mandatos del Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas como respuesta a los atentados del 11 de sep-
tiembre. 

observador del organismo.
-

ciones de los órganos que lo componen.
Así, el Consejo de Autoridades constituye el órgano de mayor je-

rarquía y sesiona para la aprobación de asuntos que requieren alto 
grado de respaldo político institucional.

En segundo orden se encuentra el Pleno de Representantes com-
puesto por los delegados de cada Estado miembro. Dentro de sus 
funciones está la de aprobar el presupuesto y designar al Secretario 
Ejecutivo, así como la de resolver la suspensión o desvinculación de 

-
bada en el III Consejo de Autoridades en su reunión del 21 de julio 
de 2006.

Por último, el artículo precisa las funciones de la Secretaría Eje-
cutiva algunas de las cuales se refieren a preparar el informe anual 
de actividades, el presupuesto y los programas de trabajo conteni-
dos en el Programa de Acción; Proveer a la Presidencia y al Pleno 
de Representantes informes periódicos de su actividad; Ejecutar el 
Programa de Acción aprobado; Administrar el presupuesto aproba-
do; Coordinar, colaborar y facilitar las evaluaciones mutuas entre 
otras. 

 enfatiza que las decisiones tanto del Consejo de 
Autoridades como del Pleno de Representantes serán adoptadas por 
consenso. En la última reforma el Memorando de Entendimiento se 
incorporó como excepción a la regla del consenso la adopción de 
decisiones que afectan uno de los Estados miembro, en cuyo caso 
su posición no resultará determinante para la decisión que corres-
ponda.

debilidades de los sistemas que prevengan el lavado de activos de 
los países que conforman el Grupo y generar recomendaciones ten-
dientes al fortalecimiento de sus políticas contra el delito, 
VII establece el programa de auto - evaluaciones y de evaluaciones 
conjuntas.

-
les del Instrumento, las enmiendas al Memorando, la entrada en vigor 

los miembros, respectivamente, son las disposiciones contenidas en la 

de Entendimiento entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de 
Acción Financiera de Sudamérica contra el Lavado de Activos se en-
cuentran las Siguientes:

reunión del 6 de diciembre de 2001 en Santiago de Chile, por medio 
de la cual acuerdan incluir una nueva letra c) en el Artículo I la cual 
se indicó anteriormente.

su reunión del 21 de julio de 2006, en Brasilia, la cual incluye modi-

relativo a los mecanismos de adopción de decisiones en su nume-

numeral 1.
III. CONSIDERACIONES FINALES 
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-

-

-

El blanqueo de capitales es hoy reconocido como una de las con-
ductas delictivas de naturaleza transnacional de mayor gravedad. 
Consciente de ello, la comunidad internacional ha hecho referencia 
expresa a esta conducta en instrumentos tales como la Convención 

-
vención de Palermo contra la delincuencia transnacional organizada 
y, más recientemente, en la Convención de Mérida contra la Corrup-
ción.

Aunado al marco gestado al interior de la Organización de las Nacio-
nes Unidas, organismos especializados en la materia se han encargado 
del diseño de lineamientos mínimos en procura del fortalecimiento de 
los sistemas legales contra el lavado de activos de los países. En este 
contexto, las 40 recomendaciones del Grupo de Acción Financiera 
Internacional, GAFI, constituyen un punto obligado de referencia en 
la medición de las fortalezas y debilidades de las políticas adoptadas 
contra el delito de lavado de activos. 

La lucha contra la delincuencia organizada encuentra en el comba-
te al lavado de dinero su pilar más importante. En este empeño, es es-
labón indispensable el fortalecimiento de los canales de cooperación 
internacional. El carácter dinámico del delito de lavado de activos 
amerita una reacción consecuente. 

Es por tal razón que el lavado de activos no puede ser afrontado 
de manera aislada por los países en los cuales los delitos generadores 
de riqueza ilícita se presentan con mayor frecuencia. Debe concurrir 
la participación de toda la comunidad internacional a través de la ge-
neración de un frente común contra este delito. Debemos recordar 
que el capital mal habido divaga por el orbe en busca de estructu-

novedades tecnológicas, y en el peor de los casos, de la laxitud de los 
ordenamientos jurídicos. 

De lo anterior, se colige la importancia de consolidar espacios de 

cual se avance en la armonización de políticas regionales para la pre-
vención, detección e investigación del blanqueo de capitales. 

Finalmente, anotamos que el Memorando de Entendimiento de 
-

lo González Trujillo Ministro de Justicia y del Derecho de la época, 

con el artículo 8° de la Convención de Viena sobre el derecho de los 
Tratados de 1969, mediante la expedición del respectivo instrumento 

de Colombia ante la República Federativa del Brasil conforme a los 
plenos poderes que para tal efecto fueron otorgados por el Gobierno 
Nacional.

Quedan así expuestas las razones que en concepto del Gobierno 

constituye un espacio de coordinación regional invaluable en contra 

reitera, que el marco delimitado por el Memorando de Entendimiento 
se encuentre acorde con los postulados constitucionales. 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través 
del Ministro del Interior y de Justicia y el Ministro de Relacio-
nes Exteriores, solicita al honorable Congreso Nacional aprobar 
el “Memorando de entendimiento entre los Gobiernos de los Es-

lavado de activos (Gafisud)”, firmado en Cartagena de Indias el 8 
de diciembre de 2000, la “Modificación del Memorando de enten-
dimiento entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de Acción 

,
firmada en Santiago de Chile el 6 de diciembre de 2001, y la “Mo-
dificación al Memorando de entendimiento entre los Gobiernos de 

el lavado de activos (Gafisud)”, firmada en Brasilia el 21 de julio 
de 2006.

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Fernando Araújo Perdomo.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacio-
nales

suscritos por Colombia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-

tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores 
de Senado y Cámara y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un in-
forme pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarro-
llando los convenios internacionales vigentes suscritos por Colombia 
con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada 
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir 
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al 
Ministerio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones Segun-
das.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará 
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que 
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
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REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

SENADO DE LA REPUBLICA
Sección de Leyes

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007 
Señora Presidenta:

149 de 2007 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Memorando 
de entendimiento entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de Ac-

-

los Estados del Grupo de Acción Financiera de Sudamérica contra el 
-

entre los Gobiernos de los Estados del Grupo de Acción Financiera de 
-

lia el 21 de julio de 2006, me permito pasar a su despacho el expedien-
te de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante 
Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley es competencia de la Comisión Segunda Constitucional Perma-
nente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Subsecretario General,
Saúl Cruz Bonilla.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 20 de septiembre de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Subsecretario General del honorable Senado de la República,
Saúl Cruz Bonilla.
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